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Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de octubre del 2014. Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  
En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

Como una novedad de este boletín mensual, el Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.
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	13-1774-0007-CO
	13/02/2013
	RESOLUCIÓN CONTRACTUAL 


Expediente:13-001774-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 183 del Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las entidades públicas del sector de telecomunicaciones. Decreto Ejecutivo No. 35148 publicado en la Gaceta No. 72 del 15-04-2009. 

La norma se impugna en cuanto  establece vía reglamentaria  un procedimiento administrativo simplificado  para la resolución contractual,  pese a que corresponde a la ley desarrollar los derechos fundamentales. Se alega que la norma afecta y limita el debido proceso, ya que inicia con una medida cautelar que consiste en la suspensión de la ejecución del contrato administrativo, sin dar audiencia a la parte. Posteriormente, se prevé una audiencia por diez días, plazo inferior y menos garantista que el fijado por la Ley General de la Administración Pública, junto con otra audiencia posterior a la evacuación de la prueba, de cinco días. Además, la norma reglamentaria impugnada es contraria al principio de reserva de ley en materia de procedimientos de contratación establecido en el artículo 182 de la Constitución Política, pues ni la Ley de Contratación Administrativa, ni la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, crea un procedimiento administrativo especial que deba seguir la Administración para el ejercicio de la potestad que la ley le atribuye de resolución unilateral del contrato, así como tampoco crea o habilita para que vía reglamentaria se establezca un procedimiento administrativo especial y sumario, lo que lesiona el principio de reserva legal  y  las garantías del debido proceso, sobre todo al tratarse del dictado de un acto final de consecuencias tan gravosas como la resolución del contrato y la creación de obligaciones patrimoniales para el contratista. Considera que existe un exceso de la potestad reglamentaria  en el tanto el reglamento va más allá de lo que dice la ley que se pretende regular.  Resolución de las 14:15 del 30 de octubre del 2014.
	PENDIENTE PUBLICACIÓN

	14-011759-0007-CO
	24/07/2014
	FUMIGACIÓN AÉREA

Expediente:14-011759-0007-CO
Sentencia:Pendiente

-Decreto Ejecutivo No. 34202-MAG-MS-MINAE-MOPT-MGSP. Reforma al artículo 70 del Decreto Ejecutivo No. 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP. Reglamento para las actividades de Aviación Agrícola del 16 de octubre del 2003.

La norma se impugna en cuanto pretende reducir la distancia para las aplicaciones aéreas de plaguicidas, respecto a centros de población y granjas, pasando de 100 metros  a 30 metros, si se dispone de una zona de amortiguamiento y se cumplen una serie de requisitos que se señalan en ese Decreto. Menciona que con ese Decreto se pretende implementar  esa medida, aduciendo que con los estudios realizados y la adición al artículo 70 del Decreto Ejecutivo impugnado, así como los requisitos ahí enumerados, se viene a solventar la situación que la Sala Constitucional mediante voto número 2006-16276 había reconocido como riesgo para la salud de los habitantes de las zonas afectadas por las aplicaciones aéreas de plaguicidas, dirigidas sobre todo a plantaciones bananeras, así como perjudicial para el ambiente, en especial el recurso hídrico, y en razón de lo cual había derogado la segunda parte del Artículo 70 del Decreto Ejecutivo número 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP, en cuanto establecía la posibilidad de disminuir el área de aplicación de 100 metros a tan solo 30 metros, si existía la zona de amortiguamiento.  Sostiene que por el contrario, la situación de riesgo para la salud de los habitantes de la zona de Matina, especialmente, la contaminación del aire y del recurso hídrico se mantiene a la fecha,  en abierta violación con el artículo 21 y 50 de la Constitución Política. Aduce que las zonas de amortiguamiento a las que se hace referencia,  no existen en la mayoría de los casos de las fincas bananeras, como tampoco existen las distancias que por ley deben mediar entre las nacientes de agua, quebradas o riachuelos y el área ocupada para las plantaciones agrícolas. Desde esa perspectiva, no puede un Decreto agregar una serie de requisitos que deben cumplir las empresas fumigadoras en forma explícita y considerar que con ello se solventa el problema, cuando en la realidad las condiciones no han variado y el riesgo para la salud de los habitantes y el daño al ambiente se mantiene igual.  Considera que el Decreto Ejecutivo impugnado violenta el principio de no regresión al retrotraer en forma negativa la protección a un derecho fundamental como lo es la Salud, protegido en el artículo 21 constitucional. Lo anterior debido a que el cambio de distancia de 100 a 30 metros, sin que se hayan ejecutado las condiciones que la Sala ordenó en el voto 2006-16276, resultan violatorios de dichos derechos, así como una serie de tratados y convenios internacionales que el país ha suscrito y aceptado como parte de la legislación.  Resolución de las 9:43 horas del 02 de octubre del 2014.
	CURSO BJ: 206-207-208 DEL 27, 28 Y 29 DE OCTUBRE DE 2014

	14-011798-0007-CO
	24/07/2014
	LIQUIDACIÓN TRIBUTARIA DE OFICIO


Expediente:14-011798-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA


-Artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios
-Artículo 182 y 183 del Reglamento de Procedimiento Tributario. Decreto Ejecutivo No. 38277-H del 07 de marzo del 2014.

Las normas se impugnan por cuando considera que lesionan el derecho de defensa y al proceso debido, en la medida en que no se permite al contribuyente ser oído o presentar sus alegatos y pruebas, de previo a una decisión tan limitativa de derechos como lo es la determinación y liquidación de las cargas tributarias. En su criterio, la indefensión es total en cuanto a que si el administrado no satisface lo pretendido por la Administración, ésta puede certificar el adeudo y crea un título ejecutivo por medio del cual queda facultada para perseguir el patrimonio del contribuyente por la vía monitoria. De otro lado, las disposiciones reglamentarias cuestionadas son inconstitucionales en cuanto omiten regular una fase en donde se pueda demostrar si la garantía que aporta el administrado es suficiente o no a modo de respaldar el monto adeudado. Resolución de las 10:36 del 14 de agosto del 2014.                                                                                                                                                                                                                                               AMPLIACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE CURSO. Téngase por ampliada esta acción de inconstitucionalidad 14-011798-0007-CO, en los términos expuestos en la acciones No. 14-012588-0007-CO, No. 14-013602-0007-CO, No. 14-013019-0007-CO, y No. 14-013742-0007-CO a ella acumuladas, en el sentido que también se impugnan los artículos 144, 145, 182 y 192 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios; el artículo 67 del Decreto Ejecutivo Número 35688-H, reformado por el No. 37477 de 6 de diciembre de 2012; la resolución del Director General de Tributación No. DGT-R-011-13 de 15 horas de 1 de marzo de 2013; la Directriz DGT-D-009-2012 de 29 de octubre de 2012, emitida por la Dirección General de Tributación, la Instrucción General No. 03-2013 de 20 de marzo de 2013, de la Dirección de Fiscalización, y el artículo 153 del Reglamento de Procedimiento Tributario, por estimarlos contrarios a los derechos protegidos en los artículos 39 y 41 constitucionales. Las normas se impugnan en cuanto violan el derecho de defensa y al proceso debido, en la medida en que no se permite al contribuyente ser oído o presentar sus alegatos y pruebas, de previo a una decisión tan limitativa de derechos como lo es la determinación y liquidación de las cargas tributarias, en desarrollo de lo dispuesto por el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Resolución de las 14:13 horas del 01 de octubre del 2014.
	CURSO BJ: 171-172-173 DEL 05, 08 Y 09 DE SETIEMBRE DE 2014. 2) AMPLIACIÓN DEL CURSO BJ: 206-207-208 DEL 27, 28 Y 29 DE OCTUBRE DE 2014

	14-013283-0007-CO
	21/08/2014
	MORATORIA DE ACTIVIDADES DE TRANSFORMACIÓN TÉCNICA DE RESIDUOS SÓLIDOS ORDINARIOS

Expediente:13-013283-0007-CO
Sentencia:Pendiente

-Artículo primero del Decreto Ejecutivo No. 38500-S-MINAE. “Moratoria Nacional de las Actividades de Transformación Técnica de Residuos Sólidos Ordinarios” del 11 de junio del 2014. Vista la resolución número 2014-016162, de las quince horas cuarenta minutos del uno de octubre de dos mil catorce, dictada en este expediente, se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra el ARTICULO 1 DECRETO EJECUTIVO N. 38500-S-MINAE, por estimarlo contrario al principio de reserva de ley.
La norma se impugna en cuanto utiliza una extraña forma de disponer una “moratoria” para la ejecución de una ley. Añade que la norma impugnada no dispone en la “moratoria” promulgada un lapso que permita verificar la condición suspensiva a la que se someten las actividades de transformación térmica de residuos. La norma, continúa, al no disponer de un plazo determinado lesiona el principio de legalidad, al ser un acto propio de abuso de poder por parte de la administración cuyos efectos podrían ser perennes por la inejecución estatal en la práctica de los estudios científicos y técnicos requeridos. Alega que el no fijar una data para la moratoria, convierte el Decreto impugnado en uno de aquellos actos propios del abuso de poder por parte de la administración, violentándose el principio de legalidad en una de sus más claras formar, en el tanto la moratoria no disponga de un plazo concreto, esta se desnaturaliza. Señala que el Decreto impugnado utiliza como fundamento para restringir la actividad de transformación térmica, el contenido de la Ley número 8839, disposición legislativa que no restringe el desarrollo de dicha actividad y que, más bien en su artículo 31, dispone de un procedimiento para obtener las licencias de explotación y demás tramitología para la obtención de la viabilidad ambiental. Lo correcto, continúa, es someter a fiscalización e investigación las empresas o personas dedicadas a la transformación térmica de residuos, por ser el proceso debido que contempla la Ley número 8839 y nunca suspender indefinidamente una actividad lícita. Resolución de las 9:01 del 06 de octubre del 2014.
	CURSO BJ: 210-211-212 DEL 31 DE OCTUBRE, 03 Y 04 DE NOVIEMBRE DE 2014

	14-13717-0007-CO
	29/08/2014
	VALOR DEL TESTIMONIO DE LA VÍCTIMA EN CASOS DE HOSTIGAMIENTO SEXUAL


Expediente:14-0013717-0007-CO 
Sentencia:PENDIENTE

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 18 y 22 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia. No. 7476. Publicada en La Gaceta No. 45 del 03 de marzo de 1995.

Las normas disponen: “Artículo 18.- Principios que informan el procedimiento. Informan el procedimiento de hostigamiento sexual los principios generales del debido proceso, la proporcionalidad y la libertad probatoria, así como los específicos, entendidos como la confidencialidad, que implica el deber de las instancias, las personas representantes, las personas que comparecen como testigas y testigos y las partes que intervienen en la investigación y en la resolución, de no dar a conocer la identidad de las personas denunciantes ni la de la persona denunciada y, el principio pro víctima, el cual implica que, en caso de duda, se interpretará en favor de la víctima. Artículo 22.- Las pruebas. Las pruebas serán valoradas de conformidad con las reglas de la sana crítica, la lógica y la experiencia; ante la ausencia de prueba directa se deberá valorar la prueba indiciaria y todas las otras fuentes del derecho común, atendiendo los principios especiales que rigen en materia de hostigamiento sexual.  En caso de duda se estará a lo que más beneficie a la persona hostigada, con la prohibición expresa de considerar los antecedentes de la persona denunciante, particularmente en lo relativo al ejercicio de su sexualidad.” Se impugna el artículo 18 en cuanto dispone, que uno de los principios que informan el procedimiento de hostigamiento sexual es el principio pro víctima, según el cual, en caso de duda se interpretará a favor de la víctima. En cuanto al artículo 22, porque invierte la carga de la prueba. Además, establece que en caso de duda “...se estará a lo que más beneficie a la persona hostigada.” Estima que las normas lesionan  la normativa constitucional y los tratados internacionales sobre derechos humanos, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en particular, los principios del debido proceso, inocencia, in dubio pro reo, principio de carga de la prueba e igualdad. Resolución de las 9:28 del 02 de octubre del 2014.
	CURSO BJ: 208-209-210 DEL 29, 30 Y 31 DE OCTUBRE DE 2014

	14-015038-0007-CO
	23/09/2014
	TOPE MONTO DE PENSIONES

Expediente:14-015038-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE 

Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley N° 7858, y por conexidad contra la resolución MTSS-010-2014 de las 11:07 hrs del 4 de agosto de 2014 y la Directriz N° MTSS-012-2014 publicada en La Gaceta N° 152 del 8 de agosto de 2014


La ley y los actos cuestionados, se impugnan en la medida que estiman los accionantes, que contravienen el artículo 34 de la Constitución Política, en tanto permiten al Poder Ejecutivo desconocer los montos jubilatorios que reciben los pensionados, a partir del momento que la autoridad competente certifique que los ingresos por concepto de cotizaciones estatales, obreras y patronales son menores que los egresos derivados del pago de los beneficios, y, en consecuencia, establecer como tope máximo la suma resultante de diez veces el salario base más bajo pagado por la administración. Así, aún y cuando se haya adquirido el derecho a una pensión sin tope en virtud de una ley anterior, y estando esa situación jurídica consolidada, se permite al Estado aplicar una deducción sobre el monto de la pensión. De tal forma, la ley que se impugna otorga al Poder Ejecutivo la facultad de que mediante una ley posterior desconozca los montos de las pensiones adquiridas bajo las reglas y criterios de leyes anteriores que establecen el régimen por el cual fueron acordadas. Resolución de las 8:49 horas del 02 de octubre del 2014.
	CURSO BJ: 208-209-210 DEL 29, 30 Y 31 DE OCTUBRE DE 2014

	14-015248-0007-CO
	26/09/2014
	TOPE MONTO DE PENSIONES

Expediente:14-015248-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE 

Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley N° 7858, contra la resolución MTSS-010-2014 de las 11:07 hrs del 4 de agosto de 2014 y la Directriz N° MTSS-012-2014 publicada en La Gaceta N° 152 del 8 de agosto de 2014. La norma se creó destinada a aplicar un tope a las pensiones de los regímenes contributivos con cargo al Presupuesto Nacional. Considera que el MTSS ha considerado de forma errónea que este tope es aplicable a los pensionados pertenecientes a los regímenes de Hacienda, Registro Nacional, Obras Públicas y del Magisterio Nacional, lo cual considera el accionante no es correcto
	CURSO BJ: 206-207-208 DEL 27, 28 Y 29 DE OCTUBRE DE 2014

	14-015575-0007-CO
	02/10/2014
	TOPE MONTO DE PENSIONES 

Expediente:2014-15575
Sentencia:PENDIENTE
 
Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 7858 del 22-12-1998; el artículo 2 de la reforma al artículo 3 de la Ley número 7605 de 1996 y agrega un artículo 3 bis; contra la Directriz 012-MTSS-2014, publicada en el Alcance Digital número 40 al Diario La Gaceta del 08-08-2014.

El Artículo 2 de la Ley 7858, se impugna en cuanto establece un  tope máximo de pensión para todos los regímenes contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional. Se considera contrario al principio de publicidad y transparencia del procedimiento legislativo, porque -durante su tramitación- al proyecto de ley no se le dio publicidad, ni se dio la suficiente discusión al proyecto de ley. Además, no existió un estudio  de Servicios Técnicos, ni se le dio audiencia a ninguna persona física o jurídica sobre la reforma. Además, se vulnera el principio de irretroactividad contenido en el artículo 34 constitucional, pues la Directriz, es una disposición arbitraria emitida en vía administrativa dirigida a afectar los topes de pensiones legítimamente aprobadas, aplicando una ley posterior, con carácter retroactivo. Aduce que el monto de  la pensión se define con las reglas y deducciones  vigentes al momento de su otorgamiento, por lo que una vez, otorgada la pensión el monto debe respetarse en calidad de derecho adquirido, por lo que su afectación en este caso constituye una expropiación de su patrimonio, contrario a lo dispuesto en el artículo 45 constitucional. Asimismo, se acusa la violación al principio de razonabilidad, ya  que el tope establecido de ingresos por concepto de cotización estatales, obreros y patronales sean menores que los egresos derivados del pago de los beneficios no es un parámetro racional, porque hace a un lado que la única forma de tener por deficitario un régimen jubilatorio es partir de que los ingresos del régimen deben formar un fondo, deben reinventarse, generar rentas, pues está en función de financiar el régimen mismo. Pero en este caso, el Estado simplemente, consume las cuotas como un mero ingreso ordinario. Se olvida de que las cuotas son para financiar las pensiones futuras, no las presentes, lo que solo puede lograrse dentro de un verdadero fondo. Además, en todos los regímenes la aportación es tripartita (Estado, patrono y trabajadores) y en consecuencia, a la hora de considerar los ingresos debe verse la efectividad de todos los aportes debidos. Otro aspecto, es que la norma se refiere a la totalidad de los regímenes sostenidos por el Presupuesto Nacional, sin que se obligue a determinar cuál o cuáles son exactamente los que están mal financieramente y en qué medida. Considera injusto el tope de diez veces el salario más bajo, el cual actualmente se reduce a 2.4 millones, no puede ser considerado una pensión de lujo, pues en el sector público existen muchas personas con sueldos superiores ese monto. Además, que tampoco es razonable  que se tome  esa medida para evitar el desfinanciamiento, pues en  este caso los únicos sacrificados son los pensionados. También las causas del desfinanciamiento en cada régimen es diferente, por lo que  resulta improcedente brindar a todos una misma solución. La Directriz se impugna en cuanto es emitida por el Ministerio de Trabajo de manera interna, pero afecta a terceros, por lo que debió  ser emitida por medio de un Decreto del Poder Ejecutivo, quien tiene la potestad de reglamentar las leyes. La Directriz, pretende afectar, luego de 16 años, a las jubilaciones  otorgadas después del 98, una vez vigente la Ley 7858, lo que implicaría que las pensiones otorgadas luego del 98 fueron ilegales. Resolución de las 9:09 del 03 de octubre del 2014.
	CURSO BJ: 210-211-212 DEL 31 DE OCTUBRE, 03 Y 04 DE NOVIEMBRE DE 2014

	14-015574-0007-CO
	02/10/2014
	TOPE MONTO DE PENSIONES 

Expediente:2014-15575
Sentencia:PENDIENTE
 
Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 7858 del 22-12-1998; el artículo 2 de la reforma al artículo 3 de la Ley número 7605 de 1996 y agrega un artículo 3 bis; contra la Directriz 012-MTSS-2014, publicada en el Alcance Digital número 40 al Diario La Gaceta del 08-08-2014.

El Artículo 2 de la Ley 7858, se impugna en cuanto establece un tope máximo  de pensión para  todos los regímenes contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional. Se considera contrario al principio de publicidad y transparencia del procedimiento legislativo, porque -durante su tramitación- al proyecto de ley  no se le dio publicidad, ni se dio la suficiente discusión al proyecto de ley. Además, no existió un  estudio de Servicios Técnicos, ni se le dio audiencia a ninguna persona física o jurídica sobre la reforma. Además, se vulnera el principio de irretroactividad  contenido en el artículo 34 constitucional,  pues la Directriz, es una disposición arbitraria emitida en vía administrativa dirigida a afectar los topes de pensiones legítimamente aprobadas, aplicando una ley posterior, con carácter retroactivo. La Directriz se impugna en cuanto es emitida por el Ministerio de Trabajo de manera interna, pero afecta a terceros, por lo que debió ser emitida  por medio de un Decreto del  Poder Ejecutivo, quien tiene la potestad de reglamentar las leyes. La Directriz, pretende afectar, luego de 16 años, a las jubilaciones otorgadas después del 98,  una vez vigente la Ley 7858, lo que implicaría que las pensiones otorgadas luego del 98 fueron ilegales.  La Directriz impugnada violenta actos propios y el debido proceso, pues pretende una eficacia inmediata que burla todo procedimiento previo individualizado y toda oportunidad mínima de defensa previa.  Considera  una simple Directriz no es el acto jurídico idóneo para afectar derechos subjetivos, con lo cual se vulnera lo dispuesto en los artículos 11, 39 y 41  de la Constitución Política.  Otro error contenida en la Directriz, es que pese a que el Régimen del Magisterio Nacional está administrado por la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, y la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo, es un simple órgano de supervisión y control, pero la Directriz yerra al establecer que corresponde esa Dirección,  rendir dictámenes respecto de las pensiones y que por ello le compete gestionar ante Hacienda el tope de la ley. Resolución de las 16:33 del 02 de octubre del 2014.
	CURSO BJ: 208-209-210 DEL 29, 30 Y 31 DE OCTUBRE DE 2014

	14-016398-0007-CO
	17/10/2014
	TOPE MONTO DE PENSIONES 

Expediente:14-016398-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución MTSS-010-2014; la Directriz MTSS-012-2014 y la Ley 7858. Las normas se impugnan en cuanto establece un tope máximo a las pensiones con cargos al presupuesto nacional. La Directriz se impugna en cuanto vulnera el debido proceso, pues carece de la necesaria  notificación previa e individualizada en estricto apego a la situación específica de cada caso, para la implementación de la Ley 7858, lo cual deja a los pensionados en un estado de indefensión, al no contar con oportunidad de ejercer su defensa. Por el contrario, el Gobierno optó por hacer un único aviso en un periódico que si bien es oficial, por razones de edad, condiciones de salud o económicas, las personas no  tienen acceso o no están obligadas a leerlo. También se vulnera el principio de legalidad, ya que las autoridades gubernamentales se excedieron en el uso de sus potestades, pues la  Directriz es una simple resolución de carácter interno donde  se ordena a la Dirección Nacional de Pensiones aplicar la ley 7858 a todas las personas que sobrepasen el tope que establece la ley, y éstos últimos lo aplicaron en forma general a todas las pensiones, cuando en realidad se trataba de una directriz interna que ni siquiera estaba firmada por el Presidente, tal como lo establece el artículo 140, inciso 3 de la Constitución Política. Resolución de las 14:05 del 20 de octubre del 2014. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las diez horas y diecisiete minutos del veintiocho de octubre del dos mil catorce.
 Se corrige el error material que contiene la resolución  de curso dictada a las 14:05 horas del 20 de octubre del 2014,  en el sentido que la legitimación del accionante se sustenta en el recurso de amparo número 14-014746-0007-CO y no en el amparo 14-014756-0007-CO  como por error se indicó. Notifíquese a las partes esta resolución y la antes citada. 
	PENDIENTE PUBLICACIÓN

	14-016400-0007-CO
	17/10/2014
	TOPE MONTO DE PENSIONES 

Expediente:14-016400-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución MTSS-010-2014; la Directriz MTSS-012-2014 y la Ley 7858. Las normas se impugnan en cuanto establecen un tope máximo de pensión para todos los regímenes contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional, con menoscabo de los principios supra aludidos. Resolución de las 11:06 del 20 de octubre del 2014.
	PENDIENTE PUBLICACIÓN

	14-016902-0007-CO
	27/10/2014
	LEY DE IMPUESTOS MUNICIPALES DEL CANTÓN DE CARTAGO

Expediente:14-016902-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE 


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 4, 5 y 8 de la Ley número 7248, “Tarifa de Impuestos Municipales del Cantón Central de Cartago. Refiere el accionante que el artículo 5 se cuestiona por cuanto establece una diferente base imponible dependiendo de si el contribuyente que debe pagar el impuesto por patente municipal ha tenido ganancias o no durante el período fiscal, de modo que a quien ha tenido ganancias o rentas líquidas se les aplica una base impositiva distinta que la aplicable a quien sólo tuvo ingresos brutos pero no obtuvo ganancias. Así, explica, esta norma permite que a quienes hayan obtenido una renta líquida –ganancias- se les fije una base del dos por mil sobre las ventas o ingresos brutos, y del ocho por mil sobre la renta líquida; mientras que a quienes no hayan obtenido esa renta líquida, la base impositiva se fija de una sola vez en un cuatro por mil sobre las ventas o ingresos brutos. Con ello, aduce el accionante, se quebranta el principio de igualdad y equidad tributaria, dando lugar a un cobro diferenciado y con bases tributarias distintas. Señala que si bien a ambos contribuyentes –con o sin ganancias- se les cobra un proporcional sobre las ventas o ingresos brutos, ese porcentaje es de por sí distinto en uno y otro caso –dos por mil y cuatro por mil-, con el agravante de que a quien sí obtuvo ganancias, se le cobra un proporcional adicional sobre esa renta líquida –ocho por mil-. Es por esta situación, que además estima que el mismo artículo 5 de la Ley 7248, permite un doble cobro del impuesto de patentes a los contribuyentes que sí obtuvieron ganancias, con lo cual se evidencia en su criterio la vulneración de los aducidos principios de equidad e igualdad tributarias, ya que esa diferenciación no resiste los parámetros de razonabilidad y proporcionalidad. Por otra parte, refiere que existe una contradicción entre los artículos 4 y 5 de la misma ley, ya que mientras el artículo 4 dispone como factores determinantes para la imposición la renta líquida gravable y las ventas –dos factores-, el artículo 5 señala que la imposición se fija sobre las ventas o los ingresos brutos –uno de dos factores, pero no los dos-, lo que da lugar a que aplicando ese artículo 5 se utilicen ambos factores para fijar la base impositiva, por lo que se configura una doble imposición tributaria, y por tanto un impuesto desproporcionado, irracional y desigual. En lo que respecta al artículo 8 de la misma ley, menciona el accionante que dicha norma resulta contraria al artículo 173 de la Constitución Política, en la medida que no se contempla la posibilidad de acudir a la vía judicial actuando como jerarca impropio, para impugnar el acuerdo emitido por el Concejo Municipal dentro del proceso de cuestionamiento de una imposición tributaria, dejando sin contenido la posibilidad de impugnar los acuerdos del Concejo Municipal en esta materia. Resolución de las 9:26 horas del 29-11-2014
	PENDIENTE PUBLICACIÓN


 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/CURSOS/ACCIONES%20CURSADAS.htm]

	· Fallos recientes



	AMBIENTE
	AUDIENCIA PÚBLICA PARA RELLENO SANITARIO EN TURRÚCARES DE ALAJUELA

Expediente:14-014537-0007-CO.
Sentencia:016359-2014 

Acusan los recurrentes que la Secretaría Técnica Nacional, está evaluando el expediente número D1-8173-2012-SETENA, conocido como relleno sanitario en Turrúcares de Alajuela. Indica que el 14 de agosto del año en curso, por resolución número 1615-2014-SETENA, la Secretaría acordó llevar a cabo la audiencia pública el 20 de setiembre de 2014. Acusa que dicha audiencia se programó de forma unilateral por el desarrollador del proyecto y se llevará a cabo en el salón comunal de Siquiares; localidad ubicada a más de 10 km del área del proyecto. Añade que en ese salón multiuso únicamente caben 224 personas y que no cuenta con las condiciones adecuadas. Alega que de llevarse a cabo la audiencia pública en el salón multiuso de la comunidad de Siquiares, se estaría permitiendo que sólo un grupo pequeño de personas pueda asistir, ya que la Secretaría Técnica notificó, al menos, a 1230 personas que están debidamente apersonadas. Señala que son personeros ajenos a la empresa desarrolladora quienes han querido presentar al Área Rectora de Alajuela 2, una solicitud para instalar toldos y sillas en la cancha de fútbol anexa al salón multiusos. Lo anterior con el agravante de no convocar ni tomar en cuenta comunidades que se verán directamente afectadas. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo, Cruz y Rueda dan razones diferentes. Los Magistrados Armijo y Cruz ponen nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	AMBIENTE
	EVENTO EXTREME AMERICAN RODEO

Expediente:14-013769-0007-CO.
Sentencia:017188-2014 

Alegan los recurrentes que según se ha difundido en los distintos medios de comunicación de radio y televisión, el día 7 de setiembre de 2014, se llevará a cabo en el Estadio Nacional, el evento "Extreme American Rodeo", promovido por la Asociación Deportiva Pro Rodeo San Carlos y la empresa R.P.M TV Motor Sociedad Anónima. Acusa que las autoridades públicas recurridas han emitido para dicha actividad los permisos respectivos. Considera que el evento en mención atenta contra las buenas costumbres de la sociedad costarricense, pues no es tradición costarricense, inclusive, nunca se ha realizado una actividad semejante, siendo así, como lo promocionan las empresas organizadoras al indicar que es un novedoso evento (aporta dirección de página Web de publicación). Menciona que en la página de internet aparece el cronograma de las actividades a realizar, mismas que detalla: "Las disciplinas que se incluyen en el programa de actividades de la I edición del Extreme American Rodeo son el Team Doping (lazo en parejas), break Hawai (lazo y escape), team pennig (encierro de ganado), barrel racing (carrera de barriles) y bull Ridding (monta de toros)". Solicita la intervención de este Tribunal, pues considera que tanto la vida humana como la de los animales se encuentran expuestas a lesiones y daños, además de que roza con el derecho a un ambiente sano. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula parcialmente la resolución de SENASA número SENASA-DRCM-0344-2014 de 19 de agosto de 2014, en cuanto dentro del evento Extreme American Rodeo se incluyó la actividad denominada "team roping". De conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a los recurridos que no deberán incurrir nuevamente en los hechos que dieron lugar a esta declaratoria, bajo la advertencia de incurrir en el delito previsto por el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Salazar Alvarado y Salazar Murillo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso en todos sus extremos. El Magistrado Cruz Castro pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	DESTITUCIÓN DE MAGISTRADO POR PARTE DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA, ESTANDO INCAPACITADO

Expediente:14-011839-0007-CO
Sentencia:018113-2014

Recurso de amparo contra el Presidente de la Asamblea Legislativa. Alegan los recurrente que la recurrida destituyó al amparado, a pesar de que se encuentra internado en el Hospital Nacional Psiquiátrico, violando con ello su derecho al debido proceso. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Ulate da razones diferentes y declara un estése. La Magistrada Garro pone nota.

	BANCARIO
	SE ORDENA AL BANCO NACIONAL ENTREGAR TARJETA DE DÉBITO AL REPRESENTANTE JURÍDICO DEL DUEÑO DE LA CUENTA

Expediente:14-015280-0007-CO
Sentencia:016784-2014

Alega el recurrente que el amparado es un adulto mayor y padece una discapacidad, debido a que desde hace cuatro años se encuentra en cama al padecer un tumor cerebral, hipertensión e hidrocefalia. Indica que el tutelado es cliente del Banco Nacional de Costa Rica y posee una cuenta bancaria en dicha entidad con el fin de que le depositen su pensión del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. Agrega que la tarjeta de debido con la cual se retira dicha pensión de los cajeros automáticos vence en el mes de setiembre de 2014, razón por la cual, se presentó ante varias sucursales e incluso ante las oficinas centrales del Banco Nacional, para realizar el trámite de renovación de la tarjeta en mención, ya que, como el amparado no puede desplazarse, le indicaron que ella podía realizar el trámite con un poder generalísimo; no obstante, a la hora de presentarse a las oficinas del Banco, le comunicaron que aunque podía realizar la solicitud de la nueva tarjeta, no podía retirarla, debido a que ese era un trámite personalísimo, que únicamente podía realizar el interesado. Comenta que por el estado de salud del amparado es físicamente imposible presentarse a las oficinas del Banco a retirar la tarjeta; sin embargo, las autoridades recurridas parecen no entender la magnitud de los padecimientos del tutelado y aunque ha intentado brindar diversas opciones para que se pueda hacer la entrega de la tarjeta, los accionados han hecho caso omiso de ellas, por lo que al finalizar este mes no tendrán como retirar el dinero de la pensión que se deposita a favor del tutelado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente General del Banco Nacional de Costa Rica, que entregue inmediatamente la nueva tarjeta de débito del amparado a la persona que ostente la representación jurídica del amparado, bajo apercibimiento de las consecuencias, incluso penales, que se desprenden por la desobediencia a las órdenes dictadas por este Tribunal Constitucional, artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Sala se declare con lugar su recurso, con las consecuencias de ley. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	CONTRATOS O LICITACIONES
	CONTRATO CON APM TERMINALS

Expediente:14-016946-0007-CO
Sentencia:018103-2014 

Recurso de amparo contra el Poder Ejecutivo, el Presidente de La Republica. Alega el recurrente que el contrato del muelle de Limón con APM Terminals, lesiona lo dispuesto en el artículo 46 constitucional. Se rechaza por el fondo el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	EDUCACIÓN
	SE ORDENA REPONER CLASES PERDIDAS EN COLEGIO POR MOVIMIENTO DE HUELGA

Expediente:14-013316-0007-CO 
Sentencia:015438-2014

Recurso de amparo contra el Director de Recursos Humanos y el Director del Liceo Rural Coquital, ambos del Ministerio de Educación Pública. Alegan las recurrentes que desde el 19 de agosto del año en curso, un grupo de cinco profesores iniciaron un movimiento para incitar al estudiantado a unirse a lo que ellos llaman “huelga”, obstaculizando el trabajo de los docentes que sí desean impartir lecciones y violentando con ello el derecho fundamental de sus hijos -estudiantes de ese liceo-, a la educación, por lo que solicitan la estimación del amparo con sus consecuencias. Para la Sala, ha quedado acreditado que en el Liceo Rural de Coquital de Los Chiles de Alajuela, se ha dado una situación conflictiva entre estudiantes, personal docente y administrativo, que ocasionó que los estudiantes de ese centro educativo no recibieran lecciones desde el 18 hasta el 22 de agosto anterior. Si bien es cierto, la Sala no tiene competencia para entrar a valorar las razones o motivos por los cuales se dio ese conflicto, ni mucho menos puede referirse a las decisiones que al respecto se pudieron haber generado, sí debe hacer dos precisiones importantes: a) en primer lugar, si bien existe un derecho de los trabajadores a la huelga, también es lo cierto que para ello existe un procedimiento establecido al que deben sujetarse, caso contrario, la huelga podría ser declarada ilegal en la instancia correspondiente; b) en el caso concreto, esta Sala toma en cuenta que, bajo juramento, se ha informado que la situación ya fue debidamente atendida por lo que desde el 25 de agosto pasado, se reanudaron las clases con normalidad en ese centro educativo. Ahora bien, estima la Sala que, la consecuencia que se generó a raíz de la negativa de algunos profesores de ese centro educativo a brindar lecciones a los estudiantes desde el 18 hasta el 22 de agosto anterior, ha sido muy gravosa para la población estudiantil por cuanto, durante una semana, los estudiantes perdieron lecciones, así como su continuidad en el proceso educativo y en el servicio que se les brinda, lo cual evidentemente, ha lesionado su derecho a la educación en los términos en que lo ha perfilado este Tribunal Constitucional; lesión que se ha configurado independientemente de que los estudiantes estuvieren o no de acuerdo con las protestas o motivos que originaron la suspensión de las lecciones. Se citan los votos 07200-01, 002104-11.  Así las cosas, para la Sala, se ha vulnerado el principio de continuidad del proceso educativo de los estudiantes del Liceo Rural de Coquital de Los Chiles de Alajuela, al haber permitido las autoridades involucradas, la suspensión de las lecciones en las fechas indicadas. Se declara con lugar el recurso por violación del derecho a la educación y a la continuidad del servicio. En consecuencia, se ordena al Director de Recursos Humanos y al Director del Liceo Rural de Coquital de Los Chiles de Alajuela, ambos del Ministerio de Educación Pública, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias a fin de que los estudiantes reciban las lecciones que perdieron durante los días en que se suspendieron las labores en ese centro educativo, para lo cual deberán prever el rediseño de horarios y las horas adicionales de clase para los estudiantes, a fin de que repongan el tiempo perdido y completen adecuadamente su formación para el período correspondiente. 

	EDUCACIÓN
	PROGRAMA AULA EDAD DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA NO INCLUYE EDUCACIÓN RELIGIOSA

Expediente:14-013761-0007-CO 
Sentencia:016233-2014

Recurso de amparo contra  el Ministerio de Educación. Señala la recurrente que su hija es estudiante del Programa Aula Edad del Ministerio de Educación Pública, programa para I y II Ciclos de la  Educación General Básica, manifiesta que en dicho programa se descartaron las lecciones de Educación Religiosa, lo cual lesiona el derecho de los menores a recibir una educación integral. Después de analizar los elementos probatorios aportados, este Tribunal verifica que no ha existido violación alguna a los derechos fundamentales de la recurrente. Lo anterior, porque del informe rendido por el representante de la autoridad recurrida -que se tiene por dado bajo fe de juramento con las consecuencias, incluso penales, previstas en el artículo 44, de la Ley que rige esta Jurisdicción- y la prueba aportada para la resolución del asunto, ha sido debidamente acreditado que la menor amparada se encuentra matriculada bajo el Programa Aula Edad, programa que no incluye en su currículo la enseñanza religiosa, por tratarse de una oferta que busca flexibilizar el servicio educativo del I y II ciclo, a estudiantes que presentan una condición especifica (sobre- edad), aprobado por el Consejo de Educación en el año 2013, se trata de un programa y materias, distinto al que rige la Educación General Básica para I y II ciclo. Así, las cosas,  se constata que el hecho que no se impartan  clases de educación religiosa, no responde a criterios arbitrarios ni subjetivos, sino que es producto de una normativa respectiva, sea el Plan de Estudios de que posee el Programa Aula Edad del Ministerio de Educación Pública, el cual se emite con base en criterios técnicos, por lo cual no estima este Tribunal que haya existido lesión alguna a los derechos fundamentales de la amparada, por consiguiente, lo que corresponde es declarar sin lugar el recurso, como en efecto se hace.  Se declara SIN LUGAR el recurso. 

	EDUCACIÓN
	SE ORDENA A LA UCR MANTENER REGISTROS DE LOS PROGRAMAS DE MATERIAS

Expediente:14-011320-0007-CO
Sentencia:016785-2014

Alega la recurrente que ingresó a la Universidad de las Ciencias y el Arte en donde le solicitaron el record académico y los programas debidamente certificados de las carreras cursadas en la Universidad de Costa Rica en el año de 1981 y la Universidad San Marcos en el año 2012, como requisito para llevar acabo la convalidación de materias en la carrera de Bachillerato en Educación con énfasis en I y II ciclo. Señala que por medio de escrito solicitó a la Universidad de Costa Rica dicha certificación, no obstante, en oficio 21 de abril de 2014 EFD-D-552-2014 dicha autoridad le informó que la Unidad Académica no contaba en sus registros con los contenidos de los cursos solicitados por la amparada. Manifiesta que dicha situación hizo que su proceso de convalidación de materias haya sido detenido por segunda ocasión durante estos dos cuatrimestres. Alega que dicha circunstancia lesiona en su perjuicio su derecho a la educación. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Escuela de Formación Docente de la Facultad de Educación de la Universidad de Costa Rica, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que a futuro se mantengan los registros de los programas de las materias de dicha escuela, de manera que no vuelvan a presentarse los hechos que dieron lugar a esta declaratoria. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	EDUCACIÓN
	SE CUESTIONAN CONDICIONES DE EVENTOS PÚBLICOS CON PARTICIPACIÓN DE NIÑOS

Expediente:14-014559-0007-CO
Sentencia:017642-2014 

Alega el recurrente que el 11 de septiembre de 2014, se realizó el acto de estreno del Himno al Fortín de Heredia, al que fueron invitados los alumnos del Conservatorio Castella para que asistieran a una actividad artística. Como dos de sus nietos participaban en la misma, los acompañó y constató que los niños estuvieron tres horas bajo el sol, mientras los oradores se extendían en sus disertaciones. Agrega que los actos comenzaron 30 minutos tarde, no había un toldo protector que protegiera a los niños de los rayos solares, y algunos menores no tenían sillas por lo que se tuvieron que sentar en el suelo. Considera que en la medida de lo posible, en los actos cívicos no debería aceptarse la participación de más de tres oradores y cada uno debería tener un máximo de diez minutos; además, estima que esos actos deberían ser programados a horas en que los niños no sufran las inclemencias del tiempo para evitarles daños a su salud, y que en los mismos se deben dar condiciones mínimas como sillas, toldos y servicios sanitarios. Considera violentado el derecho al buen trato, el derecho a no ser discriminado, el derecho a la salud y a la educación en la tolerancia frente a las diferencias. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Castillo, Rueda y Campos salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. El Magistrado Castillo pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	EDUCACIÓN
	REPROGRAMACIÓN DE PRUEBAS DE BACHILLERATO A QUIENES ADQUIERAN CONDICIÓN DE EGRESADOS

Expediente:14-016116-0007-CO 
Sentencia:017952-2014

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La recurrente alega que el Ministerio de Educación se niega a reprogramar las pruebas de bachillerato a la tutelada, a pesar de que la razón por la que no pudo realizarlas durante el período ordinario obedeció a la tardanza de las autoridades del Colegio Vocacional de Artes y Oficios de Cartago en resolver los recursos que planteó contra la prueba de estudios sociales correspondiente la primera convocatoria de aplazados. De los informes rendidos y la prueba documental aportada se acredita que del 17 al 24 de setiembre de 2014, el Ministerio de Educación Pública realizó la convocatoria ordinaria especial para que los estudiantes de la rama de educación técnica profesional realizaran las pruebas de bachillerato. Para ese momento, la amparada no pudo realizar las pruebas de bachillerato, pues al haber reprobado la materia de estudios sociales no tenía la condición de egresada, y por ende, no cumplía los requisitos para efectuar las pruebas indicadas conforme lo dispuesto en el Reglamento de Evaluación de Aprendizajes, Decreto Ejecutivo Nº 35355-MEP. No obstante, las impugnaciones que planteó contra el resultado de la prueba de estudios sociales correspondiente a la primera convocatoria de aplazados fueron estimadas, por lo que el 26 de setiembre de 2014, la estudiante pudo efectuar nuevamente esa prueba, aprobarla y obtener su condición de egresada. Con relación al cuadro fáctico expuesto, aunque se descarta que hubiese mediado un plazo irrazonable en la resolución de las impugnaciones como fue alegado por la parte recurrente, esta Sala estima que con la negativa de reprogramarle oportunamente las pruebas de bachillerato a la amparada para que pudiese continuar con sus estudios superiores sí violenta su derecho a la educación. Ciertamente, esta Sala entiende las razones esbozadas por la Directora de Gestión de Evaluación y Calidad del MEP en cuanto a que tratándose de estudiantes de la rama técnica existen razones que justifican una convocatoria especial considerando que luego deben realizar la prueba de conocimientos de la especialidad técnica y, además, llevar la práctica profesional de 320 horas y que, precisamente, por esas condiciones resulta improcedente la inclusión en la convocatoria ordinaria de pruebas de bachillerato que inicia la primera semana de noviembre. No obstante, aunque exista una convocatoria extraordinaria, las autoridades ministeriales deben de considerar para su programación, los períodos de matrícula de los centros de educación superior para garantizar la continuidad educativa de los estudiantes. Nótese que en este caso concreto, la impugnación de la amparada, finalmente, prosperó y obtuvo su condición de egresada para poder realizar las pruebas de bachillerato, en esa medida, someterla a un periodo de espera prolongado constituye un obstáculo en su proceso educativo. Este Tribunal reitera lo expuesto en la sentencia No. 2008018172 de las 17:40 horas de 10 de diciembre de 2008, en cuanto a que, si bien, es competencia del Ministerio de Educación Pública establecer las disposiciones administrativas que han de seguirse para reprogramar los exámenes de bachillerato, deben considerar aplicarlas  “dentro de un plazo razonable considerando los períodos de matrícula de las universidades y así evitar constituirse en un impedimento para que los estudiantes puedan continuar con sus estudios universitarios”.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Gestión y Evaluación de la Calidad del Ministerio de Educación Pública,  girar inmediatamente las instrucciones necesarias para que a la amparada se le programen a la mayor brevedad, las pruebas de bachillerato técnico profesional y se garantice su continuidad en el proceso educativo. 

	INFORMACIÓN
	INFORMACIÓN SOBRE PROFESORES UNIVERSITARIOS DEBE SER ENTREGADA

Expediente:14-012030-0007-CO 
Sentencia:017432-2014

Recurso de amparo contra la UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. El accionante acude a la Sala porque considera lesionados sus derechos constitucionales. Expone que el 11 de julio de 2014 pidió al Decano recurrido información relacionada con los docentes propuestos por dicho funcionario para el segundo semestre de este año. El Decano, por su parte, señala que remitió la solicitud, en primera instancia, a la Asamblea de Facultad y, posteriormente, a la Vicerrectoría de Docencia; agrega que ya fue atendida. En este caso, se hace un análisis de la normativa universitaria relacionada con el nombramiento de docentes. (El Reglamento de Régimen Académico y Servicio Docente). Asimismo, se indica que este Tribunal ha defendido que la información será pública en tanto medie un interés público en ella, sea por motivos de transparencia, fiscalización, ejercicio de controles, participación ciudadana u otros. La determinación de si existe un interés público debe ser realizada caso por caso y, siempre, haciendo una ponderación de los intereses en juego. En particular, el derecho de acceso a la información pública debe conjugarse adecuadamente con el derecho a la intimidad que asiste a las personas. Lo anterior no debe interpretarse en el sentido de que la Administración deba exigir al petente una justificación de su interés en la información o aclarar si gestiona como ciudadano o estudiante, como en el sub examine dispuso la Asamblea de Facultad de Derecho según el informe bajo juramento del Decano recurrido, pues toda persona tiene derecho a acceder a la información pública sin necesidad de demostrar un particular interés en ella, como lo ha dispuesto tanto esta Sala (resolución número 2014-4037 de las 11:02 horas del 21 de marzo de 2014), como la Corte Interamericana de Derechos Humanos (caso Claude Reyes y otros v. Chile). Ahora bien, cuando la Administración atiende una gestión como la formulada por el recurrente, debe hacerlo de manera armoniosa con el ordenamiento jurídico. En el caso de marras, no existe obstáculo para proporcionar la información que la Administración tomó en cuenta para estimar a la persona idónea para la docencia, pues la misma normativa universitaria la requiere. Ante una solicitud como la planteada por el recurrente, la Administración está en el deber de atenderla, sea proveyendo la información al administrado o, en caso de no disponer de ella, remitiendo la solicitud a la instancia administrativa que sí la tenga. Naturalmente, puede acontecer que ninguna de las instancias administrativas posea la información solicitada, en cuyo caso la gestión debe ser contestada al administrado en ese sentido. Lo anterior se dice sin perjuicio de que ello, eventualmente, traiga consecuencias de índole administrativa u otra, si la información debió haber sido valorada por la Administración en uno de sus actos administrativos, mas no lo fue. Cabe acotar que una respuesta armoniosa con el ordenamiento jurídico implicaría valorar adicionalmente si, en el caso concreto, la entrega de la información infringiría otras normas. En este caso, por ejemplo, el amparado requiere que se le entreguen los comentarios u observaciones anónimas que hubieran realizado los estudiantes en las evaluaciones de los profesores (punto 3 de la gestión). Sin embargo, mal haría la Administración si reprodujera y transmitiera un comentario anónimo que afectara la reputación de un profesor, toda vez que el mismo puede justificar el inicio de una investigación preliminar, etapa durante la cual toda información es secreta. De igual forma, sería improcedente hacer entrega de información personal que usualmente se encuentra en un currículo (en caso de que la Administración dispusiera de él), como el domicilio o el número de teléfono de la persona, pues dichos elementos no se cuentan entre aquellos que fueron valorados por la Administración para determinar la idoneidad del docente, carecen de interés público y se encuentran resguardados legalmente. En un memorial posterior, el recurrente pretende que la Sala valore la necesidad de que se requiera el currículo de las personas que aspiran a ser docentes en la Universidad de Costa Rica, pues considera que de esa manera se demuestra su idoneidad. Se rechaza tal pretensión ya que el currículo, como tal, no es un documento con un contenido predeterminado e uniforme. Además, el hecho de que las autoridades recurridas no conserven una copia de los atestados de los postulantes, no significa que ellos no fueron utilizados para valorar su idoneidad, pues bien puede darse el caso de que los documentos hayan sido devueltos al postulante tras su valoración. Por último, la Sala no es la instancia competente para determinar los requisitos que deben cumplir los aspirantes a docentes universitarios, por ser asunto de legalidad. En consecuencia, se desestima el extremo. No obstante, la Sala observa que hubo descoordinación administrativa y que la solicitud fue remitida a las instancias que no poseían la información (Vicerrectoría) y que, por ello, debieron ser transferidas a las correspondientes para su trámite. Lo anterior conlleva un retraso injustificado en la tramitación de la gestión a causa del envío innecesario a instancias no competentes, todo en perjuicio del administrado. También llama la atención de la Sala el hecho de que el Decano recurrido sometiera la gestión a consulta de la Asamblea de Facultad, habida cuenta de que él es conocedor de la tendencia jurisprudencial de la Sala –como él mismo reconoce. Se cuestiona, por ello, el motivo de la consulta en el tema del monto de los salarios, si él mismo cita la resolución de este Tribunal que declara ese dato de interés público. En ese tanto, la consulta a la Asamblea también resultaba innecesaria y dilataba injustificadamente la respuesta de la Administración. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, suministrar al amparado los currículos vitae de los profesores de que disponga la Administración, responder si los profesores han aprobado el curso de Didáctica Universitaria, proporcionar la nota de las evaluaciones realizadas al profesor por parte de los estudiantes en los últimos 5 años y el acto administrativo donde se exponen las razones técnicas y jurídicas de su Decanato para realizar la elección de los profesores, todo según la solicitud del recurrente del 11 de julio de 2014, en el plazo máximo de 10 días contados a partir de la notificación de esta resolución. Según los lineamientos establecidos en esta resolución, en caso de no poseer dicha información, deberá el Decano recurrido remitir la solicitud a la instancia que sí la posea para que esta sea atendida y, en caso de que no se cuente del todo con la información, deberá notificarlo así al recurrente. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 

	INTIMIDAD
	PUBLICACIÓN DE VIDEO FILMADO EN VÍA PÚBLICA SIN CONSENTIMIENTO DE PARTICIPANTE

Expediente:14-009137-0007-CO
Sentencia:018101-2014

Recurso de amparo contra COMIDAS CENTROAMERICANAS, SOCIEDAD ANÓNIMA. Alega el recurrente que el 1 de junio de 2014, la recurrida cargó en Internet por medio de una dirección electrónica en youtube.com, un video de un niño que se encontraba en una concurrida parada de autobús ubicada en San José pidiendo ayuda para completar los pasajes del bus y así poder regresar a casa. Indica que la segunda persona a quien el niño le solicitó ayuda fue a la amparada. Explica que el niño la abordó, por ello, se detuvo y le explicó cariñosamente al niño que no podía darle el dinero, pues era el único efectivo que portaba en esos momentos para pagar su pasaje. No obstante, dicha conversación no fue editada en el video antes dicho. Alega que en ningún momento se le informó que se estaba llevando la grabación del video en la vía pública o que estuviera participando en él, ni tampoco dio su consentimiento para ello. Manifiesta que el uso que la recurrida hace de su imagen en el video, lesiona groseramente sus derechos fundamentales, especialmente el derecho a la imagen que le asiste. Por las razones expuestas, solicita que se declare con lugar el recurso, con las consecuencias de ley. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia se le ordena al representante legal de la empresa Comidas Centroamericanas S.A., lo siguiente: a) retirar de internet el video objeto de este recurso y b) abstenerse de incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger este recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo, Hernández López y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.

	LIBERTAD DE EXPRESIÓN
	RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. PUBLICACIÓN SOBRE VENTA DE CIGARRILLOS

Expediente:14-014992-0007-CO 
Sentencia:016816-2014

Recurso de contra la Sociedad Periodística Extra Limitada. El recurrente alega que el Diario Extra publicó una nota con el subtítulo "No hay feriados", la que se divulgan afirmaciones completamente falsas en contra de la marca de cigarrillos Séneca, cuya distribución está a cargo de la empresa que representa. Por tal razón, el 5 de setiembre de 2014 solicitó la publicación de un derecho de respuesta con el fin de aclarar dicha noticia; no obstante, a la fecha, los recurridos no han realizado la publicación con el derecho de respuesta que remitió. Sobre el derecho de rectificación y respuesta se cita el voto 2773-96. Los recurridos afirman que se autorizó la difusión de la noticia de marras por ser de evidente interés público, toda vez que informaba acerca de una situación de contrabando y competencia desleal. En adición, sostienen que la noticia es veraz, pues la información e imágenes difundidas provenían de una fuente estatal, lo cual la tornaba en objetiva y confiable. Aclaran que los datos publicados en la noticia se contrastaron con varios documentos oficiales. Ante este panorama, la Sala considera que corresponde desestimar el amparo, pues en efecto la información difundida por el medio periodístico accionado es veraz, en tanto y cuanto no se da una significativa falta de correspondencia o de fidelidad con los hechos sobre los que la información versa. De ahí que, en consideración de la Sala, no exista mérito para declarar con lugar este asunto. Se declara sin lugar el recurso.-

	LIBERTAD DE PRENSA
	RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA PARA EL MINISTERIO PÚBLICO

Expediente:14-014359-0007-CO
Sentencia:016358-2014

Recurso de amparo contra la Gerente y Representante Legal de la Sociedad Periodística Extra Limitada, Subdirectora Del Diario La Extra. Alega el recurrente que mediante publicación en el Diario Extra de circulación nacional en papel (periódico) y de manera digital (electrónico), en la portada se tituló una nota periodística de la siguiente manera: "INVESTIGAN 3 FISCALES POR AMENAZA DE MUERTE". Alegan que la nota contiene una serie de falsedades e inexactitudes contra los aquí recurrentes en su condición de fiscales, ya que erróneamente se afirmó "Investigan 3 fiscales por amenazas de muerte" (portada) y "Denuncian tres fiscales por amenazas de muerte" (páginas internas); cuando el hecho objetivo es que un usuario interpuso una queja ante la Inspección Fiscal al no estar satisfecho con la manera en que la Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de San José ha tramitado una denuncia por el delito de amenazas y otra por el delito de homicidio. Manifiestan que dicha nota desinforma y crea en el público lector una idea falsa con un alto contenido de afectación a los recurrentes, a la imagen de la Fiscalía del Segundo Circuito Judicial de San José y al Ministerio Público, por lo anterior, dicen sentirse agraviados directos y pretendieron por medio del Área de Prensa del Ministerio Público ejercitar su derecho de rectificación y respuesta. Explican que, por medio del Área de Prensa del Ministerio Público, se gestionó el derecho de rectificación y respuesta el 20 de agosto del año en curso; no obstante, alegan que ha transcurrido el plazo señalado por el artículo 69 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin que el diario accionado haya publicado la rectificación y respuesta que se remitió desde el 20 de agosto anterior, sumado a la falta de contestación de las personas encargadas a través de sus correos electrónicos a la cuenta de la periodista del Área de Prensa del Ministerio Público. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Castillo y Rueda dan razones diferentes. El Magistrado Cruz consigna nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	LIBERTAD DE PRENSA
	RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA PLANTEADO POR ACAM

Expediente:14-016741-0007-CO 
Sentencia:017808-2014 y 17572-14

Recurso de amparo contra la Sociedad Periodística Extra Limitada. El recurrente acusa que la Dirección del Diario Extra violó su derecho de rectificación y respuesta porque el día  15 de octubre de 2014 se realizó publicación titulada “ACAM seguirá cobrando por poner música”, por lo que el pasado 17 de octubre de 2014, se envió a la gerente del diario la respectiva solicitud y se adjuntó el texto de rectificación, no obstante, a la fecha de presentación del presente recurso, no se ha respondido su petición. En esta sentencia se analiza la jurisprudencia de la Sala Constitucional sobre el tema del derecho de rectificación y respuesta y sobre el caso concreto, se indica que para reclamar este derecho, la información publicada o difundida debe ser inexacta o agraviante; y, además, debe causársele perjuicio a la persona física o jurídica que lo alegue, criterios que fueron examinados en la supra citada sentencia.  En el sub lite, se estima que, por el contenido de la nota de la cual se exige una rectificación o respuesta,  no resulta procedente el agravio.  Lo anterior, por cuanto, como elemento esencial para la resolución de este caso, no se aprecia que se trate de una divulgación “inexacta” o “agraviante”.  En ese sentido, según se colige, el medio de comunicación se limitó a informar sobre el archivo de un proyecto de Ley en la Asamblea Legislativa, el cual pretendía darle una interpretación auténtica al artículo 50, de la Ley de Derechos de Autor, reproduciendo de este modo la opinión de dos Diputados de la Asamblea Legislativa y de la Gerente de Grupo Extra, con respecto al anterior tema. De ningún modo se desprende que el medio periodístico esté difundiendo información inexacta, sino que, por el contrario, se refiere a una nota periodística en la cual se transcribieron opiniones sobre el tema en cuestión. A partir de lo anterior, no se cumple el primer requisito formal para que el mecanismo de rectificación o respuesta sea procedente, dado que, no nos encontramos ante informaciones agraviantes o inexactas, sino que se informó sobre un hecho, a saber, el archivo de un proyecto de ley, y varias opiniones al respecto, no existiendo  perjuicio alguno causado a dicha asociación. De conformidad con lo expuesto, en el caso particular, no se acredita la alegada lesión a los derechos fundamentales involucrados, por lo que lo procedente es ordenar la desestimación del recurso, como en efecto se dispone.

	LIBERTAD DE TRANSITO
	CIERRE DE VÍAS POR CARRERAS DE ATLETISMO

Expediente:14-016084-0007-CO 
Sentencia:017293-2014

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. El recurrente se encuentra inconforme con el cierre de vías que se realizó recientemente, para la realización de la carrera Anna Ross, así como los cierres que usualmente se hacen a propósito de otras carreras organizadas en las zonas de la Sabana y Pavas.  Sostiene que él es vecino de la localidad y trabaja los domingos, por lo que considera violentada su libertad de tránsito ya que al salir de su casa de habitación cada semana encuentra dichos cierres en las vías. Ya esta Jurisdicción ha señalado en reiteradas oportunidades, que en aras de la protección a los individuos que conforman la sociedad y ante una situación de eventual riesgo, las autoridades administrativas están facultadas para tomar las medidas que estimen apropiadas en procura de la seguridad y bienestar de éstos. Se ha reconocido que los oficiales de la Policía pueden disponer medidas para restringir temporalmente el acceso o paso por determinados lugares por razones de seguridad y orden que así lo aconsejen, a fin de evitar que se susciten conflictos, lo cual está enmarcado dentro del poder de policía que le asiste al Estado costarricense. En el caso concreto que plantea el recurrente, con la realización de la carrera Anna Ross en días pasados, así como en cualquier otro caso relacionado con alguna carrera organizada de similar forma, si éstas cuentan con la debida organización y permisos correspondientes, se hace indispensable la intervención de las autoridades administrativas a fin de verificar que la situación se encuentra bajo control y no exista inseguridad que pueda conducir a un daño mayor.  Partiendo de lo anterior, no estima esta Sala que en el caso bajo estudio se haya producido la violación alegada a la libertad de tránsito del recurrente, toda vez que la actuación de la Policía pretendió salvaguardar la seguridad de las personas que transitan por la localidad en la que se llevó a cabo la carrera.  La libertad de tránsito no es irrestricta y en este caso puntual, se limitó, únicamente, un área determinada de las vías públicas, por motivos de orden y seguridad pública.  Por lo anterior, no encuentra esta Sala que la actuación del Ministerio de Obras Públicas y Transportes haya sido arbitraria, sino por el contrario se ajusta a su deber de velar por la seguridad de las personas que visitan el lugar. Además, nótese que se trató de una medida temporal, hasta el momento en que terminó la carrera. Ahora bien, si el recurrente se encuentra en desacuerdo con el referido cierre temporal de las vías que  se vieron afectadas, por las razones que sean, debe acudir ante la propia Administración a reclamar lo pertinente. Se rechaza por el fondo el recurso. 

	MIGRACIÓN
	REQUISITOS PARA COMPRAR IMPUESTOS DE SALIDA DEL PAÍS EN EL BANCO CRÉDITO AGRÍCOLA DE CARTAGO 

Expediente:14-015539-0007-CO 
Sentencia:017493-2014

Recurso de amparo contra el Banco Crédito Agrícola de Cartago, la Dirección General de Migración y Extranjería y el Ministerio de Hacienda. El recurrente alega, en primer término, que acudió a la sucursal del Banco Crédito Agrícola de Cartago a cancelar el impuesto de salida del país; empero, le solicitaron el pasaporte válido y el tiquete aéreo con el itinerario del viaje para autorizarle el impuesto, lo cual estima contrario al derecho de intimidad pues tales autoridades no deben conocer hacia dónde viaja. Al respecto, la Sala tiene por demostrado que el recurrente se hizo presente en la Agencia de Guadalupe del Banco Crédito Agrícola de Cartago, a efectos de cancelar el impuesto de salida del país. Asimismo, de los autos se constató que la oficina de Convenios del Banco Crédito Agrícola de Cartago remitió una directriz a todas las oficinas del Banco en la que se indica que no se debe emitir impuestos de salida sin tener a la vista el documento oficial de identificación, ya sea la cédula de identidad o pasaporte. Esto debido a los inconvenientes que se han generado en la práctica, debido a que en ocasiones se consigna un número equivocado de documento de identificación, con el agravante que ello significa para el propio usuario, quien no puede hacer uso del comprobante de pago al momento de abandonar el país. Así las cosas, este Tribunal estima que los motivos por los cuales se exige al interesado presentar en la entidad bancaria su documento de viaje o cédula de identidad resultan razonables y proporcionados a los fines que persigue, que precisamente es resguardar los propios intereses de los clientes. En otro orden de ideas, según lo informado por el Subgerente General del Banco Crédito Agrícola de Cartago, al recurrente no se le solicitó el tiquete aéreo con el itinerario de viaje al momento de cancelar su impuesto de salida en la entidad bancaria accionada. De este modo, se descarta cualquier vulneración en ese sentido, pues la situación de hecho denunciada en este sentido no se comprobó.  En cuanto a los datos que debió consignar en la tarjeta de desembarque a la hora ingresar a nuestro país, resultan irrazonables ya que es información que consta en los archivos del Registro Civil y, además, como costarricense, tiene derecho de ingresar libremente al país sin restricción alguna. En relación con ese agravio, consta que la información que las autoridades migratorias le solicitaron al gestionante fue la información general que toda persona debe suministrar al momento de someterse al control migratorio, que es la presentación del pasaporte para verificar la identificación de la persona y la entrega de la tarjeta de ingreso y egreso de Costa Rica. Se advierte el petente que tal información es requerida con fines lícitos y legítimos; además, le es solicitada a la totalidad de personas que transitan por nuestro país. Por último, son datos que no revelan directamente información sensible, sino que facilitan la identificación de la persona así como aspectos relacionados con su viaje. Ergo, también procede desestimar este extremo.  Se declara sin lugar el recurso.-

	MINORÍAS
	VENTANILLA PARA ATENCIÓN DE ADULTOS MAYORES 

Expediente:14-014963-0007-CO
Sentencia:016070-2014 
 
Recurso de amparo contra la Dirección General de Tributación Directa. La recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional y expone que es adulta mayor y acusa que en la oficina ubicada en San Pedro que pertenece a la autoridad accionada no le permitieron utilizar la fila de adulto mayor con la indicación de que solamente se podía utilizar por parte de las personas adultas mayores que hicieran trámites personales. Estima la recurrente, que dicha situación vulnera sus derechos fundamentales. Sobre el trato preferencial en los servicios públicos, en lo que respecta al trato preferencias de las personas adultas mayores este Tribunal ha identificado algunas situaciones en las que no amerita el trato preferencial, como en el caso de realizar algunas transacciones relativas a su trabajo, es de mérito indicar que con anterioridad, esta Sala ha considerado que no contraviene el derecho a la igualdad de las personas con derecho a tratos preferenciales, restringir ese uso a cuestiones eminentemente personales. Se citan los votos 15450-10 y  03913-14. Así las cosas, dado que no existe motivo para cambiar el motivo vertido en la sentencia mencionada, y por estimar que las consideraciones hechas en el fallo de cita son de total aplicación al caso que presenta el recurrente, el recurso resulta improcedente. Se rechaza por el fondo el recurso.

	MINORÍAS
	NEGATIVA DE INSCRIBIR JUNTAS DIRECTIVAS 

Expediente:11-003705-0007-CO 
Sentencia:016585-2014

Recurso de amparo contra el Ministerio de Salud y la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad (DINADECO). La recurrente cuestiona que la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad (DINADECO) se niega a inscribir la nueva conformación de las juntas directivas de varias Asociaciones de Desarrollo Específico Pro Cen-Cinai y Bienestar Comunal.  Lo anterior, por cuanto, dichas conformaciones no se ajustan a lo dispuesto en el artículo 21, inciso b), de la Ley sobre el Desarrollo de la Comunidad, reformado mediante Ley No. 8901 “Porcentaje mínimo de mujeres que deben integrar las Directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas”. Cuestiona que dicha negativa amenaza los derechos fundamentales de muchos menores de edad que se ven beneficiados en los Centros de Educación y Nutrición (CEN), así como, los Centros Infantiles de Nutrición y Atención Integral (CINAI). En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el principio de interés superior del niño, en donde se concluye que el principio del interés superior del niño debe condicionar el actuar de la totalidad de las autoridades públicas a la hora de tomar decisiones en las que se vean afectadas personas menores de edad. b) Cláusula Social del Estado de Derecho y Derecho al Mínimo Vital. Dentro de lo que se denomina la “cláusula social” del Estado de Derecho, figuran los derechos sociales o prestacionales contenidos en la Constitución Política de 1949 bajo el Título de las “Garantías sociales”, siendo que  en el ámbito del Derecho Internacional Público se conocen como  los “Derechos sociales, económicos y culturales”. La cláusula social de la Constitución, además de estar conformada por ese conjunto de derechos, se integra por ciertos valores y principios constitucionales esenciales, básicos o fundamentales, tales como la igualdad real o efectiva, de modo que los poderes públicos deben remover y superar los obstáculos que enfrentan los grupos en desventaja o menos favorecidos para ofrecerles igualdad de oportunidades acordes con su dignidad y el pleno desarrollo de su personalidad (artículo 33 constitucional), el bienestar general, sea de todas y cada una de las personas que conforman la comunidad, de modo que los poderes públicos, con plena observancia del principio de subsidiariedad, organicen y estimulen la producción, la competitividad, el desarrollo y el crecimiento económicos con el más adecuado y justo reparto o distribución de la riqueza (artículo 50, párrafo 1°, de la Constitución), la justicia social y la solidaridad (artículo 75 constitucional). Dentro de los derechos sociales o prestacionales que se orientan hacia lo que en la doctrina se ha denominado la “procura existencial”, destaca el derecho de las personas en desventaja o menos favorecidas a gozar de un “mínimo vital”, dentro de cuyo contenido esencial se encuentra proveer de una adecuada alimentación a aquellas capas de la población de escasos recursos. Diversos instrumentos del Derecho Internacional Público de los Derechos Humanos hacen referencia a ese derecho al indicar que los poderes públicos deben atender, proveer y asistir a las personas desfavorecidas o en desventaja para la satisfacción de sus “necesidades humanas básicas”, entre ellas la alimentación. No cabe la menor duda que los programas estatales de Centros de Educación y Nutrición (CEN) y los Centros Infantiles de Atención Integral (CINAI), forman parte esencial de la “cláusula social” del Estado de Derecho y, en particular, actúan ese derecho al mínimo vital, específicamente, a una alimentación básica por parte de las personas menores de edad que son educandos del sistema de educación pública gratuita y obligatoria. Consecuentemente, su funcionamiento normal y ordinario, es de vital importancia y trascendencia para actuar la referida cláusula social, el derecho al mínimo vital y a la alimentación de tales personas menores de edad en situación de desventaja. c) Este Tribunal mediante sentencia No. 05770-2011 de las 15:37 hrs. de 10 de mayo de 2011 dispuso la suspensión de este proceso de amparo, hasta tanto fueron resueltas las acciones de inconstitucionalidad que se tramitan en expedientes Nos.  11-000329-0007-CO  y 11-000806-0007-CO y que fueron acumuladas. Paralelamente, se le ordenó a la Ministra de Salud que, mientras tanto, se adoptaran las medidas necesarias a fin de garantizar los respectivos alimentos y servicios a los beneficiarios de los Centros de Educación y Nutrición (CEN) y de los Centros Infantiles de Nutrición y Atención Integral (CINAI), hasta tanto, la Sala no resolviera en sentencia el recurso, o no dispusiera otra cosa.  Este Tribunal mediante sentencia No. 04630-2014 de las 16:00 hrs. de 2 de abril de 2014 resolvió la acción de inconstitucionalidad en cuestión y al no existir razones para cambiar el criterio vertido, dado que, la propia Ministra de Salud reconoció que la situación cuestionada –a saber, la negativa de DINADECO de inscribir las Juntas Directivas de los CEN-CINAI– amenazó los derechos fundamentales al mínimo vital y, particular, a la alimentación de las personas menores de edad que participan de los programas indicados, así como su interés superior, razones por las cuales  se impone la estimatoria de este proceso de amparo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora Nacional de Desarrollo de la Comunidad, que la aplicación de la Ley No. 8901 del  27 de diciembre del 2010, publicada en La Gaceta No.  251, Ley No. 8901, Porcentaje mínimo de mujeres que deben integrar las directivas de asociaciones, sindicatos y asociaciones solidaristas  (que modifica el artículo  21 de la Ley sobre desarrollo de la comunidad Ley  No. 3859  del 7 de abril de 1987); debe hacerla según lo señalado por esta Sala en la interpretación conforme, dispuesta en la  sentencia No.  2014-004630 de las 16:00 hrs. de 2 de abril de 2014. 

	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE LA UNIÓN ENTREGAR EN DOCE MESES AL MINISTERIO DE SALUD EL PLAN MUNICIPAL DE GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS

Expediente:14-015302-0007-CO
Sentencia:017072-2014

Recurso de amparo contra la Municipalidad de La Unión. El recurrente alega que el 22 de setiembre de 2014, remitió una nota ante la Municipalidad de La Unión en la que cuestionó si el plan regulador municipal iba a tener un plan de gestión de residuos sólidos. Aclara que el 23 de setiembre de 2014, reiteró dicha gestión, ante lo cual se le explicó que actualmente dicho plan se encuentra en análisis del Concejo Municipal, lo cual en su criterio evidencia que todavía no se tiene un plan municipal de gestión integral de residuos sólidos aprobado por el Concejo Municipal. Estima que dicha omisión atenta contra el numeral 50 constitucional. En esta sentencia se analiza el tema del manejo de desechos sólidos y las competencias locales. Luego de examinar el Reglamento General a la Ley para la Gestión Integral de Residuos (Decreto Ejecutivo Nº 37567-S-MINAET-H), que entró en vigencia el 20 de mayo de 2013, la Sala considera que en la especie sí existe una infracción al artículo 50 de la Constitución. En efecto, el transitorio IV de este reglamento dispone: “Los municipios contarán con un plazo máximo de 12 meses, a partir de la publicación del presente reglamento, para entregar al Ministerio de Salud su Plan Municipal de Gestión Integral de Residuos aprobado por el Concejo Municipal”. De manera que para este momento han transcurrido casi 5 meses desde que se venció el plazo de 1 año ordenado por dicho reglamento, sin que la Municipalidad de La Unión haya aprobado de manera definitiva este Plan Municipal de Gestión Integral de Residuos. Esta omisión atenta contra los numerales 21 y 50 de la Constitución, toda vez que perjudica la adecuada protección del ambiente en ese cantón y, por ende, la salud de sus habitantes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa, al Presidente del Concejo Municipal y Gestor de la Unidad Ambiental, todos de la Municipalidad de La Unión, que dentro del plazo de 12 meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, entreguen al Ministerio de Salud el Plan Municipal de Gestión Integral de Residuos aprobado por el Concejo Municipal de La Unión. 

	MUNICIPALIDAD
	POTESTADES DE PRESIDENTE DEL CONCEJO MUNICIPAL

Expediente:14-014811-0007-CO 
Sentencia:017032-2014

Recurso de amparo contra el PRESIDENTE DEL CONCEJO MUNICIPAL DE ALAJUELA. Los recurrentes estiman lesionados sus derechos constitucionales, ya que el Presidente recurrido les negó su derecho de voz en el Concejo Municipal y los sacó con la policía municipal. El Presidente citado informó que, durante la sesión, varios síndicos y otras personas se acercaron a las curules de los regidores, lanzaron amenazas y pidieron que se levantara la sesión. Arguye que si se hubiera solicitado debidamente la palabra, posiblemente ella hubiera sido otorgada a los síndicos. Los hechos pudieron ser verificados por la Sala mediante los videos aportados por la parte recurrida. En ellos se aprecia, además, que la policía municipal no retiró a los síndicos del recinto, sino que se colocaron entre ellos y los regidores, lo que se considera una medida adecuada para garantizar su seguridad. En conclusión, la prueba analizada no permite verificar los hechos reclamados; por el contrario, corroboran el dicho de la parte recurrida, en el sentido de que la actuación de algunos síndicos y personas asistentes a la sesión interrumpieron su orden normal e hicieron necesaria la intervención de la policía municipal. En virtud de lo expuesto, se declara sin lugar el recurso. Por lo demás, se advierte que las potestades legales del Presidente del Concejo incluyen “d) Conceder la palabra y retirársela a quien haga uso de ella sin permiso, o se exceda en sus expresiones” y  “e) Vigilar el orden en las sesiones y hacer retirar de ellas a quienes presencien el acto y se comporten indebidamente” (incisos d) y e) del artículo 34 del Código Municipal). Se declara sin lugar el recurso.

	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA MANTENER CERRADA CALLE UBICADA FRENTE A HOSPITAL POR EMERGENCIA 

Expediente:14-015256-0007-CO 
Sentencia:017065-2014

Recurso de amparo contra  la  MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS y la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La parte amparada alega que en la sesión ordinaria número 401, celebrada el  17 de septiembre de 2014, en el artículo 6, inciso a),  el Concejo recurrido ordenó abrir la calle que se ubica al frente del Edificio principal del Hospital Monseñor Sanabria, sin fundamento jurídico ni técnico. Considera que dicho acto perjudica a los pacientes y personal del Hospital, que deben cruzar dicha calle, para ir de un edificio a otro. El tema bajo análisis fue recientemente analizado por la Sala en la sentencia número 2014-003792 de las 15:30 horas del 18 del 18 de marzo de 2014. No obstante, en el sublite el objeto del recurso es la impugnación de un acuerdo del Concejo accionado, y no la falta de ejecución de dicho acuerdo. Según consta en este caso, el Área Rectora de Salud Puntarenas-Chacarita del Ministerio de Salud, actuando de conformidad a las facultades conferidas por el ordenamiento jurídico, giró a las autoridades de la Municipalidad recurrida, las ordenes sanitarias número 236 -REO- 2014y 237 -REO- 2014, ambas del 3 de octubre de 2014, que hasta el 5 de octubre de 2015, en las que los obliga a mantener el impedimento de flujo vehicular, por la calle pública, que separa los módulos 1 y 2 del Hospital Monseñor Sanabria. De modo que, las autoridades de la Municipalidad accionada, deberán acatar las órdenes y recomendaciones del Ministerio de Salud, dado que la situación de emergencia aun no ha finalizado, pues a la fecha, la Caja Costarricense de Seguro Social no ha terminado la reconstrucción del Hospital y resulta necesario utilizar dicha calle como acceso rápido a los demás servicios del hospital, por lo que la apertura a tráfico vehicular provocaría una amenaza a la salud, sobre todo a los pacientes del centro médico que necesitan ser trasladados de forma urgente. Tómese en consideración, que la medida de emergencia nacional, en virtud de los daños provocados por el terremoto del 5 de setiembre de 2012, establecida en el Decreto Ejecutivo número 37305-MP del 24 de setiembre de 2012, se encuentre vigente, pues de conformidad al artículo 37, de la Ley número 8488 del 22 de noviembre de 2005, "Ley Nacional  de Emergencias y Prevención del Riesgo", establece que el Poder Ejecutivo deberá declarar la cesación del estado de emergencia, cuando se cumplan las fases de emergencia definidas en el artículo 30 de la ley, a saber respuesta, rehabilitación y reconstrucción. Por ello, en el caso preciso, la Municipalidad se encuentra obligada a prestar la ayuda y colaboración necesaria que requiera el Hospital Monseñor Sanabria y excepcionalmente, dado el estado de necesidad y urgencia, deberá mantener el cierre de la vía al tráfico vehicular, para reducir el riesgo y la amenaza a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los acuerdos tomados por el Concejo Municipal de Puntarenas, en la Sesión Ordinaria número 401 celebrada el día 16 de setiembre de 2014, Artículo 6° Inciso B) y en la número 401 del 17 de setiembre de 2014, Artículo 6°, Inciso A), en los que se acordó  la apertura de la calle frente al Hospital Monseñor Sanabria. Se condena a la Municipalidad de Puntarenas al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria,  los que se liquidarán en ejecución  de sentencia  de  lo  contencioso  administrativo. Notifíquese a Rafael Ángel Rodríguez Castro y a Randall Chavarría Matarrita, por su orden Alcalde y Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Puntarenas,  o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, en forma personal. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota.   

	PENAL
	PRORROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA CON SENTENCIA CONDENATORIA

Expediente:14-014597-0007-CO 
Sentencia:015903-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Tribunal de Juicio de Puntarenas. La recurrente alegó que el Tribunal de Juicio de Puntarenas prorrogó por un mes la prisión preventiva dictada contra el tutelado, de manera que el plazo total excede el que dispone el artículo 258 del Código Procesal Penal. Explicó que el tutelado ha estado detenido desde 13 de septiembre de 2011. Sobre la situación planteada por la recurrente, este Tribunal se ha pronunciado, desde hace varios años, en múltiples ocasiones. En sentencias: 09030-02, 003116-14, 000464-14, 00119-14. En este caso concreto, el Juez del Tribunal de Juicio de Puntarenas explicó que, en sentencia dictada el 16 de mayo de 2014, se impusieron al tutelado las penas de 35 años de prisión por un delito de homicidio calificado y 18 años de prisión por un delito de homicidio simple, que, de conformidad con las reglas del concurso material, se adecuan a 50 años de. El Tribunal de Apelación de Sentencia del Tercer Circuito Judicial de Alajuela confirmó, en septiembre de 2014, lo resuelto. Finalmente, aclaró que, en efecto, se prorrogó la prisión a espera de que se venza el plazo para interponer el recurso de casación. En suma, el tutelado se encuentra privado de libertad en virtud de una resolución motivada, dictada por el Tribunal de Juicio de Puntarenas, y en circunstancias legítimas para hacerlo. Se declara sin lugar el recurso.

	PENAL
	NO ES NECESARIA LA PRESENCIA DEL DEFENSOR EN EL ALLANAMIENTO EN LA MEDIDA QUE SE ENCUENTRE PRESENTE EL JUEZ DE GARANTÍAS

Expediente:14-014732-0007-CO 
Sentencia:015908-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Juzgado Penal de Limón. Manifiesta el recurrente que el 1 de setiembre de 2014 fue detenido a eso de las 18:00 horas, producto de unas diligencias de allanamiento. Señala que en el acta que se le entregó se consignó que dos oficiales, en asociación con un confidencial lograron constatar en horas de la tarde la realización de la transacción, incluso que el imputado tenía en su poder una gran cantidad de armas. Alega que tanto la policía como la fiscalía le señalaron como imputado antes de confirmar el delito. Añade que en dicha acta no consta cuáles oficiales intervinieron en el allanamiento, por lo que genera una lesión al artículo 1 del Código Procesal Penal. Explica que los oficiales por medio del acta, aquí impugnada, engañaron a la jueza al indicarle que el amparado era un traficante de armas, ligado a crímenes sucedidos en la zona. Añade que existieron irregularidades procesales en cuanto a la compra controlada y la diligencia de allanamiento por parte de las autoridades recurridas, además que la  obtención de la prueba fue ilegal y durante el allanamiento no contó con defensor público. En relación con los reproches del recurrente,  debe indicarse  que  no  le corresponde   a  esta  Sala  fiscalizar  las  actuaciones  de  la autoridad judicial recurrida, a fin de establecer si, en el caso concreto, existieron o no las alegadas irregularidades procesales durante la compra controlada, diligencias de allanamiento de su vivienda y el levantamiento del acta respectiva, por constituir reparos de legalidad ordinaria. Por otra parte, pese a que el tutelado acusó que durante el allanamiento no se  le  ofreció  la  colaboración  de  un defensor  público,   esta  Sala  ha advertido  que  esa situación  no  resulta  ilegítima  en  la  medida  en  que  esté presente  el  Juez  de Garantías,  como  garante,  precisamente,  de  la  legitimidad del  acto  y  de  los derechos fundamentales de las partes (ver así, la sentencia No. 2002-04271 de las 10:12 hrs. del 13 de mayo de 2002, criterio que ha sido reiterado en las sentencias Nos.  2005-017866  de  las  13:36  hrs.  del  23  de diciembre   y  2007-04571  de  las 15:19 hrs. del 10 de abril de 2007). Se rechaza por el fondo el recurso.  El Magistrado Armijo Sancho, salva el voto y ordena dar curso al habeas corpus.

	PENAL
	DETENIDO POR ERROR. TENÍA EL MISMO NOMBRE DE LA PERSONA QUE SE BUSCABA

Expediente:14-014300-0007-CO 
Sentencia:015987-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Tribunal Penal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. El amparado permaneció detenido por 28 días a la orden del despacho judicial recurrido, aun cuando no era la persona contra la que se seguía el proceso penal. El artículo 37 de la Constitución Política determina que ningún habitante del país puede ser detenido “(…) sin un indicio comprobado de haber cometido delito, y sin mandato escrito de juez o autoridad encargada del orden público (…)”. Sobre el referido numeral, este Tribunal Constitucional ha señalado que se establecen tres garantías en relación con la detención de las personas: a) sólo se puede detener a una persona cuando contra ella exista, al menos, un indicio comprobado que ha participado en la comisión de un hecho que constituya delito; b) que la orden sea dada por un juez o una autoridad encargada del orden público, a menos de que se trate de un delincuente prófugo o detenido en flagrancia y c) que dentro de las veinticuatro horas, contadas a partir de la detención, se le ponga a la orden de Juez competente. De las argumentaciones expuestas por las partes, ha quedado debidamente acreditado que se cometió una grosera infracción a la libertad personal del aquí amparado, pues tal y como se desprende de la relación de hechos probados, contra un homónimo suyo se instruye una causa penal y pese a que el tutelado contaba con datos distintos (número de cédula, nombre de la madre, etc.), la autoridad recurrida lo mantuvo  en prisión preventiva por 28 días, sea, del 14 de agosto hasta el pasado 12 de setiembre, cuando al reconocer la incerteza sobre su identificación, optó, como debió haberse con anterioridad, por dejar en libertad al recurrente. Dicha detención, sin lugar a dudas, lesionó los derechos fundamentales del tutelado, razón por la cual, se impone la estimatoria de este recurso. Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. 

	PENAL
	AUDIENCIA EN PRORROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA CUANDO EXISTE UNA SENTENCIA CONDENATORIA
Expediente:14-014856-0007-CO 
Sentencia:016400-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Tribunal de Apelaciones de San Ramón y el Tribunal de Juicio de Alajuela. El recurrente considera que tal prórroga violentó su derecho de defensa porque se hizo sin habérsele dado audiencia. Al respecto, si bien es cierto parece que el Tribunal incurrió en un error al momento de notificar, tanto la resolución que da audiencia, como la resolución que resuelve la prórroga (pues se informa que se omitió la primera y la segunda se notificó a un número de fax que había sido cambiado por el defensor), tal situación lo que amerita sería una queja administrativa, pero no una violación de derechos fundamentales, por las razones que se exponen a continuación. En primer lugar, nótese que en este caso ya se dictó sentencia condenatoria desde el 07 de marzo de 2014, cuando el Tribunal de Juicio de Alajuela le impuso una pena de 25 años de prisión por el delito de secuestro extorsivo. Lo único que resta es la resolución de los recursos presentados, así entonces, el amparado ya no está cobijado por el principio de inocencia. De esta forma lo expresa el Tribunal cuando indica en el informe que el dictado de la prisión preventiva obedeció a que se ha desvirtuado el principio de inocencia que les cobijaba, pues en la sentencia dictada se les ha declarado como autores del delito imputado y se les impuso pena de prisión, por lo cual, de quedar firme la sentencia de los encartados, deberán descontar las penas a que fueron sentenciados. En segundo lugar, aunque en este caso se trató de una prórroga solicitada por el Ministerio Público, el Tribunal hubiera podido proceder, aún de oficio –y sin audiencia a las partes- a prorrogar la prisión preventiva, en virtud de lo establecido en el Código Procesal Penal. Así entonces, bajo este supuesto hipotético, tampoco se le hubiera dado audiencia al amparado. En tercer lugar, la resolución que prorrogó la prisión preventiva se dictó antes de su vencimiento, por lo tanto, se dio a derecho. El problema en la notificación no invalidó la resolución, así que la privación de libertad resulta legítima. En conclusión, pese a que se comprueba que es cierto que el Tribunal de Juicio omitió erróneamente notificar la audiencia de prórroga de la medida cautelar solicitada por el fiscal, debido a que en este caso ya existe sentencia condenatoria, el juez puede aún de oficio proceder con la prórroga de la prisión preventiva, y la prórroga fue dictada antes del vencimiento de la medida, no se constata que ello implicara una violación de derechos fundamentales. Razón por la cual se impone la desestimatoria de este recurso, tal como en efecto se hace. Lo anterior, sin perjuicio del derecho del amparado de proceder con las quejas administrativas que considere pertinentes. Se declara sin lugar el recurso. 

	PENAL
	DETENCIÓN ADMINISTRATIVA. SE ORDENA HACER AUDIENCIA PARA EFECTOS DE FUNDAMENTACIÓN DE MEDIDAS EN RAZÓN DE QUE NO FUE DEBIDAMENTE GRABADA

Expediente:14-011033-0007-CO 
Sentencia:013188-2014

Recurso de habeas corpus contra la Dirección General de Migración y Extranjería y el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela.  El recurrente reclama varios agravios concretos, en su criterio, contrarios de su libertad personal y derecho de defensa. En cuanto a la autoridad jurisdiccional aduce que el Juez que conoció la solicitud de cambio de medida cautelar incurrió en el vicio de ultrapetita pues pese a que acogió la solicitud fiscal para que cesara la prisión preventiva en su contra, le impuso otras medidas sustitutivas.  De otra parte, alega que no existe respaldo de la grabación de la audiencia de cambio de medidas cautelares, por lo que, a su juicio, esas cautelas sustitutivas no existen. Respecto de la autoridad migratoria, arguye que pese a que el Juzgado Penal recurrido había ordenado su  libertad, fue objeto de una detención ilegítima por cuatro días bajo el argumento que había ingresado ilegalmente al país. Asegura que nunca ingresó a Costa Rica ni legal ni ilegalmente, sino que se encontraba en tránsito al momento en que fue detenido en el aeropuerto internacional Juan Santamaría. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) En cuanto al Juzgado Penal de Alajuela.  No se observa que la autoridad recurrida hubiere incurrido en un vicio como el alegado por el recurrente; antes bien, se observa que está dentro de sus potestades imponer aun de oficio, otras medidas sustitutivas a la prisión preventiva que resulten menos gravosas como sucedió en este caso. A mayor abundamiento, nótese que en todo caso, la Fiscalía solicitó a la autoridad jurisdiccional recurrida, realizar una vista para el cambio de medida cautelar de prisión preventiva por una menos gravosa, así se desprende del libelo de la solicitud de audiencia tenida a la vista en este proceso de habeas corpus.  Por las razones expuestas, en cuanto a este extremo, se impone desestimar el recurso en cuanto a este extremo. b) Sobre la falta de respaldo de la grabación de la audiencia de cambio de medidas cautelares, por lo que esas cautelas sustitutivas no existen. En su informe, el juez recurrido reconoció que por problemas técnicos, no quedó respaldada la audiencia celebraba el 30 de junio de 2014 en la que se impuso al recurrente medidas sustitutivas a la prisión  preventiva aunque sí se cuenta con la minuta de la vista.  Considera la Sala que con ello se lesionó el derecho de defensa del tutelado. No se trata, como aseguró el tutelado que las medidas impuestas no existen pues de la minuta de la audiencia y de la resolución dictada posteriormente a las  8:50 horas de 3 de julio de 2014, se acredita que sí fueron impuestas por la autoridad jurisdiccional recurrida de conformidad con el artículo 244 del Código Procesal Penal. En ese sentido, resulta oportuno lo expuesto por este Tribunal en la sentencia No. 2009-010895 de las 8:48 horas de 10 de julio de 2009 en el sentido que “(…) no puede confundirse la resolución –en este caso de imposición de medidas cautelares- con su registro o respaldo tecnológico”. No obstante, el hecho que no exista respaldo de la resolución oral dictada impidió al recurrente conocer la fundamentación para sostener la imposición de las medidas sustitutivas, las cuales son apelables en virtud de lo dispuesto en el artículo 256 del Código Procesal Penal. De este modo, se impone acoger el habeas corpus en cuanto a este extremo, con la orden de realizar, nuevamente, la audiencia de medidas sustitutivas, únicamente, para efectos de fundamentación, siendo que, si a bien lo tiene el recurrente, pueda impugnarlas. c) Finalmente, en cuanto a la Dirección General de Migración y Extranjería, en criterio de este Tribunal, en el sub lite se restringió en forma ilegítima la libertad del recurrente. Para fundamentar la restricción cuestionada, la autoridad recurrida se basó en el hecho que el actor había ingresado y permanecido en el territorio nacional en forma irregular pues no cuenta con arraigo y no ha realizado trámites migratorios. No obstante, no puede obviarse que el tutelado ingresó al territorio nacional en virtud de la detención de la que fue objeto por la policía judicial mientras estaba en tránsito en el aeropuerto internacional Juan Santamaría y ha permanecido en el país sujeto al proceso penal que se le sigue, en el que como medida cautelar, se dispuso su prisión preventiva por cuatro meses, periodo en el que, obviamente, no gestionó trámite migratorio alguno. De ahí entonces que no pueda sostenerse que por voluntad propia, el recurrente ingresó al país o evadió los controles migratorios sino que su ingreso y permanencia en el territorio nacional ha obedecido a las situaciones antes señaladas. Aunque esta Sala no desconoce las potestades que tiene la autoridad migratoria para aprehender a una persona extranjera para verificar su condición migratoria, o bien, disponer su detención administrativa mientras se tramita el procedimiento para proceder con su deportación (artículo 31, párrafo 5, incisos a) y b), 211 inciso 2)  de la ley migratoria), en este caso, considera que la detención dictada en la resolución No. DG-304-2014-CATECI es ilegítima. Ahora bien, según se comprobó, la autoridad migratoria emitió la resolución No. DG-311-2014-CATECI de las 11:40 horas de 1 de julio de 2014, levantando la orden de detención administrativa del tutelado e imponiéndole la obligación de presentación y firma periódica cada quince días a la Dirección de Policía Profesional de Migración y Extranjería hasta que sea resuelto el proceso penal seguido en su contra, por lo que el 1 de julio anterior fue puesto en libertad. Bajo este orden de consideraciones, el proceso resulta procedente por la ilegitimidad de la detención administrativa y se dispuso anular la resolución No. DG-304-2014-CATECI. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Juez del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela,  realizar la audiencia de cambio de medidas sustitutivas, únicamente, para efectos de fundamentación, de modo que, si a bien lo tiene, el recurrente pueda impugnarlas. Asimismo, se anula la resolución No. DG-304-2014-CATECI de las 11:40 horas de 28 de junio de 2014 de la Dirección General de Migración y Extranjería por la que se dispuso la detención administrativa del tutelado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 

	PENAL
	PROBLEMAS CON GRABACIÓN DE AUDIENCIA

Expediente:14-015517-0007-CO 
Sentencia:016471-2014

Recurso de habeas corpus contra el Juzgado Penal de Turno Extraordinario del Primer Circuito Judicial de San José y el Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José sede suroeste Pavas-Hatillo. El recurrente señala que el 19 de setiembre de 2014, el tutelado fue detenido por la Fuerza Pública de Alajuelita, razón por la cual, al ser las 22:15 hrs. de ese mismo día lo trasladaron a la Fiscalía de Turno Extraordinario de San José para ser indagado.  Explica que en audiencia realizada ante el Juzgado de Turno Extraordinario de San José se impusieron dos meses de prisión preventiva contra el tutelado.  Añade  que  dicha  resolución  fue apelada  y  el  Tribunal  Penal  del  III Circuito Judicial de San José, sede Suroeste, señaló las 8:30 hrs. del 2 de octubre de 2014, para conocer el recurso de apelación interpuesto por el defensor público de turno. Por tal razón, el 30 de setiembre de 2014 acudió al Tribunal recurrido para solicitar una copia de la audiencia y de la resolución impugnada –en la cual se decretó  la  prisión  preventiva–;  no obstante,  el  DVD  que  se  encontraba  en  el expediente principal no contenía la grabación de la resolución.  Indica que ha estado en contacto con las autoridades recurridas quienes le manifestaron que había sido imposible localizar la audiencia en los registros de las salas de juicio. Este Tribunal Constitucional se ha pronunciado, anteriormente, sobre similares situaciones a las analizadas en el sub lite, a saber, la falta de respaldo material de una resolución oral que impone medidas cautelares a una persona contra la que se instruye un proceso penal, se citan los votos 10895-09 y 13188-14. Consta que el Defensor Público designado, quien recurrió en este proceso, desconocía las razones que motivaron al Juzgado Penal Extraordinario del Primer Circuito Judicial de San José a imponerle al encartado una medida cautelar de prisión preventiva por el término de dos meses y, por ende, cuestionar dicha fundamentación.  En virtud de lo anterior, se impone acoger el recurso para efectos indemnizatorios.  Nótese, a tales efectos, que en el marco del proceso penal, el Tribunal del Tercer Circuito Judicial, Sede Hatillo, declaró la ineficacia de lo resuelto en la audiencia celebrada el pasado 20 de setiembre de 2014, ordenando, en consecuencia, la libertad del amparado. Corolario de las consideraciones realizadas, se impone declarar con lugar el recurso, pero, únicamente, a efectos indemnizatorios. 

	PENAL
	DETENCIÓN DE MENOR DE EDAD

Expediente:14-015615-0007-CO 
Sentencia:016741-2014

Recurso de habeas corpus contra el Organismo de Investigación Judicial. Los recurrentes acusan que el 3 de octubre de 2014, en horas de la mañana, un grupo de oficiales del organismo recurrido se presentó en su casa de habitación para aprehender a su hijo menor de edad. Alegan que pese a que no se les mostró orden de detención, el tutelado fue aprehendido y trasladado a las celdas del Primer Circuito Judicial de San José.  Arguyen que según autenticó su abogado, no existe orden de detención alguna contra su hijo, ni en la Fiscalía Penal Juvenil ni en el Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José. Consideran que su hijo fue privado de su libertad personal en forma ilegítima. Sobre el tema de la detención de personas menores de edad se cita el voto 5473-13 y con base en los hechos planteados, este Tribunal descarta que en el sub lite, la aprehensión del tutelado —menor de edad— resulte ilegítima. Según se acredita, fue aprehendido a las 8:40 horas de 3 de octubre anterior en su casa de habitación por agentes de la Sección Penal Juvenil del OIJ ante la existencia de un indicio de haber cometido un ilícito penal. Esta actuación tiene fundamento en lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de Justicia Penal al establecer dentro de las atribuciones de la Policía Judicial Juvenil, citar o aprehender a los presuntos responsables de los hechos denunciados. Asimismo, de la relación de esta norma con el artículo 235 inciso c) del Código Procesal Penal, el que dispone: “Las autoridades de policía podrán aprehender a toda persona, aun sin orden judicial, cuando: c) Existan indicios comprobados de su participación en un hecho punible y se trate de un caso en que procede la prisión preventiva”,  se infiere que para proceder con la aprehensión no se requiere una orden judicial. En este caso, ante la noticia criminis en la que se identificó al tutelado como autor de un hecho delictivo, la sección especializada del OIJ dispuso su aprehensión para lo cual no requería orden judicial y todas las diligencias se realizaron dentro de las 24 horas. Se declara sin lugar el recurso. 

	PENAL
	FUNDAMENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA

Expediente:14-015750-0007-CO 
Sentencia:017116-2014

Recurso de hábeas corpus contra EL JUZGADO PENAL DE LIBERIA. El recurrente alega que en la medida de prisión preventiva dictada contra su defendido, se sostuvo que las intervenciones telefónicas llevadas a cabo lo ligaban con el transporte de ilegales. Indica que, debido a lo anterior, solicitó al Departamento de Ciencias Forenses que se le informara si en Costa Rica existe la tecnología para el reconocimiento de voces y, como respuesta, se le comunicó que la tecnología existía, pero no había sido implementada en el sistema penal. Aduce que, al considerar que no existe ningún elemento probatorio en contra del tutelado, solicitó el cambio de la medida cautelar referida. En este caso se indica que la prisión provisional o preventiva, es una medida cautelar, es un instituto de naturaleza eminentemente procesal, cuya virtud es la de constituir una excepción calificada a la libertad de los acusados, dentro de esa fase previa de investigación penal de los hechos en que aún no se ha resuelto en definitiva su situación jurídica. En este contexto, la medida se justifica cuando en concreto, en la causa específica que se tramita, se presenten circunstancias igualmente concretas que exijan la adopción de esa medida cautelar, y para la apreciación de las mismas es ineludible el que el juzgador deba tomar en cuenta las pruebas existentes, la naturaleza de los hechos atribuidos, así como el comportamiento del acusado, sin que exista en ello lesión al principio de inocencia, pues el hecho de que goce de un estado de inocencia hasta tanto no sea declarado culpable por una sentencia firme, no significa que si durante la tramitación del proceso se evidencia la necesidad de restringir su libertad con base en la concurrencia de los supuestos legalmente establecidos que lo permiten, ésta medida no haya de adoptarse, porque ello significa relegar en forma injustificada al plano de lo irrealizable, objetivos tan importantes como el del logro de la averiguación de la verdad de los hechos, el de sujeción del acusado a los procedimientos, buscando con ello asegurar la aplicación de la ley penal, en virtud de los cuales se permite excepcionalmente restringir la libertad en la fase de investigación. Es obvio, que no se puede exigir al juzgador ab initio una certeza positiva sobre la culpabilidad del imputado para permitirle imponer a modo de cautela restricciones a su libertad personal. Sobre las intervenciones telefónicas y la inviolabilidad de las comunicaciones, se afirma que la facultad de autorizar una intervención telefónica está limitada a la investigación de cierto tipo de delitos previamente seleccionados por el legislador, los que en nuestro país están indicados en forma taxativa en el artículo 9 , de la Ley No.7425 de 9 de agosto de 1994. Esta delimitación realizada por el legislador constituye, sin lugar a dudas, un criterio objetivo de proporcionalidad entre el hecho que se pretende investigar, frente a la lesión que, con la autorización, se produce respecto del derecho fundamental que tienen las personas, al secreto de las comunicaciones contenido en el numeral 24 , de la Constitución Política, lo que, necesariamente debe ser así, puesto que no es posible que se lesione ese derecho fundamental bajo cualquier pretexto. En el caso concreto, la Sala aprecia que los motivos señalados se ajustan a lo señalado en el artículo 239 , del Código Procesal Penal. En igual sentido, las resoluciones que han prorrogado la prisión preventiva de la acusada hasta el veintiséis de febrero del dos mil quince, sostienen que los presupuestos considerados originalmente para el dictado de dicha medida cautelar permanecen incólumes. De este modo, la Sala estima que los fundamentos ofrecidos por las autoridades recurridas para la imposición de la medida cautelar privativa de libertad cuestionada, así como sus prórrogas, resultan legítimos, y se encuentran dentro de los supuestos que permiten la limitación de la libertad. Asimismo, las intervenciones telefónicas realizadas se encuentran dentro de las facultades otorgadas por el legislador al juez de forma excepcional, en la investigación de cierto tipo de delitos, como se indicó anteriormente. De igual manera, debe aclararse que los alegatos planteados por el recurrente, sobre la ausencia de tecnología para el reconocimiento de voces en el proceso penal que nos ocupa, constituye un aspecto de mera legalidad, que, si a bien, lo tiene, deberá ser planteado y discutido en esa sede, porque –como reiteradamente se ha señalado- esta Sala no es una instancia más en el proceso penal ni está llamada a sustituir a las Autoridades Jurisdiccionales en el ejercicio de las competencias que le son propias. Se declara sin lugar el recurso. 

	PENAL
	PLAZO DE PRISIÓN Y MORA JUDICIAL EN PROCESO CONTENCIOSO. CASO DE EXTRADICIÓN

Expediente:14-014748-0007-CO 
Sentencia:017350-2014

Recurso de habeas corpus contra  el TRIBUNAL  PENAL  DEL  TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ Y EL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y CIVIL DE HACIENDA.  Como agravio central, el recurrente aduce que el tutelado ha permanecido privado de su libertad personal por tres años, en virtud de lo dispuesto por la autoridad recurrida dentro de las diligencias de extradición promovidas en su contra por la Embajada de la Federación Rusa. Lo anterior, resulta desproporcionado si se considera que, actualmente, el delito por el que se persigue al tutelado tiene como pena máxima tres años y en Rusia se emitió una amnistía general en el cual la pena alternativa es de trabajados forzados. Alega, además, que en el  proceso de extradición no se valoró la prueba ni se analizó en detalle la culpabilidad del extraditable aunado al hecho que no existe garantía por parte de Rusia que el tiempo en prisión será descontado sobre la pena impuesta. Solicita la libertad del tutelado. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el derecho a una justicia pronta y cumplida. El artículo 41 de la Constitución Política —antes trascrito—, no ha constitucionalizado un derecho a los plazos, sino el derecho fundamental de toda persona a que su causa sea resuelta dentro de un plazo razonable, lo que ha de ser establecido en cada caso concreto, atendiendo a la complejidad del asunto, la conducta endoprocesal de los litigantes y de las autoridades accionadas, así como las particularidades de cada tipo de proceso.  b) Sobre la detención del tutelado. En criterio de esta Sala  no existe por parte de la autoridad penal recurrida actuación u omisión ilegítima en perjuicio de los derechos fundamentales del tutelado. En este caso concreto, existe una sentencia firme en donde se acogió la solicitud de extradición del tutelado y para garantizarla, se dispuso su detención hasta tanto pudiera hacerse efectiva su entrega. Aunque no puede obviarse que ha transcurrido aproximadamente un plazo de dos años y once meses desde que se dispuso la  detención del amparado, no resultan aplicables los plazos comunes de prisión preventiva en los procesos de extradición. Así lo ha entendido esta Sala en  múltiples oportunidades al sostener que la detención pretende garantizar la sujeción del extraditable para que pueda ser sometido al proceso penal correspondiente o cumpla la pena que se le haya impuesto. En todo caso,  revisados los tomos de las diligencias de extradición, se observa una profusa actividad endo y extraprocesal del extraditable que sin duda alguna, se vio reflejada en su momento, en la sustanciación de las diligencias de extradición y que, indefectiblemente, ha incidido en la dilación de su entrega al Estado requirente. En ese sentido, nótese los múltiples recursos, incidentes, denuncias penales y procesos judiciales que ha formulado el amparado.  Así, a la fecha, aún se encuentra en discusión en sede judicial, la denegatoria del estatus de refugiado, por lo que ha quedado suspendida la entrega del tutelado. Debe subrayarse que la autoridad recurrida ha estado pendiente del proceso contencioso de cita pues en varias oportunidades a lo largo de estos dos años, ha solicitado información del avance y estado de la causa en cuestión. En consecuencia, en cuanto a la autoridad penal recurrida se impone desestimar en todos los extremos el recurso formulado. c) Sobre la mora judicial en el proceso contencioso. De previo, debe aclararse que desde la sentencia No. 12644-2011 de las 15:03 hrs. de 21 de septiembre de 2011, ha indicado que para conocer y resolver la violación al derecho a un proceso en un plazo razonable, se requiere que éste haya concluido por sentencia firme. No obstante, el presente es una excepción a esa línea jurisprudencial por estar de por medio la libertad del tutelado, pues como se vio en el considerando anterior, se ha mantenido privado de su libertad personal para garantizar su entrega al Estado requirente mientras concluye el proceso contencioso. En este asunto, si bien, no puede obviarse algunas prácticas dilatorias por parte del actor, se acredita que el Tribunal Contencioso ha incurrido en retrasos indebidos e innecesarios que revisten especial importancia en un asunto como éste, en el que el promovente se encuentra privado de su libertad personal, condición especial que les impone un deber de diligencia y prontitud acorde con lo dispuesto en el artículo 41 constitucional. Se han dado en este caso, situaciones apuntadas, atribuibles, mayoritariamente, a la jueza tramitadora, incidieron innegablemente en el tiempo de tramitación y resolución del proceso contencioso. En el informe, el Juez Coordinador del Tribunal Contencioso alegó que no se ha dictado medida cautelar dentro del proceso tendente a suspender las diligencias de extradición, lo cual es cierto. Sin embargo, como bien lo ha entendido la autoridad penal recurrida, la ejecución de la extradición pende de lo que se resuelva en el proceso contencioso, encaminado a discutir la nulidad del rechazo del estatus de refugiado del tutelado. Resultaría inocua una estimatoria del proceso contencioso si ya el tutelado hubiere sido extraditado. Esta Sala, mediante sentencia No. 2012-004720 de las 9:05 horas de 13 de abril de 2012, desestimó un recurso de habeas corpus anterior formulado a favor del amparado en el que se alegó que había permanecido privado de libertad por un plazo  que  excedía  los  parámetros  de  la  prisión  preventiva. En aquella oportunidad, se consideró que la detención no resultaba ilegítima y, por el contrario, se sostuvo  que el tutelado pretendía utilizar la demanda contencioso administrativa como una forma de obstaculizar su extradición. No obstante, las circunstancias han variado desde el dictado de ese fallo, resultando inadmisible que tres años después de interpuesto ese proceso, no exista resolución de fondo, lo que constituye una violación del derecho a una justicia pronta y cumplida. En consecuencia, se acoge el recurso en cuanto a este aspecto conforme se dirá en la parte dispositiva de esta sentencia. d) Finalmente, el hecho que en el país requirente haya sufrido una modificación la pena por el delito que se le sigue al tutelado y que se haya dictado una amnistía, según se alegó, son aspectos que no competen ser analizados en la vía sumaria del habeas corpus sino que deben ser conocidos en la propia sede penal. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado, por la violación del derecho a una justicia pronta y cumplida en la sustanciación del proceso contencioso administrativo. En consecuencia, se ordena al Juez Coordinador de la Sección IV del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, resolver las gestiones pendientes y realizar el señalamiento a juicio dentro del plazo de un mes, tomando en consideración las particularidades del proceso, sobre todo, que el tutelado se encuentra privado de su libertad personal. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso.  El Magistrado Castillo pone nota. 

	PENITENCIARIO
	SE ORDENA GARANTIZAR SERVICIO DE AGUA EN FORMA ININTERRUMPIDA EN EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL DR. GERARDO RODRIGUEZ ECHEVERRÍA

Expediente:14-013787-0007-CO
Sentencia:016155-2014

Recurso de amparo contra el Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez Echeverría. Alegan los recurrentes que son personas privadas de libertad y desde hace mucho tiempo presentan problemas en el centro penitenciario por falta de suministro de agua. En vista de ello, los servicios sanitarios no funcionan y para lavarlos deben utilizar agua en baldes. Agregan que el suministro del preciado líquido durante la mañana es de 30 minutos, luego a las 9:00 horas, 12:00 horas y por último a las 16:00 horas. Manifiestan que la bomba de agua se encuentra descompuesta. Manifiestan que dicha situación lesiona en su perjuicio sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez Echeverría, que en el plazo de 3 meses deberá garantizar el abastecimiento de agua en forma ininterrumpida en ese centro penitenciario, es decir las 24 horas los 7 días de la semana.  SENTENCIA EN REDACCIÓN

	PENSIÓN
	ENTREGA DE AHORROS DE OPERADORA DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS EN TRACTOS

Expediente:14-014793-0007-CO 
Sentencia:016519-2014

Recurso de amparo contra la Operadora de Planes de Pensiones Complementarias del Banco de Costa Rica. La recurrente alega que se lesionan sus derechos fundamentales porque la Operadora de Pensiones Complementarias del Banco de Costa Rica, no le permite sacar la totalidad de los ahorros que ahí existen, los cuales superan los 8 millones de colones, disponiendo en su lugar, hacerle entrega mensual y en tractos de tal ahorro, por lo que pide la estimación del amparo y que la Sala ordene la entrega total del monto de dinero ahorrado. La situación que se plantea en este recurso de amparo, ya ha sido analizada por la Sala en la sentencia número 2014-003343. La Sala llega a la conclusión de que, en el caso concreto, la decisión de la Operadora de Pensiones del Banco de Costa Rica, de no entregar la totalidad del monto ahorrado a la recurrente en un solo tracto, sino en mensualidades,  no tiene la virtud de vulnerar ningún derecho fundamental de la recurrente, pues como ya se ha señalado, resulta lógico y razonable que, por regla general, no sea posible retirar la totalidad de los recursos acumulados en la cuenta individual, pues se desvirtuaría la naturaleza de la pensión, para convertirla en una especie de ahorro o depósito a plazo.  Igualmente esta Sala ha señalado que el cumplimiento del fin para el cual el régimen obligatorio de pensiones complementarias fue creado, estaría en peligro si se permitiera tal retiro, al posibilitar a los trabajadores y trabajadoras disponer de los recursos con un objetivo distinto. En suma, el régimen obligatorio de pensiones complementarias perdería su sentido y funcionalidad, siendo que se permite el retiro de la totalidad de los recursos acumulados, como una excepción, y sólo en aquellos supuestos en donde los parámetros técnicos no se cumplan, de tal forma que se asegure la sostenibilidad del beneficio y el cumplimiento de los propósitos del régimen. En vista de que, según los criterios técnicos del Banco de Costa Rica, la recurrente no se encontraría dentro de los supuestos bajo los cuales podría hacer el retiro de la totalidad de su ahorro, el reclamo que formula a través del amparo, sería improcedente. Ahora bien, en vista de que la determinación concreta de las condiciones particulares y específicas de la recurrente para no optar por la entrega de la totalidad del ahorro, resulta ser un tema propio de legalidad, si la accionante no se encuentra conforme con la decisión adoptada por la Operadora de Pensiones del Banco de Costa Rica, cuenta con los mecanismos establecidos por la normativa vigente, para atacar esa decisión en la propia vía administrativa o bien, en la jurisdicción ordinaria correspondiente. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho y Jinesta Lobo salvan el voto, ordenando tramitar el amparo y declararlo con lugar.

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	NO PROCEDE EL COBRO POR LA VÍA DEL APREMIO CORPORAL DE LOS MESES EN QUE EL AMPARADO ESTUVO DETENIDO POR APREMIO CORPORAL

Expediente:14-014858-0007-CO 
Sentencia:016297-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Esparza. Acusa el accionante lesión a su libertad. Arguye que se ordenó el apremio corporal fundamentado en una deuda alimentaria del período que estuvo privado de libertad en el Unidad de Pensiones Alimentarias del Centro de Atención Institucional La Reforma. Sobre el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, se cita el voto 10808-13. Al respecto, la Sala reitera la jurisprudencia al considerar que resulta improcedente el cobro por la vía del apremio corporal de las mesadas correspondientes a los meses en que el amparado estuvo detenido por apremio corporal sin que se hubiere demostrado que dispusiera de ingresos o bienes suficientes para hacer frente a su obligación alimentaria. La acreedora alimentaria mantiene su derecho a exigir, por la vía ejecutiva, el pago de aquellas cuotas que el deudor alimentario no pudo cancelar durante su detención, condicionado ello a lo dispuesto en el numeral 30 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se anula la resolución del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza, únicamente en cuanto al cobro por la vía del apremio corporal de las mesadas correspondientes a los meses en que el amparado estuvo detenido por apremio corporal sin que se hubiere demostrado que dispusiera de ingresos o bienes suficientes para hacer frente a su obligación alimentaria. La acreedora alimentaria mantiene su derecho a exigir, por la vía ejecutiva, el pago de aquellas cuotas que el deudor alimentario no pudo cancelar durante su detención, condicionado ello a lo dispuesto en el numeral 30 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se ordena a la Jueza Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza, que en el plazo de veinticuatro horas contado a partir de la notificación de esta sentencia, dicte un nuevo pronunciamiento en el que de manera fundada determine el monto por el que procede el apremio corporal impuesto al amparado, tomando en cuenta para ello lo expuesto en esta sentencia. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar el recurso. Comuníquese.-

	PODER EJECUTIVO
	DESTITUCIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA DE JUDESUR

Expediente:14-016780-0007-CO 
Sentencia:018030-2014

Recurso de amparo interpuesto contra el MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, el MINISTERIO DE HACIENDA y el MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA ECONÓMICA. El recurrente alega que mediante Decretos No. 38650-MP-H-PLAN y No. 38651-MP-H-PLAN, publicados en La Gaceta No. 194 del 9 de octubre de 2014, se nombró a nuevos representantes de JUDESUR, de modo que, previo a que la amparada fuera notificada de su separación temporal sin mediar razón alguna, ya se había nombrado a un sustituto. Indica que la amparada fue nombrada en representación del Concejo Municipal de Buenos Aires por un periodo que aún no ha concluido, por lo que estima que las autoridades recurridas están violentando el principio de legalidad. Acota que dichos decretos no establecen que la tutelada haya sido indagada ni le atribuyen falta alguna, sumado a que no se le permitió ejercer su derecho de defensa. Considera que la suspensión acusada constituye una sanción administrativa, dictada sin observar el debido proceso. Con fundamento en lo anterior, pretende que se revoque la suspensión incoada en contra de la amparada y se le reinstale como miembro de JUDESUR. En este coso, sobre los agravios expuestos por la parte recurrente, señala la Sala que en razón de la materia, no compete a esta Jurisdicción Constitucional la revisión de los actos dictados por las autoridades accionadas, ni comprobar si éstos son acordes o no con la normativa infraconstitucional que rige para tales efectos. Así las cosas, el presente recurso es inadmisible y procede su rechazo de plano, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, tal y como se indica en la parte dispositiva de esta resolución. Se rechaza de plano el recurso.   

	PODER JUDICIAL
	DEFENSA PÚBLICA EN MATERIA DE FAMILIA

Expediente:14-016574-0007-CO 
Sentencia:017405-2014

Recurso de amparo contra DEFENSA PUBLICA DE PEREZ ZELEDON.  Alega el recurrente que se presentó a la Defensa Pública de Pérez Zeledón a solicitar asesoría para tramitar su divorcio, pues tiene muchos años de estar separado de su esposa y no tiene los recursos económicos para contratar un abogado. Sin embargo, le indicaron que su caso no calificaba para ser tramitado por la Defensa Pública y que debía buscar un abogado particular para que llevara su caso. En este caso, se impone advertir que la jurisprudencia de la Sala ha sido reiterada que en materia de familia, la Oficina de la Defensa Pública puede encontrar participación cuando así sea requerida por la parte actora de los procesos alimentarios, no así a favor de la parte demandada, ni tampoco, en otro tipo de procesos de familia. Lo anterior, se desprende de la sentencia número 2011-001679, en la que según se establece, en materia de familia, por imperativo legal, la Defensa Pública se encuentra en obligación de dar asistencia legal gratuita únicamente a la parte actora de los procesos alimentarios cuando así se acredite esa necesidad, mas no para otros sujetos procesales dentro de esas acciones, ni para otro tipo de pretensiones que deba conocer la jurisdicción de familia. Se rechaza por el fondo el recurso. 

	PODER JUDICIAL
	NOMBRAMIENTO DE JUECES SUPLENTES

Expediente:14-011799-0007-CO
Sentencia:017641-2014

Alega el accionante que en su condición de Juez Coordinador del Juzgado Especializado Cobro del Segundo Circuito Judicial de San José consultó ante el Consejo de la Judicatura que le indiquen cuáles son los parámetros tomados en cuenta para definir la selección de las personas que conforman las listas de suplentes. Alega que ha observado que un alto porcentaje de las personas que están en esas listas no ha pasado por los filtros que la ley exige. Alega que están elaboradas sin determinar la idoneidad de las personas para un puesto de tanta responsabilidad como lo es el de un juez. Estima que los suplentes deben cumplir los mismos requisitos que los jueces propietarios; es decir, deben encontrarse elegibles y haber cumplido todas las pruebas, tanto de conocimiento, psicológicas, de trabajo social, médicas y demás que se exigen en la Ley de Carrera Judicial para determinar la idoneidad de la persona para el puesto. Por lo expuesto, impugna los acuerdos tomados por el Consejo Superior del Poder Judicial y por el Consejo de la Judicatura, según acuerdo número 19-14 de 4 de marzo de 2014 artículo LXXII comunicado mediante circular 56-14 y CJ-24-2014 celebrada el 26 de junio de 2014. Además pide que se dejen sin efecto las listas o concursos de jueces suplentes que no hayan cumplido el requisito constitucional de idoneidad debidamente comprobada. Pretende como consecuencia, que se elaboren concursos para la conformación de las listas de jueces suplentes con profesionales en derecho que cumplan el perfil debidamente acreditado de idoneidad para el desempeño del puesto de Juez de la República. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo indicado en el último considerando de esta sentencia. El Magistrado Armijo pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	PRONTA RESOLUCIÓN
	OMISIÓN DE RESOLVER GESTIÓN. CASO DE EXCEPCIÓN

Expediente:14-013876-0007-CO 
Sentencia:016238-2014
         
Recurso de amparo contra la Municipalidad de Vásquez de Coronado. La recurrente manifiesta que el gobierno local habilitó un parque de juegos y un planché al este de un inmueble de su propiedad, lugar en el que juegan desde niños hasta mayores de edad, los cuales, han causado daños a la casa, ruido y mucha basura. Considera que la habilitación de ese parque infantil le ha causado una serie de inconvenientes. Aduce que presentó un reclamo administrativo el 26 de agosto de 2013 ante la Plataforma de Servicios de la Municipalidad de Vásquez de Coronado y, a la fecha de interposición del recurso de amparo, no han atendido su denuncia. De previo a analizar el fondo del alegato –por la presunta violación del derecho a un procedimiento pronto y cumplido– debe aclararse que, a partir de la sentencia No. 2008-02545 de las 8:55 hrs. de 22 de febrero de 2008, esta Sala ha remitido a la jurisdicción contencioso administrativa –con algunas excepciones– aquellos asuntos en los que se discute si la administración pública ha cumplido o no los plazos pautados por la Ley General de la Administración Pública (artículos 261 y 325) o las leyes sectoriales para los procedimientos administrativos especiales, para resolver por acto final un procedimiento administrativo –instruido de oficio o a instancia de parte– o conocer de los recursos administrativos procedentes. Precisamente, en el sub lite, se plantea un supuesto de excepción, pues, se está ante un procedimiento de tutela medio ambiental, dado que, la accionante alega padecer ruidos y problemas de acumulación de basura por la falta de vigilancia e infraestructura en un parque infantil que colinda con su domicilio. En criterio de este Tribunal, dicha omisión de atender de forma oportuna el reclamo interpuesto, resultó lesiva del derecho de la tutelada a un procedimiento administrativo pronto y cumplido, consagrado en el artículo  41 de la Constitución Política. Lo anterior, dado que, las autoridades recurridas se tomaron más de un año para resolver la denuncia presentada en relación con las irregularidades que se presentan en las zonas comunales que están colindantes con el domicilio de la tutelada. Ahora bien, en virtud que se demostró que el Alcalde Municipal ya contestó la gestión y le informó a la recurrente sobre las actuaciones que se van a llevar a cabo para solventar la situación cuestionada, se impone acoger este recurso, únicamente, a efectos indemnizatorios.  Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Vásquez de Coronado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con las conductas que sirvieron de fundamento a la estimatoria de este recurso, extremos que se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. 

	PROPIEDAD
	SE ACUSA QUE SE LE REVOCÓ ADJUDICACIÓN DE PARCELA SIN NOTIFICACIÓN PREVIA

Expediente:14-007512-0007-CO
Sentencia:016589-2014

Recurso de amparo contra el Instituto de Desarrollo Rural (INDER). En el presente asunto, la recurrente manifiesta su disconformidad porque el Instituto de Desarrollo Rural (INDER), inició en su contra un procedimiento de revocatoria de la adjudicación y la nulidad del título, sobre el lote 57 en el asentamiento de Cebadilla de Orotina, sin ser debidamente notificada de acto alguno, que le permitiera poder ejercer su derecho de defensa. En el caso bajo estudio, se tiene que la resolución de inicio del procedimiento, fue notificada mediante la publicación de edictos en el Diario Oficial La Gaceta, en virtud de lo establecido en el artículo 90 del Reglamento Autónomo para la Selección de Adjudicación de Solicitantes de Tierras, publicado en La Gaceta número 13 del 20 de enero del 2004. A pesar de lo anterior, en el caso concreto, este Tribunal Constitucional no observa que se hubiera emprendido alguna acción para localizar a la amparada, por lo que se considera que se infringió el derecho al debido proceso en su perjuicio, conforme lo indicado en las sentencias parcialmente transcritas. En cuanto a la revocación y anulación del título de la propiedad, por el supuesto abandono del inmueble que le atribuye la autoridad recurrida a la recurrente, es conveniente aclararle que, tal extremo corresponde a un aspecto de mera legalidad ordinaria por cuanto excede la naturaleza sumaria del recurso de amparo determinar, si el motivo por el que se revocó la adjudicación que se había hecho del lote existió o no y debe ser analizado en el marco del propio procedimiento administrativo o, incluso en la vía judicial que corresponda. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las ocho horas con tres minutos del seis de diciembre de dos mil seis, emitida por Asesoría Jurídica de la Dirección Regional Pacifico Central del entonces Instituto de Desarrollo Agrario y los actos posteriores que dependen de ella, por lo que los procedimientos se retrotraen a ese momento procesal. El Magistrado Jinesta Lobo declara con lugar el recurso por razones diferentes.

	PROPIEDAD
	DESALOJO DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO

Expediente:14-016498-0007-CO 
Sentencia:017348-2014

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ.  Los recurrentes reclaman que han recibido un comunicado de la municipalidad, según el cual, se procederá a la recuperación de las áreas públicas destinadas al uso común que se encuentren tomadas por terceros. Estiman que esta decisión afecta el derecho de 40 familias a vivir en un ambiente sano y equilibrado, ya que no tienen recursos y la municipalidad recurrida no les da tiempo ni una solución a su problema de vivienda.  Sin embargo, por sentencias números 2012-011613 de las nueve horas cinco minutos del veinticuatro de agosto de dos mil doce y 2013-002728 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de febrero de dos mil trece, emitida dentro de los expedientes números 12-009860-0007-CO y 13-001823-0007-CO, respectivamente, esta Sala  indicó que la Municipalidad tiene la potestad de decidir unilateralmente sobre el desalojo de particulares de las zonas de dominio público tal como ocurre en  el caso concreto, ya que al tratarse de un bien demanial, los ocupantes no pueden alegar derechos derivables de su actuación, lo que  implica  que   la  Administración  tiene la potestad  de decidir unilateralmente sobre la recuperación de la zona pública invadida.  Al tratarse de un bien demanial, cualquier posesión resulta precaria y por ello, no tiene ninguna relevancia el tiempo que se ha poseído, ni cuáles actos posesorios se ha realizado; tampoco es necesario iniciar un debido proceso a los poseedores, pues la precariedad de su situación hace que en cualquier momento puedan ser desalojados. No obstante lo anterior, este Tribunal ha establecido que aún en este tipo de situaciones, la Administración no puede proceder a un desalojo intempestivo,  por lo que al menos debe prevenirse al administrado de la futura acción que tomará para recuperar el bien de dominio público invadido, aviso o comunicación que debe darse al menos con 24 horas antes  de  procederse al desalojo. En este sentido, los propios recurrentes aportaron copia de la comunicación; con lo cual, no se observa situación  alguna que sea violatoria  de los derechos fundamentales de las familias afectadas. En consecuencia  el recurso resulta improcedente y así debe declararse.

	SEGURIDAD SOCIAL
	NIEGAN SEGURO CON ARGUMENTO DE CARÁCTER SEXISTA Y DISCRIMINATORIO EN PERJUICIO DEL SEXO MASCULINO

Expediente:14-014427-0007-CO 
Sentencia:017014-2014

Recurso de amparo contra el DIRECTOR MÉDICO DE LA SUCURSAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL DE SAN IGNACIO DE ACOSTA. La recurrente interpone recurso de amparo contra la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS). Manifiesta que es asegurada directa y el día 7 de abril de  2014,  solicitó  ante  la autoridad  recurrida  el  seguro  para  su  esposo , quien actualmente se encarga de las labores del hogar y de cuidar de sus hijos, de 2 y 6 años, mientras ella trabaja fuera de la casa. Manifiesta que mediante oficio del 17 de julio de 2014, se le comunicó la negativa de acoger dicha solicitud, ya que su marido posee inscrito a su nombre un bien mueble (motocicleta placas No. 213316). Aduce que en la entrevista para el estudio de aseguramiento, le fue solicitado un dictamen médico que demostrara alguna incapacidad que le impidiera a su cónyuge trabajar, lo que considera injusto y desigual, en tanto a las mujeres no se les obliga a demostrar algún tipo de discapacidad para ser aseguradas por sus respectivos esposos o parejas. Asimismo, apunta que pese a que lo requirió en su solicitud, no se le indicó cuál es el fundamento legal de dicho proceder. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el derecho a la igualdad y la discriminación por género. b) Los requisitos del beneficio solicitado por la recurrente se encuentra dispuesto en el artículo 12 del Reglamento del Seguro de Salud y en los numerales 8, 17, 17, 21 y 22  del Manual de Normas y Procedimientos de las Unidades de Afiliación y Validación de Derechos. Según dicha normativa, para tener el derecho de asegurar al compañero o compañera, el interesado debe demostrar que depende económicamente del asegurado directo, que no realiza labores asalariadas, que no cuenta con ningún tipo de ingreso económico, y que la convivencia marital se haya mantenido en forma estable, bajo el mismo techo, por más de un año. De igual modo, los funcionarios encargados de la tramitación de aseguramiento, en cumplimiento de los lineamientos del ordinal 21 del Manual de Normas y Procedimientos de las Unidades de Afiliación y Validación de Derechos, deben valorar el aseguramiento de la supuesta(o) conviviente del asegurado directo, con fundamento en la misma información vertida por esta y su compañero(a). De esta forma, queda claramente evidenciado, que el artículo 12 del reglamento citado establece diferentes tipos de cobertura que pueden solicitarse como asegurados familiares y que estos pueden obedecer a diferentes motivos: algunos por la mera dependencia económica del asegurado directo y otros, cuando esta dependencia obedezca a una condición de discapacidad, caso que no es el de la recurrente. Lo anterior permite concluir a este Tribunal, que la Directora recurrida no solo ha aplicado una diferencia de trato basada únicamente en razones de género, sino que además, le ha impuesto a la amparada un requisito que no resultaba aplicable a su caso, precisamente para intentar justificar su arbitrariedad. La normativa citada no establece un trato desigual, pues conmina al cumplimiento de iguales requisitos a ambos sexos. Más bien, ha sido la aplicación arbitraria de la autoridad recurrida, la que ha cercenado los derechos del amparado, pues no estamos ante el supuesto de una diferenciación “razonable y objetiva”, sino de un tratamiento evidentemente injustificado, infundado y desproporcionado, producto de condicionamientos sociales, culturales, económicos y políticos que deberían estar superados, lo que resulta lesivo para la dignidad humana en lo particular, como derecho subjetivo positivo concreto a la igualdad, y para la unidad familiar como derecho social objetivo, desde el momento en que establece una restricción odiosa que atenta, por discriminación, contra el equilibrio jurídico y espiritual de la familia, también tutelado por la Constitución y  por el ordenamiento internacional y por ello patrimonio subjetivo del ofendido. En el sub examine, solicitar tal requisito solo porque un hombre se dedicará a los oficios del hogar y no una mujer, es un argumento de carácter sexista y discriminatorio en perjuicio del sexo masculino, e incluso del femenino, pues reafirma el rol social que se le sigue endilgando únicamente a las mujeres, fundamentado en estereotipos genéricos que han promovido un sistema social no equitativo. Se declara con lugar el recurso.  En consecuencia, se anula lo resuelto en el oficio ASA REDES 099 2014, emitido el 17 de julio de 2014 por parte del Comité de Beneficio Familiar del Área de Salud de Acosta; y se le ordena a la Directora Médica del Área de Salud de Acosta, emitir las directrices respectivas en el ámbito de su competencia, a fin de que la gestión de la recurrente sea resuelta nuevamente, sin exigir el dictamen médico en cuestión de su cónyuge y con fundamento en los requisitos ya establecidos para tal efecto, dentro del plazo improrrogable de 5 días a partir de la notificación de esta sentencia. 

	SEGURIDAD SOCIAL
	DEVOLUCIÓN DE CUOTAS DEL SEGURO DE ENFERMEDAD

Expediente:14-016403-0007-CO
Sentencia:017334-2014

Recurso de amparo contra CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. El tutelado reclama contra la decisión de la Caja Costarricense del Seguro Social de rechazar su gestión de devolución de las cuotas que seguro de enfermedad que le rebajaron de la pensión a cargo del Régimen de MOPT que recibe.- Sin embargo de la documentación aportada, se observa que la decisión de la Caja se le comunicó debidamente al amparado y allí se le explican las razones legales por las cuales no procede la devolución. En resumen, se le explica que la Sala Segunda de la Corte en su jurisprudencia señaló que de acuerdo con los textos legales aplicables, no existe ninguna obligación jurídica de devolver las cuotas del seguro de Enfermedad que hayan sido rebajadas de los pagos de pensión de otros regímenes aún cuando la persona sea también pensionada de la Caja.- También se observa que dicha resolución es del año 2011 y que a partir de allí las autoridades de la Caja debieron cambiar también su forma de actuar, lo cual explica la inconformidad del accionante respecto del hecho de que es la primera vez que le niegan la devolución.- Así las cosas, no existe ninguna infracción de algún derecho constitucional y el resto de reclamos no corresponde verlos a esta vía. Por todo lo anterior el recurso debe rechazarse por el fondo.-

	SEGURIDAD SOCIAL
	BENEFICIO DE PROTECCIÓN FAMILIAR PARA PERSONAS DEL MISMO SEXO EN EL CASO DE LOS ASEGURADOS INDEPENDIENTES

Expediente:14-014184-0007-CO
Sentencia:018112-2014


Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL. Alega el recurrente que a principios del mes de mayo de 2014 solicitó a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social que procediera a reformar los artículos 10 y 12 del Reglamento de Salud y 9 del Reglamento de Invalidez y Muerte a efecto que se incluyera en el "beneficio de protección familiar" -artículos 10 y 12- y de pensiones por viudedad -artículo 9- a las parejas del mismo sexo que conviven en unión de hecho "en forma estable y bajo un mismo techo, por un año o más" -artículo 12-. Explica que según el Reglamento del Seguro de Salud en su artículo 12 el beneficio de protección familiar se reconoce también a las parejas heterosexuales que conviven en unión libre, con sólo dos requisitos: la presentación de una declaración jurada, en la cual se indique la existencia de la convivencia de hecho “en forma estable y bajo el mismo techo, por un año o más” y llenar el formulario respectivo. Manifiesta que es asegurado directo bajo la modalidad trabajador independiente y se encuentra al día en el pago de las cuotas con la Caja Costarricense de Seguro Social. Agrega que por un problema de salud originado en un accidente de circulación su pareja requiere de atención médica, pese a ello, al amparado no se le otorgó el beneficio de protección familiar a las parejas del mismo sexo que conviven en unión de hecho, en las mismas condiciones que al momento de tomarse el “Acuerdo Firme” de 22 de mayo de 2014 se otorgó a las parejas de distinto sexo y que conviven en unión de hecho, consistente en cumplir con la presentación de una declaración jurada y completar un formulario, como así estableció dicha normativa, sino que se le requiere cumplir trámites adicionales. Por las razones expuestas, solicita que se ordene a la Caja Costarricense de Seguro Social que con base en lo establecido en el artículo 12 del Reglamento de Salud, proceda a asegurar al amparado con sólo la presentación de los requisitos establecidos en dicha normativa, pues convive con él en unión de hecho y bajo el mismo techo por más de tres años. Se declara parcialmente con lugar el recurso y se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, implementar dentro de los próximos seis meses la entrada en vigencia de la reforma aprobada a los artículos 10 y 12 del Reglamento de Seguro de Salud, para cuyo efecto dentro de ese plazo deberán concluirse todos los estudios requeridos. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y lo declara con lugar en todos sus extremos. Los Magistrados Castillo Víquez y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso en todos sus extremos. ESTE CASO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	SERVICIOS PÚBLICOS
	AUDIENCIA PÚBLICA EN COMUNIDADES INDÍGENAS PARA INCREMENTO TARIFARLO

Expediente:14-014124-0007-CO 
Sentencia:015855-2014

Recurso de amparo contra la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP). El recurrente alega que es indígena del territorio Borran de Térraba, Buenos Aires de Puntarenas, y que la ARESEP realizó una audiencia pública el 03 de julio de 2014, en la que se gestionó un incremento tarifarlo del 57.52% para la ruta número 669, Buenos Aires-Colinas; empero, estima que no se aplicó un proceso de consulta a los pueblos indígenas de Boruca y Térraba, a pesar de que dicha ruta se encuentra dentro de territorio indígena.  En este caso se cita la sentencia 3886-97 sobre la audiencia a las comunidades indígenas y el Convenio 169 de la OIT y sobre el caso concreto, se declara sin lugar el recurso, por cuanto se tiene plena e idóneamente acreditado que la audiencia pública realizada por la ARESEP sí fue debidamente convocada por diversos medios a través de los cuales las comunidades indígenas de Térraba y Boruca pudieron enterarse de su celebración. Incluso, obsérvese que la convocatoria fue remitida al propio Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de Boruca. Asimismo, la audiencia pública fue realizada en un lugar geográfico adecuado y accesible para las poblaciones indígenas que se verían afectadas por el reajuste tarifario. De manera tal que con ocasión de la forma y el lugar en que se fijó la audiencia pública efectuada el 03 de julio de 2014, este Tribunal es del criterio que se han cumplido a cabalidad los requerimientos necesarios para tutelar los intereses de los indígenas de esa zona y, en consecuencia, garantizar el derecho de consulta previa establecido en el Convenio 169 de la OIT. Tan es así que el propio recurrente (quien alega ser indígena) estuvo presente en la audiencia pública celebrada y pudo interponer sus oposiciones al incremento en las tarifas del servicio público. También el propio Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral del Territorio Indígena de Boruca pudo presentar sus oposiciones al aumento tarifario. De esta manera, está más que clara la participación de la población indígena durante el desarrollo del proceso previo para autorizar el aumento en la tarifas de servicio público solicitado por el permisionario. Bajo esta inteligencia, esta jurisdicción estima que lo correspondiente es declarar sin lugar el amparo.  

	SERVICIOS PÚBLICOS
	SE SUSPENDE AUDIENCIA  DE SUTEL PARA EL COBRO POR DESCARGA EN LA MODALIDAD POSTPAGO Y SE ORDENA REALIZAR CONVOCATORIA CON INFORMACIÓN ACTUALIZADA DE TODOS LOS OPERADORES

Expediente:14-009414-0007-CO
Sentencia:016365-2014

Recurso de amparo contra la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) y el Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones. Alega el recurrente que se encuentra inconforme con el cambio de cobros de SUTEL, puesto que esta última es la que propone las modificaciones correspondientes. Por ello, aunque supuestamente se siga el debido proceso, lo cierto es que ya existe un criterio emanado por parte del Gobierno. Alega que SUTEL es juez y parte en esta materia porque propone la medida y no presenta opciones. Además de ello, dicha entidad será quien tomará la decisión correspondiente. Solicita a la Sala determinar y evaluar si el sistema propuesto no lesiona a quienes ya tienen planes de estos servicios, puesto que con ello se violentarían derechos elementales de los ciudadanos. Por mayoría se declara con lugar el recurso y se ordena a la Presidenta del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, suspender la audiencia dispuesta por el Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones en el acuerdo número 022-026-2014, adoptado en la sesión ordinaria número 026-2014 del 30 de abril de 2014, para que en un plazo de cuatro meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, la Superintendencia de Telecomunicaciones realice la convocatoria correspondiente con la información actualizada de todos los operadores del mercado y esta sea puesta en conocimiento de los consumidores. Los Magistrados Armijo y Cruz, en voto conjunto, dan razones adicionales. El Magistrado Rueda agrega razones particulares, por cuanto el estudio técnico base de la propuesta impugnada únicamente hace referencia al argumento de que un grupo reducido de usuarios acapare el recurso, pero omite referirse a los problemas derivados de la instalación de infraestructura y a elementos asociados a la rentabilización de inversiones; además, desarrolla el concepto del derecho constitucional al libre crecimiento de la Internet. La Magistrada Hernández pone nota. Los Magistrados Castillo y Salazar se apartan del criterio de la mayoría y declaran con lugar el recurso ordenando lo siguiente: a) Garantizar que los operadores que brinden el servicio de Internet móvil en la modalidad post pago en el país, ofrezcan a los usuarios tanto la modalidad de cobro por velocidad que actualmente existe, como la modalidad de cobro por descarga, en caso de que ésta llegue a ser aprobada, u otra modalidad que conforme las condiciones del mercado, pueda implicar una combinación de elementos de las 2 anteriores, de forma que todos los modelos coexistan. Lo anterior no impide que, en el futuro, se puedan desarrollar otros modelos cuando así lo determinen las necesidades del mercado; b) Disponer la utilización de la “Política de uso justo para los servicios de acceso a internet móvil”, establecida en la resolución número RCS-063-2014, adoptada en la sesión ordinaria número 021-2014 del 2 de abril de 2014, o cualquier otro instrumento que estime pertinente, como medio para regular el uso abusivo por parte de los usuarios del sistema de cobro por velocidad en Internet móvil post pago, garantizando el respeto de los elementos esenciales del debido proceso. Asimismo, los magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López y Salazar Alvarado determinan que los contratos se encuentren vigentes, al momento en que eventualmente entre en rigor el nuevo sistema de cobro por descarga en la modalidad de internet móvil post pago, deberán ser respetados por los operadores que brinden el servicio, durante todo el lapso que les reste. Se advierte a la recurrida, o a quien ocupe su cargo, que de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Superintendencia de Telecomunicaciones al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta resolución a Maryleana Méndez Jiménez, en su condición de presidenta del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, en forma personal. En cuanto al Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar el recurso. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	SERVICIOS PÚBLICOS
	NIEGAN SERVICIO DE AGUA, A PESAR DE CARTA DE DISPONIBILIDAD QUE SE LE HABÍA OTORGADO AL DUEÑO DEL INMUEBLE

Expediente:14-014004-0007-CO 
Sentencia:017447-2014

Recurso de amparo contra la ASOCIACIÓN ADMINISTRADORA DEL ACUEDUCTO DE LAGUNA DE MONTES DE ORO, EN PUNTARENAS. La parte recurrente acusa que el presidente de la ASADA de La Unión de Montes de Oro se niega a instalarle el servicio de agua potable en su vivienda, a pesar de que frente a su propiedad existe disponibilidad de agua que fue debidamente acreditada en la carta de disponibilidad otorgada desde inicios de 2012, y que hay otras dos casas en su misma calle que cuentan con el servicio. Al respecto, el presidente de la asociación recurrida manifestó que el servicio en cuestión no ha sido instalado al recurrente debido a que el desarrollador del proyecto de lotificación, del que fue segregada su finca, no ha cumplido a cabalidad con los requisitos del Reglamento al artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana (realización de estudio técnico y ejecución de las mejoras correspondientes). En este sentido, en la sentencia No. 2013-08297 de las 9:10 horas del 21 de junio de 2013, la Sala desestimó un recurso planteado por el recurrente y otros, al advertir que la falta de cumplimiento de requisitos legales por parte del desarrollador era una circunstancia objetiva que legitimaba al prestador del servicio a no otorgarlo válidamente. No obstante lo anterior, en vista de los elementos expuestos en el caso específico del tutelado, cabe replantearse lo resuelto en su momento, de conformidad con las siguientes consideraciones. Tal y como se encuentra debidamente acreditado en el expediente, a finales del año 2011, el recurrente adquirió la finca del partido de Puntarenas, que fue segregada de la finca, propiedad de Turismo Comercial Alemán R.L. Una vez hecho esto, se dirigieron a la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de Laguna de La Unión de Montes de Oro con el fin de solicitar la carta de disponibilidad de agua potable, misma que les fue otorgada el 27 de enero de 2012, indicando que en dicho lote hay actualmente servicio de agua potable que brinda la asociación del acueducto rural de Laguna. Con fundamento en dicha documentación, el recurrente tramitó los permisos respectivos de construcción y procedió a edificar su vivienda. Sin embargo, desde entonces y a pesar de que el propio accionado reconoce que frente al inmueble del recurrente hay disponibilidad de agua potable, la ASADA le ha denegado la instalación del servicio en la vivienda por el incumplimiento de los requisitos del Reglamento al artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana. El artículo 11 del “Reglamento para la aplicación de los procedimientos del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana (Ley N° 4240) en obras de Acueductos y Alcantarillados de A y A” estipula que para otorgar cartas de disponibilidad en proyecto, el desarrollador debe haber cumplido previamente con la ejecución de las obras incluidas en el estudio técnico requerido a los efectos. Empero, en el caso concreto consta que a pesar de que para enero de 2012 no se contaba con los estudios técnicos del proyecto, la ASADA otorgó carta de disponibilidad de agua potable al recurrente. Partiendo de este esquema fáctico, en criterio del Tribunal, la renuencia de la ASADA de Montes de Oro a instalar el servicio de agua potable en la vivienda del recurrente violenta sus derechos fundamentales, pues es contraria al principio de confianza legítima que ha sido reconocido por este Tribunal como un medio para garantizar los principios de buena fe y seguridad jurídica –artículo 34 constitucional- (véase la sentencia número 2010-10685 de las 9:29 del 18 de junio de 2010). En efecto, nótese que ante el otorgamiento de la carta de disponibilidad, el recurrente confió legítimamente en la asociación recurrida y construyó su casa de habitación, con el gasto importante de recursos que eso conlleva y la expectativa de que se le suministraría el servicio de agua potable, de ahí que no resulta atendible que ahora el administrado tenga que cargar con las consecuencias de una mala gestión administrativa. Considera la Sala que la negativa que la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de Laguna La Unión de Montes de Oro ha mantenido con respecto a la instalación del servicio de agua potable en la vivienda del recurrente, con fundamento en el incumplimiento al “Reglamento para la aplicación de los procedimientos del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana (Ley N° 4240) en obras de Acueductos y Alcantarillados de A y A”, lesiona sus derechos fundamentales, propiamente, al principio de confianza legítima en la Administración que se extrae del artículo 34 constitucional, pues desconoce la carta de disponibilidad que le fue otorgada desde un principio y que dio pie para que llevara a cabo toda una serie de actos y erogaciones tendentes a la construcción de su vivienda. Aunado a lo anterior, cabe destacar –como ya se indicó- que en la actualidad todavía existe disponibilidad de agua potable frente a la vivienda del recurrente, lo que se comprueba con el dicho del propio presidente de la ASADA en el informe rendido y, con el acta notarial aportada por el recurrente, de la que se desprende que de la misma tubería que pasa frente a la propiedad del recurrente se abastecen dos inmuebles más ubicados en la misma calle.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de Laguna La Unión de Montes de Oro, Puntarenas, realizar todas las medidas técnicas que correspondan para dotar del servicio de agua potable a la vivienda de la recurrente. Lo anterior deberá cumplirlo dentro del plazo de UN MES contado a partir de la notificación de esta sentencia.

	SERVICIOS PÚBLICOS
	PROBLEMAS DE ABASTECIMIENTO DE AGUA EN GRECIA

Expediente:14-015292-0007-CO
Sentencia:017639-2014

Recurso de amparo contra la ASOCIACIÓN ADMINISTRADORA DEL ACUEDUCTO DE TACARES SUR DE GRECIA, el INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS y la MUNICIPALIDAD DE GRECIA. Alegan los recurrentes que debido a los problemas de abastecimiento de agua en la zona de Atenas, se propuso un proyecto para modificar el acueducto actual, el cual ya cuenta con los permisos necesarios e incluso se contrató a la empresa MECO para que efectúe las obras; sin embargo, la ASADA recurrida ha realizado una serie de consultas a su población con el objetivo de paralizar la ejecución del proyecto de mejoramiento del sistema de abastecimiento de agua potable, las cuales han impedido la ejecución del proyecto. Indica que las convocatorias efectuadas se han limitado a los pobladores de Grecia y Carrillo, se han realizado de manera no vinculante, excluyente y al desamparo de las normas que regulan los procesos de participación ciudadana, con el único de fin de convencer a la población de decir no al proyecto y con el respaldo de la Alcaldía Municipal de Grecia. Agrega que la ASADA, en un convenio con el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que se firmó para proteger el Parque Recreativo Los Chorros, ha condicionado la estabilidad de la salud pública del cantón de Atenas, a cuyos habitantes no se les ha tomado en cuenta para participar en las Asambleas Comunales que se han realizado para discutir la situación, con lo cual se les deja en un completo estado de indefensión, al ser afectados directamente por la escasez de agua. Menciona que la ASADA pretende condicionar al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, para que efectúe la captación de una fuente alternativa que han denominado fuente 2, la cual no cuenta con los estudios, aforos ni la infraestructura necesaria para su captación y lo cual implicaría un impacto mucho mayor al que podría causar el mejoramiento del acueducto existente. Se declara sin lugar el recurso. ESTE CASO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	SERVICIOS PÚBLICOS
	AUDIENCIA PARA DISCUSIÓN DE MODELO TARIFARIO POR DESCARGA PARA SERVICIOS POSTPAGO

Expediente:14-015059-0007-CO
Sentencia:018100-2014

Recurso de amparo contra la Defensoría de Los Habitantes, el Ministro de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones, La Superintendencia General de Telecomunicaciones (SUTEL). Alega el recurrente que se encuentra inconforme y se opone totalmente al modelo tarifario por descarga para servicios postpago que intenta imponer la Sutel, como ente regulador de este tipo de servicios. Señala que la tarifa que se pretende establecer es excesiva, sin fundamento técnico actualizado ni válido. Agrega que la audiencia pública por medio de la cual se pretende conocer el asunto quiere realizarse en un día y un horario que no permita al resto de la ciudadanía participar ni exponer sus puntos en contra, ya que, la mayoría de las personas se encontraran laborando en ese momento y con imposibilidad de presentarse. Alega que el servicio de telefonía celular sería excesivamente caro con ese nuevo sistema; además, que su carácter de movilidad eliminaría la posibilidad de la ciudadanía de poder utilizar el servicio para acceso desde lugares alejados donde la señal mediante cableado no sea viable. Asimismo, manifiesta que con el cobro por descarga de datos, las autoridades recurridas no están brindado protección a los usuarios que cuentan con un contrato previo del servicio postpago. Estima que la actuación de los accionados lesiona sus derechos fundamentales. Por mayoría se declara con lugar el recurso y se ordena a la Presidenta del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones, suspender la audiencia dispuesta por el Consejo de la SUTEL en el acuerdo número 022-026-2014, adoptado en la sesión ordinaria número 026-2014 del 30 de abril de 2014, para que en un plazo de cuatro meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, la SUTEL realice la convocatoria correspondiente con la información actualizada de todos los operadores del mercado y esta sea puesta en conocimiento de los consumidores. Los Magistrados Armijo y Cruz, en voto conjunto, dan razones adicionales. El Magistrado Rueda agrega razones particulares, por cuanto el estudio técnico base de la propuesta impugnada únicamente hace referencia al argumento de que un grupo reducido de usuarios acapare el recurso, pero omite referirse a los problemas derivados de la instalación de infraestructura y a elementos asociados a la rentabilización de inversiones; además, desarrolla el concepto del derecho constitucional al libre crecimiento de la Internet. La Magistrada Hernández pone nota. Los Magistrados Castillo y Salazar se apartan del criterio de la mayoría y declaran con lugar el recurso ordenando lo siguiente: a) Garantizar que los operadores que brinden el servicio de Internet móvil en la modalidad post pago en el país, ofrezcan a los usuarios tanto la modalidad de cobro por velocidad que actualmente existe, como la modalidad de cobro por descarga, en caso de que ésta llegue a ser aprobada, u otra modalidad que conforme las condiciones del mercado, pueda implicar una combinación de elementos de las 2 anteriores, de forma que todos los modelos coexistan. Lo anterior no impide que, en el futuro, se puedan desarrollar otros modelos cuando así lo determinen las necesidades del mercado; b) Disponer la utilización de la "Política de uso justo para los servicios de acceso a internet móvil", establecida en la resolución número RCS-063-2014, adoptada en la sesión ordinaria número 021-2014 del 2 de abril de 2014, o cualquier otro instrumento que estime pertinente, como medio para regular el uso abusivo por parte de los usuarios del sistema de cobro por velocidad en Internet móvil post pago, garantizando el respeto de los elementos esenciales del debido proceso; Asimismo, los magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López y Salazar Alvarado determinan que los contratos se encuentren vigentes, al momento en que eventualmente entre en rigor el nuevo sistema de cobro por descarga en la modalidad de internet móvil post pago, deberán ser respetados por los operadores que brinden el servicio, durante todo el lapso que les reste . Se advierte a la recurrida, o a quien ocupe su cargo, que de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Superintendencia de Telecomunicaciones al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta resolución a Maryleana Méndez Jiménez, en su condición de presidenta del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, en forma personal. En cuanto al Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar el recurso.

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	SE ACUSA SUSPENSIÓN DE PARQUEO Y UTILIZACIÓN DE FRECUENCIA EN EMPRESA PRIVADA DE TAXIS

Expediente:14-014283-0007-CO
Sentencia:016363-2014

Recurso de amparo contra el Presidente de la Junta Directiva de Empresa UNAPORTE de San Isidro De Pérez Zeledón. Alega el recurrente que desde hace siete meses comenzó a trabajar con un vehículo alquilado en la Unión de Porteadores en la localidad de San Isidro de El General. Indica que labora de 8:00 p.m. a 5:00 a.m.; para lo cual, se encuentra al día con el pago del derecho de la franquicia, pólizas y alquileres. Manifiesta que el día 3 de septiembre del año en curso, la Directiva de Seetaxi de la empresa Unaporte, le comunicó telefónicamente que se le iba a suspender de manera permanente el derecho de parqueo y la utilización de la frecuencia. Agrega que la sanción se dio por un supuesto ofrecimiento de dinero para que un centralista telefónico lo favoreciera con más carreras, pero indica que eso es falso y que ante su petición de obtener mayor información al respecto, se le negó tal posibilidad y además no se le quiso recibir una carta que dirigió a la Directiva exponiendo su criterio. Aduce que la decisión fue tomada sin tramitarse ningún procedimiento previo y sin derecho a ejercer su defensa, afectándolo en su carácter personal y económico al igual que a los miembros de su familia. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción comunicada al recurrente el 3 de setiembre de 2014 vía telefónica. Asimismo, se ordena al Presidente de la Junta Directiva de S.E.E. Taxi PZ Sociedad Anónima, continuar brindando al recurrente el servicio de parqueo y de radio comunicación, siempre y cuando otra causa ajena a este proceso no lo impida. La Magistrada Hernández López salva el voto y rechaza de plano el recurso. Comuníquese. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	TRABAJO
	RECLAMO DE PARQUEO A FUNCIONARIOS ES UN ASUNTO QUE DEBE CUESTIONARSE EN VÍA ADMINISTRATIVA 

Expediente:14-014987-0007-CO 
Sentencia:015923-2014

Recurso de amparo contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Manifiesta el recurrente que trabaja para el Ministerio recurrido desde hace 24 años y 8 meses y actualmente ocupa el puesto de Sub-directora General de Servicios Generales y Control de Transporte. Señala que por sus más de 10 años de laborar para la institución recurrida se le asignó un aparcamiento para su vehículo dentro del plantel central del Ministerio, en Plaza Víquez, identificado con el número 36. No obstante lo anterior y por disposición del Oficial Mayor del Ministerio, se le indicó a su superior jerárquico que la amparada debía desalojar el lugar que se le había asignado en el parqueo, situación que le parece discriminatoria, pues con los dos subdirectores restantes, no sucede lo mismo. En vista de lo anterior, y al querer conocer las razones por las cuales se le retirar de dicho beneficio, desde el 27 de agosto de 2014  presentó una nota en donde le solicitó al Oficial Mayor los motivos en los que se basó su desalojo del parqueo. No obstante lo anterior, hasta el momento de la interposición de este recurso aún no ha obtenido respuesta a su gestión lesionándose con ello, sus derechos fundamentales. En este caso, se le da curso al amparo por violación al derecho de petición y en cuanto a la inconformidad planteada por la recurrente en relación con la actuación del Oficial Mayor del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, quien la desalojó del espacio del parqueo ubicado en el plantel central de ese Ministerio, ha  pesar de que ostentar mejor derecho, por los años de servicio en ostenta en dicha institución, se debe indicar a la recurrente que no le corresponde a este Tribunal definir si tiene o no derecho a seguir utilizando el parqueo en cuestión; dicha situación constituye un asunto de legalidad que deberá ser presentada y resuelta ante el propio Ministerio de Obras Públicas y Transportes por medio de los recursos que la ley le otorga al efecto para que sea en esa sede en donde se resuelva lo que en derecho corresponda. En consecuencia, el recurso es improcedente y así se declara. Se rechaza de plano el recurso en cuanto a los alegatos contenidos en el considerando segundo de esta resolución. Por lo demás, se da curso al amparo. 

	TRABAJO
	ACCESO A INVESTIGACIÓN PRELIMINAR AL DENUNCIANTE ES LIMITADO

Expediente:14-013757-0007-CO 
Sentencia:015975-2014

Recurso de amparo interpuesto contra el Jefe del Departamento de Asuntos Disciplinarios del Ministerio de Educación Pública. Alega la recurrente que hace más de un año, presentó una denuncia por acoso laboral en contra de un funcionario y en el pasado mes de junio, se apersonó a las oficinas del Departamento recurrido con el fin de acceder al expediente administrativo disciplinario seguido al efecto; sin embargo, no se le permitió el acceso, lo que considera lesivo de sus derechos como víctima de acoso laboral. En este caso consta que en el caso sólo se inició una investigación preliminar y sobre el acceso al expediente en esta etapa, ha sido reiterada la jurisprudencia de esta Sala en la que se ha considerado que es legítimo y razonable que la Administración, en los casos en que considere la posibilidad de abrir un expediente administrativo, de previo, lleve a cabo una investigación preliminar en la cual puede tener como parte o no al investigado y que podría servir, posteriormente, para determinar si existe mérito o no para iniciar un proceso tendiente a averiguar la verdad real de los hechos objeto de la investigación. En igual sentido, ha señalado este Tribunal que la negativa de la administración a permitirle el acceso al expediente a un denunciante, radica en que éste no es parte del proceso, sino solamente testigo de los hechos, y en tal condición, no puede ni debe permitirse el acceso al expediente en aras de  salvaguardar el mismo proceso de investigación, ya que un testigo rinde declaración sobre los hechos que conoce, no sobre las pruebas que versan en el expediente, y permitir el acceso podría alterar la deposición del testigo y la vulneración de los derechos de defensa del investigado, que es a quien se le deben resguardar sus derechos, en el supuesto de que posteriormente se determine iniciar un proceso de investigación. Por ello, no observa la Sala que con la negativa a acceder al expediente que reclama la recurrente, se haya vulnerado derecho fundamental alguno a la petente, y por ello, el recurso resulta inadmisible y así debe declararse. Por otro lado, observa la Sala que, según se ha informado bajo juramento, la investigación preliminar a la que pretendía tener acceso la recurrente, fue archivada mediante la resolución número 3572-2014 de las 8 horas del 22 de agosto del 2014, en la cual la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, resolvió archivar tales diligencias de investigación preliminar en contra el funcionario, al considerar que no existe mérito para la apertura de un expediente disciplinario, ordenando también remitir los autos al Supervisor Circuital para lo que corresponda. Sobre el particular, observa la Sala que de autos no se desprende que tal circunstancia, hubiera sido puesta en conocimiento de la recurrente, a pesar de que era una noticia de su interés. Por tal razón en cuanto a este extremo, sí se considera oportuno declarar con lugar el recurso, ordenando a la autoridad accionada, remitir copia del citado oficio a la accionante, en aras de que tenga conocimiento de que el asunto no continuará en investigación y con ello, pueda hacer cierre de una situación que la ha mantenido pendiente. Se declara parcialmente con lugar el recurso por no haberse comunicado a la accionante que mediante resolución número 3572-2014 de las 8 horas del 22 de agosto del 2014, se archivó la diligencia de investigación preliminar de su interés. En consecuencia, se ordena a la Jefa del Departamento Gestión Disciplinaria del Ministerio de Educación Pública remitir de manera inmediata a la recurrente, copia de esa resolución. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López, salva el voto y declara con lugar el recurso en todos sus extremos. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota.- 

	TRABAJO
	PLAZO QUE TIENE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARA INCOAR EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO A PARTIR DEL DECRETO DE LA MEDIDA CAUTELAR ANTE CAUSAM ES DE QUINCE DÍAS

Expediente:14-013799-0007-CO 
Sentencia:016237-2014

Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública. La recurrente acusa que, en contra de sus derechos a la defensa y al debido proceso, las autoridades del Ministerio de Educación Pública, desde el mes de abril de 2014, giraron en su contra una medida cautelar de reubicación sin señalar, de forma concomitante, los hechos y faltas que, presuntamente, cometió. Alega que, para la fecha de interpuesto el presente amparo, continúa reubicada sin conocer el referido cuadro fáctico por el cual es investigada.  En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el plazo de las medidas cautelares ante causam. b) Lo relativo al dictado de la medida cautelar ante causam y la indicación de los hechos y faltas presuntamente cometidas por la recurrente. En criterio de esta Sala, con que dicha medida fuera emitida de forma fundamentada (indicándose los motivos por los cuales se requería su dictado), lo cual, según se acredita del elenco de hechos probados, sí se efectuó de tal manera. No debe perderse de perspectiva que las medidas cautelares ante causam se dictan por razones calificadas de urgencia, con lo que resulta suficiente indicarlas como parte de su motivación. Así las cosas, este Tribunal no considera que el amparo deba de ser acogido en lo a que a este extremo se refiere. c) Sobre la medida cautelar ante causam impuesta y la dilación en definir la situación jurídica de la tutelada.  De la prueba allegada a los autos, así como del informe rendido bajo juramento, se tiene por demostrado que, para la fecha de interpuesto el presente amparo, sea, para el 1° de septiembre de 2014 -luego de transcurrido un plazo excesivo e irrazonable superior a los cuatro meses desde el dictado de la medida cautelar ante causam en cuestión-, no se había iniciado formalmente el procedimiento disciplinario en contra de la tutelada y, por consiguiente, no se había dictado el traslado de cargos referido supra, donde, como se dijo, se deben de indicar, entre otros aspectos de interés, los hechos imputados al administrado a fin que pueda ejercer su derecho a la defensa. Esto, a pesar que, de la relación de lo dispuesto en los artículos 229, párrafo 2°, de la Ley General de la Administración Pública, 26 del Código Procesal Contencioso Administrativo y 243 del Código Procesal Civil, el plazo que tiene la Administración Pública para incoar el procedimiento administrativo a partir del decreto de la medida cautelar ante causam es de quince días. De este modo, es evidente que los recurridos, en claro quebranto de los derechos fundamentales de la tutelada, han mantenido a ésta en un total estado incertidumbre e inseguridad jurídica por un plazo excesivo. Por consiguiente, lo procedente es acoger el amparo en lo que a este extremo corresponde. Lo anterior supone anular la medida cautelar ante causam, sin perjuicio de volver a disponerla, debiendo en ese caso incoar el procedimiento disciplinario en el plazo de 15 días. d) Finalmente, se le aclara a la recurrente que esta Sala Constitucional no es competente, por tratarse de temas de mera legalidad, para analizar y determinar los motivos verdaderos que originaron el dictado de la medida cautelar en cuestión; si los hechos por los cuales se dispuso ésta última se encuentran o no prescritos a la fecha y si los recurridos cumplieron, para tal efecto, todas y cada una de las etapas dispuestas en el llamado Manual de Atención de Conflictos en Instituciones Educativas Públicas. Todas estas disconformidades las deberá de formular la tutelada, si a bien lo tiene, ante las vías ordinarias de legalidad creadas sobre el particular. Se declara con lugar el recurso. Se anula la reubicación dispuesta mediante resolución No. 1.548-2014 de las 14:30 hrs. del 21 de abril de 2014, todo sin perjuicio de que pueda ser nuevamente dispuesta, debiendo iniciarse el procedimiento disciplinario en el plazo de 15 días a partir de su dictado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 

	TRABAJO
	EN APERTURA DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO LE DAN 24 HORAS PARA INTERPONER RECURSOS

Expediente:14-014267-0007-CO
Sentencia:016362-2014

Alega el recurrente que contra el amparado se ordenó la apertura de un procedimiento administrativo y se nombró un Órgano Director del procedimiento, el cual emitió resolución de traslado de cargos de 10:00 horas del 28 de agosto de 2014. Afirma que en dicha resolución, se comunicó al amparado la existencia del expediente, el cual fue puesto a su disposición y se le indicó que podía consultarlo en la sede del Órgano Director, en la Asesoría Legal de la institución; además, se le comunicó que tiene 24 horas para interponer los recursos pertinentes contra dicha resolución. Explica que en la semana que va del 25 al 29 de agosto de 2014, el amparado estaba destacado en la Unidad Regional Huetar Norte; fue ahí donde se le notificó la resolución de traslado de cargos a las 17:45 horas y la persona que le notificó no le dijo que tenía en su poder el expediente. Explica que el amparado no podía regresar a San José hasta el 29 de agosto de 2014; con lo cual, le resultaba imposible tener acceso al expediente antes de que se cumplieran las 24 horas con las que contaba para interponer los recursos y, menos aún, contaba con el tiempo necesario para realizar las consultas correspondientes y ubicar a un profesional en derecho que pudiera asesorarle en su defensa. Concluye de lo expuesto, que se ha violentado el derecho de defensa y el debido proceso. Solicita se ordene la suspensión inmediata del procedimiento administrativo y pide se retrotraigan los efectos de la notificación del traslado de cargos para que se garantice al amparado el debido proceso y el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se retrotrae el procedimiento administrativo al momento inmediato anterior a la notificación del auto de apertura del procedimiento disciplinario objeto de este amparo. Se ordena al Asesor Legal y Miembro del Órgano Director del Procedimiento, ambos del Instituto Nacional de Aprendizaje, remitir el expediente administrativo o su copia al lugar de trabajo del amparado y, que solo después de eso, se proceda con la notificación del citado auto de apertura. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	TRABAJO
	OBLIGACIÓN DEL PATRONO DE VELAR PORQUE LOS EMPLEADOS DISFRUTEN VACACIONES DE PERIODOS VENCIDOS 

Expediente:14-013700-0007-CO
Sentencia:016621-2014

Recurso de amparo contra la Ministra de Justicia y Paz. El recurrente alega que la autoridad recurrida interpuso una denuncia penal en su contra y posterior a ello, le obligó a tomar vacaciones por un período de treinta días, a partir del 30 de julio de 2014. Al regreso de sus vacaciones, nuevamente la recurrida lo obligó a tomar otros treinta días hábiles de vacaciones. Considera que dicha actuación es arbitraria y violatoria a sus derechos fundamentales, pues el Patrono no lo puede obligar a tomar vacaciones en forma obligatoria, como medida cautelar, debido a que existe un proceso en su contra. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el derecho de los trabajadores a disfrutas sus vacaciones, se citan los votos 11004-07 y 8859-06. b) Sobre la finalidad y naturaleza jurídica de las vacaciones. Se analiza el artículo 155 del Código de Trabajo y el derecho a las vacaciones como un derecho humano y la acumulación de vacaciones desnaturaliza los principios sobre los cuales se inspira su concesión. (Al respecto ver sentencia número 2010-20525). c) Sobre las actuaciones administrativas de obligarlo a tomar vacaciones, se indica que es facultad de patrono fijar el disfrute de las vacaciones de los trabajadores, a partir de la fecha en que éstos adquieran ese derecho, por lo cual el disfrute del mismo no queda a discreción del trabajador. Asimismo, de conformidad al artículo 69, del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia y Gracia, Decreto Ejecutivo No. 20295-J, se establece específicamente la prohibición de acumular vacaciones. De tal forma que existe disposiciones legales y una norma de control interno que obligan al patrono a hacer efectivo el disfrute de las vacaciones, lo cual aunado a la necesidad física y profiláctica al descanso por parte del funcionario, se convierte en un imperativo administrativo e institucional. Lo que en este caso constituye una violación a los derechos del amparado, es que se le obligue a tomar vacaciones sin comunicarle la fecha en que tomaría las vacaciones y además, dicho período que se le está obligando a tomar, no se encuentra vencido, por lo que la recurrida está obligando, al amparado, a tomar unas vacaciones de un período que no se encuentra acumulado. Así las cosas, con este último acto, la parte accionada le está imponiendo una sanción al amparado, al obligarlo a disfrutar unas vacaciones, a las que no se le han acumulado dos períodos. Por lo tanto, si bien el artículo 155, del Código de Trabajo, faculta al patrono para fijar el período en que el trabajador gozará de sus vacaciones, obviamente esto no significa que el patrono pueda imponer al trabajador el disfrute obligatorio de ese descanso, según su libre y exclusivo criterio y sin tomar en consideración las necesidades propias del empleado, y aún si éste no desea disfrutarlas, puede válidamente reservarlas para otro momento, sujeto a las disposiciones que al respecto señala el mismo Código. Así las cosas, dicha actuación lesiona el artículo 59, de la Constitución Política, por lo que procede a declarar parcialmente con lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el oficio MJP-541-09-2014 del 10 de setiembre del 2014. Se ordena a la Ministra de Justicia y Paz y Presidenta de la Junta Administrativa del Registro Nacional, que de forma inmediata, a partir de la notificación de esta resolución, ajuste el período de vacaciones a que tiene derecho el recurrente, de conformidad a lo dispuesto en el último considerando de esta sentencia. Asimismo, se advierte a la autoridad recurrida abstenerse de incurrir en los hechos que sustentaron la estimatoria de este recurso. 

	TRABAJO
	TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

Expediente:14-014928-0007-CO 
Sentencia:016680-2014

Recurso de amparo contra la Dirección Regional de Centros de Educación y Nutrición de Centros Infantiles de Atención Integral CE. El recurrente  acusa que  en contra de la amparada se tramita proceso administrativo sancionatorio,  en que se ha infringido el debido proceso y el derecho de defensa, por cuanto el auto de traslado de cargos es omiso respecto a la imputación de los hechos que se le atribuyen y se desconoce las posibles sanciones a imponer. Considera que se lesiona el debido proceso y el derecho de defensa de la tutelada. Entre los elementos esenciales que integran el debido proceso, están los principios de intimación e imputación. Lo que implica, en un procedimiento administrativo disciplinario o sancionatorio, que toda administración pública tiene el deber ineludible de poner en conocimiento  del interesado,  una  relación oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de los hechos que se le  atribuyen o conductas que se le imputan y de sus consecuencias jurídicas; esto es, debe  existir  una  especificación  del  carácter  y  fines  del proceso, para que el interesado pueda ejercer legítimamente su defensa (véase sentencia número 2010-004125). En el caso concreto, la Sala constata que el traslado, no permite que la amparada sepa con precisión cuál es el cargo que se le imputa, pues desconoce qué fue lo que hizo. De modo que ello, también implica que no se pueda establecer la tipicidad de la conducta, siendo que la resolución omitió referirse a las eventuales consecuencias jurídicas, que podría acarrear el  acto final; es de decir, la eventual sanción que podría imponerse, con lo que  se provoca un estado de indefensión. Bajo esas consideraciones, el actuar de la autoridad recurrida afecta el debido proceso y el derecho de defensa de la amparada y lo procedente es declarar con lugar el recurso.   Se declara con lugar el recurso, por violación al debido proceso. Se anula la resolución número RES-OD-AD-CEN-CINAI-014-2014, de las 10:00 horas del 29 de agosto de 2014. 

	TRABAJO
	NO PROCEDE SUSPENDER PROCESO DE NOMBRAMIENTO MIENTRAS INTERINO ADQUIERE LA CONDICIÓN DE ELEGIBLE

Expediente:14-014995-0007-CO 
Sentencia:016686-2014

Recurso de amparo contra el Director General del Servicio Civil y el Director General de Tributación Directa. La recurrente alega que labora interinamente en la Dirección General de Tributación Directa, desde el 13 de agosto de 2013, y el 21 de agosto de 2014 le fue comunicado su cese de nombramiento a partir de 1 de octubre de 2014. Indica que el 11 de marzo de 2014 solicitó a la Dirección General de Servicio Civil la convocara para la realización de pruebas extraordinarias para los puestos de técnico y profesional, con el objeto de estar en el registro de elegibles, sin embargo, en forma discriminatoria esa Dirección convocó a pruebas extraordinarias el 2 de Julio de 20114, excluyéndola a ella, lo que lesiona sus derechos fundamentales porque no tuvo oportunidad de concursar por la plaza que ocupa interinamente.  Sobre el cese de nombramientos interinos se cita el voto 4423-08. En el caso concreto, se descarta la lesión de los derechos fundamentales de la amparada, ya que en primer término, el cese de su nombramiento no lesiona su derecho fundamental a la estabilidad del empleo, pues obedece al nombramiento en propiedad de otra persona, tampoco se aprecia situación discriminatoria alguna en su perjuicio, específicamente con respecto a la supuesta omisión de convocarla para la realización de pruebas extraordinarias. Al respecto, bajo la fe de juramente el recurrido señala que las pruebas extraordinarias que se han realizado fueron calendarizadas antes del 8 de mayo de 2014 y que la realización de tales pruebas,  es una facultad discrecional de la Dirección General de Servicio Civil, de conformidad con el artículo 15 del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil. Asimismo, la sentencia 016328-10 señaló que “es improcedente, porque el hecho de estar ocupando plazas en forma interina y de estar haciendo las gestiones para realizar el examen del Servicio Civil, no les confiere derecho de suspender un proceso válido que comenzó antes de sus solicitudes de exámenes y que originó un registro de elegibles. Tampoco les confiere el derecho de suspender el proceso mientras obtienen los resultados de sus pruebas, dado que quienes ya integran el registro de elegibles, tienen el derecho de conformar las ternas, con independencia de que el concurso extraordinario no hubiere terminado aún. Por lo anterior, corresponde desestimar el amparo.” De manera que la pretensión de la recurrente, resulta improcedente también en cuanto al extremo de que se suspenda el proceso de nombramiento en el puesto que ocupaba interinamente, hasta que ella tenga la condición de elegible. Se declara sin lugar el recurso. 

	TRABAJO
	NOMBRAMIENTO DE UN INTERINO POR OTRO

Expediente:14-012038-0007-CO 
Sentencia:016990-2014

Recurso de amparo contra  el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. Señala la recurrente que la autoridad recurrida, cesó la prórroga de su nombramiento interino como Profesional de Servicio Civil 1B especialidad rehabilitación Física, y en su lugar procedió a nombrar otro funcionario de forma interina, quien además cuenta con  menos  requisitos, actuación que lesiona sus derechos fundamentales.  En este caso, sobre los Funcionarios Interinos, se citan los votos 7650-07 y 1117-11. Ahora bien, una actuación de la Administración contraria a lo expuesto constituye una violación al derecho a la estabilidad laboral del servidor interino, cobijado en el artículo 56, de la Constitución Política, por lo que la sustitución de un interino por otro sólo es posible si el cuadro fáctico encuadra en alguna de las excepciones mencionadas en los votos citados. Diferente sería el caso, en que por inopia de personal calificado, la administración se ve obligada a nombrar interinamente a un servidor que no reúne los requisitos exigidos por la ley y, posteriormente, lo sustituye por otro funcionario que, por su condición académica y profesional, sí reúne tales requerimientos, toda vez que el funcionario interino es sustituido por otro que no se encuentra en las mismas condiciones. Bajo tales circunstancias, la administración no hace un uso abusivo de la figura del funcionario interino en perjuicio del derecho a la estabilidad laboral, sino que, por el contrario, cumple la exigencia constitucional de la idoneidad comprobada como condición para el acceso a la función pública, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 192, de la Constitución Política. En el caso concreto, consta que el nombramiento que ostentaba la recurrente, de manera interina, como Profesional de Servicio Civil 1B especialidad rehabilitación Física, fue dejado sin efecto por las autoridades recurrida, designándose, en su lugar y, en contra de lo señalado, reiteradamente, por esta jurisdicción-, a otro funcionario, también, de forma interina. Nótese que no existe ninguna razón objetiva para prescindir de éste funcionario tales como el regreso del titular de la plaza que ocupa en forma interina retorne a esa plaza, o que se nombre a otra persona en propiedad, o bien, que exista una situación objetiva de necesidad de servicio que, como consecuencia, haga desaparecer la causa que dio origen al nombramiento. Además, en el puesto que venía desempeñando la amparada no se nombró a una persona mejor calificada o con una mejor categoría profesional, motivo por el cual no se justifica la interrupción de la prestación de servicios de la amparada. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se anula la nómina de nombramiento No. 465029-2014 de fecha 27 de julio de 2014. Se ordena a Yaxinia Díaz Mendoza, en su condición de Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien ocupe su cargo, que en forma INMEDIATA disponga lo necesario para que la amparada, sea reubicada en la plaza que venia ocupando de manera interina, plaza de Profesional de Servicio Civil 1B especialidad rehabilitación Física, mientras subsistan las razones que dieron origen a esa designación, según los criterios que se exponen en esta sentencia. 

	TRABAJO
	PROCEDIMIENTO DE DESPIDO POR FALTA DE PAGO DE CUOTAS DE COLEGIO PROFESIONAL

Expediente:14-014147-0007-CO 
Sentencia:017007-2014

Recurso de amparo contra el Sub-Director General Auxiliar, el Jefe del Departamento de Gestión Institucional de Recursos Humanos y el Órgano Director, todos del Registro Nacional y la Fiscal del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. La recurrente alega que el Colegio de Abogados la suspendió del 6 de octubre del 2010 al 21 de agosto del 2014, por morosidad, sin haberle notificado nada, ni seguirle un debido proceso o reconvenirla para que pagara, pues tiene entendido que solo se envió por Correos de Costa Rica una notificación a una dirección, que si bien es similar a la suya, no corresponde a la que tiene. Señala que se enteró que estaba morosa cuando su patrono, Registro Nacional, le notificó el 18 de agosto de 2014 de un procedimiento disciplinario, producto del cual puede ser despedida o incluso, acusada del ejercicio ilegal de la profesión de abogada, además de que debe devolver la diferencia salarial, a pesar de que no dejado de estar incorporada al citado Colegio, que es el requisito legal que exige el cargo de Profesional de Servicio Civil 1B que ocupa. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el procedimiento que se debe de llevar a cabo para que un Colegio Profesional pueda suspender un agremiado que se encuentra atrasado en el pago de la cuotas profesionales. Esta Sala ha señalado que si bien es cierto el pago mensual de la colegiatura es una obligación de los agremiados para poder ejercer legalmente su profesión y, en consecuencia, la falta de pago de las cuotas respectivas es un hecho de mera constatación contable, también lo es que la Ley Orgánica del Colegio de Abogados contempla un procedimiento para proceder a la suspensión de los abogados en el ejercicio de la profesión, por el incumplimiento del pago de más de seis cuotas ordinarias, evento en el que el abogado debe ser reconvenido y se le debe dar un plazo de un mes para cancelar la deuda, caso contrario se decretará su suspensión. b)  Sobre la actuación del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. En el caso concreto consta que fue debidamente notificada en el lugar señalado para notificaciones y registrado en el Colegio de Abogados. c)  Acerca del proceder del Registro Público. Al respecto, es menester señalar que no le corresponde a este Tribunal sustituir al Registro Nacional  en sus funciones o actuar como alzada en la materia, a fin de verificar si la amparada  reúne o no los requisitos necesarios para ocupar el puesto en que se indica está nombrada, pues ello implica una discusión de legalidad ordinaria que no procede resolver en esta sede. Por ello, si estima que, independientemente de lo resuelto por el Colegio de Abogados en cuanto a su suspensión, cumple con los requisitos o condiciones exigidas por la normativa infraconstitucional que rige la materia para estar nombrada en el puesto que ocupa, así deberá alegarlo en la propia vía administrativa, o bien, en su defecto, en la sede jurisdiccional correspondiente (véase, en similar sentido, sentencia No. 2002-002407 de las 9:35 hrs. del 8 de marzo del 2002). Se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	INTERINO POR INTERINO

Expediente:14-015434-0007-CO
Sentencia:017186-2014

Alega el recurrente que fue nombrada de manera interina en el puesto de miscelánea en el Escuela La Pradera del 12 al 19 de septiembre de 2014, en sustitución de la persona, propietaria del puesto -plaza número 36677- y se encuentra reubicada por enfermedad, según el comunicado de nombramiento. Señala que el 17 de septiembre de 2014 se efectuó el nombramiento de otra persona, hasta el 31 de enero de 2015, fecha en la cual culmina la reubicación; sin embargo, dicha persona también es interina en el puesto. Alega que se apersonó ante la Dirección Regional recurrida con el fin de conocer el motivo de dicha decisión y le indicaron que la otra persona fue nombrado con anterioridad. Considera lesionados sus derechos fundamentales, toda vez que fue removida de su puesto para nombrar a otra persona igualmente interina, en la misma fecha que ella estaba nombrada en la institución recurrida, pues dos personas fueron nombradas en la misma plaza. Considera que por haber sido nombrada con anterioridad, su nombramiento debía ser prorrogado hasta el 31 de enero de 2015. Se declara con lugar el recurso. Se anula el nombramiento interino del segundo funcionario, y se ordena al Director Regional de Alajuela del Ministerio de Educación Pública, nombrar inmediatamente en el puesto a la recurrente si se mantienen las mismas condiciones que motivaron su nombramiento interino. Los Magistrados Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	TRABAJO
	SE ACUSA DESPIDO EFECTUADO SIN ACUERDO EJECUTIVO

Expediente:14-013846-0007-CO 
Sentencia:017205-2014

Recurso de amparo contra el Ministro de la Presidencia, la Ministra y el Jefe del Departamento de Recursos Humanos, éstos últimos del Ministerio de Justicia y Paz. En el presente asunto, el recurrente estimó transgredido su derecho al debido proceso, pues, en su criterio, resulta ilegítimo que se haya ejecutado su despido sin que, de previo, se haya emitido el acuerdo ejecutivo que dispone el artículo 140, inciso 2°) de la Constitución Política, así como también sin que hubiere sido notificado debidamente sobre el despido decretado. No obstante los criterios del recurrente, este Tribunal Constitucional considera que en la especie no se han vulnerado derechos fundamentales y por ende, no es procedente acoger el amparo. En lo que se refiere al primer alegato, debe tenerse en cuenta que esta Sala ha venido sosteniendo el criterio reiterado de que si el cese del servidor se debe a un procedimiento administrativo llevado a cabo con cumplimiento de todas las garantías constitucionales del caso, y dentro de aquél se logró demostrar que existió una causa justificada para que se produzca el despido, no es necesaria la existencia del acuerdo ejecutivo y ello no implica, en modo alguno, una  violación del derecho fundamental al debido proceso. Obsérvese que en el caso concreto, el cese se debe a un procedimiento administrativo que, según se ha informado bajo juramento, fue llevado a cabo con todas las garantías constitucionales del caso, y por medio del cual, se logró demostrar que existió una causa justificada para que se produjera el despido en disputa; despido que se hizo sin responsabilidad patronal. Entonces, desde esta perspectiva, y para la Sala, no es necesaria la existencia del citado acuerdo ejecutivo, pues en este caso, como se desprende de autos, el cese de su nombramiento fue debido a la culminación de un procedimiento administrativo disciplinario, en el que el recurrente se encontró en total posición de defenderse y presentar sus pruebas de descargo. En todo caso, como se desprende de la prueba aportada a los autos y contrario al dicho del recurrente, existe en el expediente documento denominado Acuerdo Ejecutivo número 131-MJP del 26 de agosto del 2014, mediante el cual el Presidente de la República y la Ministra de Justicia y Paz, acordaron despedir al recurrente sin responsabilidad para el Estado a partir del 28 de agosto del 2014; documento que está en trámite de publicación en el Departamento de Leyes y Decretos del Ministerio de la Presidencia. En mérito de lo expuesto, se impone desestimar el amparo en cuanto a este extremo. En segundo lugar, cuestiona el recurrente la falta de notificación que se le hiciera de los actos finales del despido, a pesar de que había señalado medio para recibir notificaciones, considerando entonces que es lesivo de sus derechos, la comunicación de su despido por medio de la publicación de edictos en el Diario Oficial La Gaceta. Sobre el particular, observa la Sala que los procedimientos realizados ante la Dirección General de Servicio Civil, fueron del conocimiento del recurrente y la comunicación por edictos que se dio, más bien constituye una garantía mayor para el empleado, de tal manera que el cuestionamiento que plantea al respecto en el amparo, se refiere a la revisión de aspectos relacionados con el procedimiento que, en este momento, carecen de actualidad para los efectos inmediatos que tutela el recurso de amparo. Se declara sin lugar el recurso.- 

	TRABAJO
	DESPIDO DE FUNCIONARIO JUDICIAL POR AFECTAR LA IMAGEN Y BUEN NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

Expediente:13-007453-0007-CO 
Sentencia:017415-2014
          
Recurso de amparo contra la SECRETARÍA DE LA CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA  Y  EL  ORGANISMO  DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL. En el presente asunto, el recurrente alegó la falta de motivación de la resolución que dispuso su despido sin responsabilidad patronal como funcionario del Organismo de Investigación Judicial. En realidad, conforme se observa, a través de la resolución indicada se comunicó al amparado el acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en donde conoció la apelación planteada por el recurrente en contra de la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial por la cual se le había sancionado y se dispuso la revocatoria de su nombramiento como funcionario del Organismo de Investigación Judicial. No se trata, pues, de la resolución por la que se le impuso la sanción sino de aquella por la cual se confirmó esa medida tras resolver la impugnación planteada. Esta Sala ha revisado la fundamentación del acto sancionador como parte integrante del debido proceso a fin que el sancionado conozca la base fáctica y jurídica que motivó la sanción impuesta y pueda así, recurrir contra la decisión que estima lesiva de sus derechos e intereses. No obstante lo anterior, revisada la resolución oral del Tribunal de la Inspección Judicial por la cual se le impuso al actor la revocatoria de su nombramiento, esta Sala descarta el yerro acusado en cuanto a la falta de motivación. En efecto, de esa resolución se extraen las razones de hecho y de derecho que sirvieron de sustento para disponer la sanción cuestionada. En cuanto a los hechos, se consideró que en contra del recurrente se habían dictado unas medidas de protección en un proceso de violencia doméstica, incoado por su pareja por presuntas agresiones sufridas. En ese proceso se había ordenado retirar el arma de fuego reglamentaria que tenía el amparado como funcionario del Organismo de Investigación Judicial pues se acreditó que había amenazado a su ex compañera con esa arma. En virtud de esto, al amparado se le asignaron labores administrativas al no poder utilizar su arma de fuego, por lo que no podía cumplir con sus labores de investigador. Con base en esto, se estimó que el tutelado había incurrido en una falta grave al utilizar un arma de reglamento para amedrentar a su pareja, conducta que, para el órgano sancionador, resultaba más gravosa aun por su especial condición de agente del OIJ, quien por su adiestramiento y formación debía mantener prudencia y no utilizar el arma suministrada para otros fines distintos a los funcionales. Asimismo, se consideró que el tutelado no cumplía el requisito de idoneidad suficiente para desempeñarse en ese puesto y que se produjo una afectación a la imagen del Poder Judicial pues las conductas desplegadas por el actor no se enmarcan dentro del comportamiento exigible a un funcionario de este Poder de la República.  Es claro, entonces, que la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial cumple las exigencias necesarias en cuanto a la motivación de la sanción impuesta. Así las cosas, se impone desestimar el amparo en cuanto a este particular; una cosa es la falta de motivación, extremo que tratándose de resoluciones que imponen una sanción puede ser amparado en esta sede y, otra muy distinta, que no se compartan los argumentos vertidos para fundamentar la sanción, aspecto este último que deberá ser discutido a través de los recursos que establece la ley. Asimismo, en la sentencia No. 2013-16141 de esta Sala, se determinó que corresponde en cada caso, determinar si entre la conducta que se le reprocha al funcionario judicial y la afectación a la imagen o el buen nombre del Poder Judicial existe una relación de causalidad, así como la aplicación de los principios de razonabilidad y proporcionalidad entre el hecho atribuido y la sanción aplicable. En asunto, se acredita que la sanción impuesta al amparado no fue, únicamente, por las incorrecciones en la vida privada del servidor sino por el uso inadecuado del arma de reglamento. En todo caso, en cuanto a lo primero, la sanción no resulta irrazonable  o desproporcionada, se trataba de un funcionario judicial contra quien se acogió una demanda al acreditarse la violencia verbal, física y psicológica en contra de su compañera, contra quien utilizó la arma suministrada para amenazarla, conducta que afecta, en criterio de esta Sala, directamente, la imagen y credibilidad de la institución.  Finalmente, con respecto al argumento del accionante en cuanto a que había operado la  prescripción y la caducidad de la acción disciplinaria, son extremos que por ser de legalidad, deben ser analizados en las vías ordinarias. Se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	SE CUESTIONA EL PLAZA DE AUDIENCIA Y FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DEL TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

Expediente:14-011863-0007-CO 
Sentencia:017431-2014

Recurso de amparo contra el ALCALDE DE LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELITA y el ÓRGANO DEL DEBIDO PROCESO, MUNICIPALIDAD DE ALAJUELITA. Las recurrentes alegan violación al debido proceso, porque mediante resolución de las nueve horas del veintitrés de julio de 2014, el órgano director del procedimiento realizó el traslado de cargos, y las convocó a una audiencia a celebrarse el diecinueve de agosto de 2014, lo que consideran lesiona el debido proceso, toda vez que están siendo convocadas para la audiencia sin darles un plazo razonable para dar su versión de los hechos. Adicionalmente, alegan que el auto de traslado de cargos no específica las eventuales consecuencias jurídicas del procedimiento, pues tal resolución contiene una remisión genérica al artículo 149 del Código Municipal que hace referencia a todas las posibles sanciones. En este caso se analizan los temas del debido proceso y el derecho de defensa, la infracción a los principios de intimación e imputación, el plazo de citación a la comparecencia oral y privada. Finalmente, se indica que  en cuanto a la convocatoria de la audiencia se respetó el plazo establecido en el artículo 311 de la Ley General de Administración Pública. Por otra parte, en cuanto al alegato de que no se les indicó las eventuales consecuencias jurídicas del procedimiento, la Sala aprecia que sí llevan la razón las tuteladas, por cuanto en la resolución de marras efectivamente se hace una remisión genérica al artículo 149 del Código Municipal que hace referencia a todas las posibles sanciones, pero se omite indicar de forma expresa e individualizada, cuáles podrían ser las eventuales consecuencias jurídicas del acto final, para que se pueda proveer a la efectiva defensa de sus derechos e intereses, aspecto que la Sala considera como un elemento esencial del debido proceso, según se indicó anteriormente, y ello motiva que el amparo resulte procedente en cuanto a este extremo únicamente. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente en cuanto a la falta de fundamentación del traslado de cargos. En consecuencia, se anula la resolución de las nueve horas del veintitrés de julio de 2014, dictada dentro del procedimiento administrativo que se sigue contra las amparadas, y por ende, se retrotrae el procedimiento hasta ese momento. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 

	TRABAJO
	POTESTAD DISCIPLINARIA CONTRA FUNCIONARIO JUBILADO

Expediente:14-013308-0007-CO 
Sentencia:017437-2014

Recurso de amparo contra el TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL. El recurrente solicitó a esta Sala que anule el voto n.° 445-2014, dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial a las 13:44 horas del 28 de julio de 2014 (expediente administrativo disciplinario n.° 13-000484-0031-IJ) que lo sancionó con tres días de suspensión sin goce de salario. A su juicio, la sanción se impuso sin observar el debido proceso y, además, el procedimiento se abrió cuando él ya estaba jubilado. Explicó que, originalmente, el Tribunal lo había sancionado con amonestación escrita, pero el Consejo Superior del Poder Judicial anuló la sanción y ordenó el reenvío. Según alegó, el Tribunal de la Inspección, al imponer la nueva sanción, no siguió el debido proceso. Además, la decisión del Consejo también fue ilegítima, pues, de conformidad con los artículos 209 y 2010 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no estaba facultado para hacerlo. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el régimen disciplinario. b) Sobre la potestad disciplinaria contra un funcionario jubilado. c) Está claramente acreditado que el Tribunal de la Inspección Judicial formuló el auto de traslado de cargos contra el amparado ocho meses después de que se hubiera jubilado y lo hizo a raíz de una denuncia presentada meses después de acogerse a la jubilación. De conformidad con las  razones expuestas, lo actuado por el Tribunal de la Inspección Judicial resulta improcedente y el recurso debe estimarse. Es importante agregar que este Tribunal no objeta que la posibilidad de que el Poder Judicial procure incoar los procesos necesarios para sentar la responsabilidad civil o, incluso, penal contra un exfuncionario, como reza la sentencia n.° 05-08738, arriba citada. Sin embargo, se trata de una cuestión distinta al ejercicio de la potestad disciplinaria. En suma, el procedimiento disciplinario tramitado en contra del recurrente es improcedente, pues se abrió meses después de haberse acogido a la jubilación, cuando la relación de subordinación y la consiguiente potestad disciplinaria no existían. Por ese motivo, se debe anular la sanción impuesta. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución n.° 445-2014 dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las 13:44 horas del 28 de julio de 2014. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.

	TRABAJO
	INHABILITACIÓN PARA EJERCER CARGOS EN EL MEP Y REQUISITOS PARA OBTENER LA CONDICIÓN DE ELEGIBLES NUEVAMENTE

Expediente:14-015651-0007-CO 
Sentencia:017508-2014

Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIO CIVIL y el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. El recurrente alega que a pesar de que el 5 de octubre pasado venció el plazo de inhabilitación para ocupar cargos en el Ministerio de Educación Pública, se le mantiene en el Registro de Inelegibles que posee la Dirección General de Servicio Civil, razón por la que el sistema no le permite realizar el proceso de Reclutamiento. En esta sentencia se expone el tema sobre el requisito de idoneidad para ocupar un cargo dentro del régimen del Servicio Civil. En la especie, ha quedado demostrado que mediante Acuerdo N°0047-2011, de fecha 02 de mayo del 2011, en el artículo 1o, publicado en La Gaceta N°111-2011, el Ministerio de Educación Pública acordó despedir con justa causa y sin responsabilidad para el Estado al recurrente. Ahora bien, el artículo 9 inciso g) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil determina como requisito para ingresar al Servicio Civil “no haber sido destituido por infracción de las disposiciones del Estatuto, del presente Reglamento o de los reglamentos autónomos respectivos en los tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un plazo mayor, si a juicio de la Dirección General, la gravedad de la falta lo amerita”. De ahí que operara sobre el amparado una inhabilitación mínima de tres años, que según las autoridades recurridas venció el 5 de octubre de 2014. Ahora bien, los funcionarios recurridos señalan que para sacar al recurrente del Registro de Inelegibles de la Dirección General de Servicio Civil, debe solicitar el Estudio de Vida y Costumbres ante la Unidad de Reclutamiento y Selección del Ministerio de Educación Pública, con el fin de determinar su idoneidad moral y psíquica, según lo establece el artículo 20 inciso a) del Estatuto de Servicio Civil y el artículo 9 inciso c) de su Reglamento, en relación con el artículo 192 de la Constitución Política. Sin embargo, el amparado no ha solicitado dicho estudio, incumpliendo un requisito esencial para tener nuevamente la condición de elegibilidad ante la Dirección General de Servicio Civil. Desde esta perspectiva, no es posible para la Sala acreditar lesión alguna a los derechos fundamentales del promovente, ya que la actuación de los funcionarios recurridos se encuentra ajustada a las disposiciones reglamentarias, legales e incluso de rango constitucional, contenidas en el ordenamiento jurídico vigente, de manera que lo procedente es ordenar la desestimación del recurso. Se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN LA INSPECCIÓN JUDICIAL

Expediente:14-015743-0007-CO
Sentencia:017638-2014

Recurso de amparo contra el TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL. Alega el recurrente que el Tribunal de la Inspección Judicial le comunicó el traslado de cargos sobre una causa administrativa disciplinaria seguida en su contra. Indica que el procedimiento tiene como base la denuncia interpuesta por la Administradora de los Tribunales del I Circuito Judicial de San José, en la cual se acusa de incorrecciones en el ejercicio del cargo y utilizar la impresora del primer piso del edificio de los Tribunales de Justicia en impresión de partes de unos libros, lo cual, es parte de un curso de capacitación y cuenta con autorización para utilizar los equipos, bienes y recursos del Poder Judicial, incluso se les ofrece alimentación, material didáctico, se le asigna un usuario y clave para ingresar a la plataforma virtual de los cursos, por lo cual es normal la utilización de equipos y recursos para la impresión de las lecturas de referencia. Afirma que en el traslado de cargos se hace alusión a la tenencia de información de un correo enviado por un funcionario judicial, sin indicar de forma expresa cómo fue obtenido el mensaje de correo electrónico de referencia, si la persona que lo aportó era o no destinataria de ese correo, o si para ello, se contó con la orden de secuestro de documento privado o intervención de las comunicaciones privadas emitidas por un Juez competente, en observancia de los principios de legalidad y debido proceso. Manifiesta que parece que el correo fue captado sin contar con autorización de las personas destinatarias de la comunicación y sin respetar los requisitos legales y constitucionales, para tal intervención. Se declara CON LUGAR el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial de las 15:59 horas del 30 de septiembre de 2014 únicamente en lo concerniente a la copia del correo electrónico, emitido desde la cuenta de correo electrónico @gmail.com. Se previene al Presidente del Tribunal de la Inspección Judicial, adoptar las medidas preventivas necesarias para no incurrir a futuro, en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimación de este amparo. Los Magistrados Cruz Castro, Salazar Alvarado y Estrada Navas salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	TRABAJO
	RESPONSABILIDAD CIVIL POR DAÑOS OCASIONADOS A BIENES DE LA ADMINISTRACIÓN

Expediente:14-015966-0007-CO 
Sentencia:017661-2014

Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN EJECUTIVA DEL PODER JUDICIAL.  El planteamiento de fondo del recurrente versa en razón de la declaratoria que lo conmina a hacerse responsable en forma civil por el daño ocasionado al vehículo propiedad del Poder Judicial; a pesar de haber sido absuelto de toda pena y responsabilidad en un proceso administrativo disciplinario, y por encontrase archivado un proceso judicial tramitado ante el Juzgado de Tránsito del Segundo Circuito Judicial. No obstante lo dicho, debe tener en cuenta el recurrente que en nuestro ordenamiento jurídico existen varios tipos de responsabilidades, de manera que un mismo hecho podría encuadrar en varios presupuestos normativos de diversos regímenes jurídicos y producir, por ello, efectos diferentes, así las cosas, por el hecho que al recurrente se le hubiera exonerado en distintas sedes, esto no implica que deba eximírsele también de la responsabilidad civil, situación de la que no se desprende ninguna violación al debido proceso. Este razonamiento ha sido el sostenido por este Tribunal Constitucional en forma reiterada, se cita la sentencia 1265-95. Ahora bien, si el recurrente no se encuentra conforme con lo resuelto por parte de la autoridad accionada, deberá plantear dichos reclamos ante las vías de legalidad correspondientes. Por todo lo expuesto, y  al no constarse ninguna lesión al debido proceso, dado que  al amparado se le dio la oportunidad de defenderse y de impugnar todas y cada una de las resoluciones sobre las que se encontró inconforme, lo procedente es rechazar por el fondo el recurso, como en efecto se dispone. Se rechaza por el fondo el recurso.

	TRABAJO
	IUS VARIANDI


Expediente:14-014488-0007-CO 
Sentencia:017855-2014

Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN GENERAL DE AVIACIÓN CIVIL.  La recurrente reclama la lesión a sus derechos fundamentales, toda vez que, se le trasladó injustificadamente del puesto de Encargada de Proceso de Dotación de Personal de la Dirección de Recursos Humanos de la Dirección General de Aviación Civil, al puesto de Analista en el Proceso de Capacitación, en esa misma Dirección. Lo anterior, a pesar que mediante informe técnico DGAC-URH-INF-013-2014 del 14 de julio de 2014, se recomendó reasignar el puesto Nº 101255 de la clase Profesional de Servicio Civil 2, que ocupa en propiedad, a la clase Profesional de Servicio Civil 3, lo que fue aprobado mediante el oficio OSC-MOPT-453-2014 del 19 de agosto de 2014. Considera que con lo actuado, se ha interrumpido el goce de su estatus laboral, lo que le ha afectado su condición económica presente y futura. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el ius variandi abusivo en el sector público, en donde se indica que el único interés que pueden tener para esta jurisdicción analizar estas modificaciones son aquellos casos donde se reclaman variaciones en la relación de empleo -imputables a órganos o servidores públicos-, que sean abierta y claramente arbitrarias, sea que se trate de una modificación sustancial de las circunstancias de tiempo y lugar en que se desempeña el interesado, una degradación en sus funciones o bien, un rebajo sustancial del salario devengado, pues en esos casos se lesionaría en perjuicio del servidor el derecho a su estabilidad. Siendo arbitrario el traslado o la reubicación de lugar cuando no es posible determinar la existencia de motivos legítimos para su adopción (deber de fundamentación), o cuando se dispone un descenso en la categoría o salario del trabajador sin otorgarle oportunidad de defensa (principio de debido proceso) o las indemnizaciones legales correspondientes (principio de responsabilidad administrativa). Fuera de estos supuestos de uso abusivo, el empleador tiene facultad para variar las condiciones del contrato de trabajo (ius variandi), no correspondiendo a este Sede la valoración de dicha variación, pues como se dijo las discusiones sobre la procedencia o no de las modificaciones, son asuntos de mera legalidad que deben ser discutidas en la vía ordinaria correspondiente. En el caso concreto, se colige la existencia de motivos legítimos para el ejercicio del “ius variandi”, además no se observa que el cambio de puesto conllevara un cambio sustancial en las funciones de la recurrente, ni un rebajo del salario devengado, ni una reubicación de lugar de trabajo que perjudique el derecho a la estabilidad de la servidora. Bajo esta perspectiva, este Tribunal no advierte que el traslado de la recurrente varíe las condiciones esenciales de la relación laboral existente, como lo es la estabilidad, salario devengado y horario. Además, se aprecia que tal decisión está debidamente fundamentada. Finalmente, sobre la reasignación de la plaza de la recurrente, se indica que es un asunto de mera legalidad ordinaria, que debe conocerse y resolverse ante la propia recurrida o en las instancias previstas para tal efecto. En consecuencia, respecto a este extremo, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.-

	TRABAJO
	REUBICACIÓN LABORAL POR RAZONES DE SALUD

Expediente:14-015308-0007-CO 
Sentencia:017884-2014

Recurso de amparo interpuesto contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA y otros. La recurrente alegó que, por motivos de salud, se encuentra en funciones de docente reubicada hasta el 31 de enero de 2015. El 1.° de septiembre de 2014, el MEP le previno que debía aportar un nuevo dictamen médico emitido por la CCSS o el INS que recomiende su reubicación. Sin embargo, en el Área de Psiquiatría del Hospital Max Peralta le indicaron que no le corresponde a la CCSS, sino al INS, emitir dictámenes con recomendaciones laborales. De su parte, en el INS le indicaron que los trastornos que sufre no son producto de un riesgo laboral, por lo que tampoco le emitirán el dictamen. Solicitó a esta Sala que ordene a los recurridos emitir un dictamen médico que recomiende su reubicación. Consta que las autoridades del Hospital Max Peralta Jiménez indicaron que sí están en la disposición de emitir un dictamen sobre el padecimiento médico de la recurrente, pero no una recomendación laboral, pues se trata de un ámbito propio de salud ocupacional. De su parte, el INS indicó que tras valorar a la paciente se determinó «que no hay una relación de causalidad del trastorno depresivo con la labor de la funcionaria … y por ende no se considera un Riesgo de Trabajo». Sobre el tema se cita la sentencia 12454-14, en donde se indica que los asuntos de traslados, reubicaciones y readecuaciones de funciones del MEP a esa vía jurisdiccional, toda vez, que en esa materia suelen estar incluidos extremos que deben ser ventilados en la vía de la legalidad ordinaria al discutirse, por ejemplo, criterios técnico-médicos y requerirse de procesos de cognición plena en los que puedan recabarse elementos de convicción para dictar una resolución más acertada. Es evidente que esos aspectos exceden los fines del recurso de amparo que se caracteriza por ser un proceso sumario. Se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	PLAZO MÁXIMO DE INHABILITACIÓN PARA CARGOS PÚBLICOS ES DE 10 AÑOS

Expediente:14-015716-0007-CO 
Sentencia:017912-2014

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA y LA DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIO CIVIL. El amparado considera desproporcionado que la parte recurrida le haya declarado persona no idónea para ejercer cargos en la Administración Pública por un periodo de 10 años, que constituye una segunda sanción y que el estudio de vida y costumbres no valoró adecuadamente su idoneidad. Sobre el tema, se cita la sentencia 8483-12. El recurrente estima desproporcionado que se le haya declarado persona no idónea para ejercer cargos en la Administración Pública por 10 años. Por su parte, la Administración recurrida señala que dicho plazo fue recomendado por el estudio de vida y costumbres realizado al tutelado. Mediante sentencia 267-12 la Sala determinó que la redacción del artículo 9 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil, anterior carecía de un tope máximo para la inelegibilidad y, en ese tanto, se ordenó al Poder Ejecutivo subsanar tal omisión. Como consecuencia de la nueva redacción, la Dirección General de Servicio Civil emitió la resolución DG-091-2013, cuyas disposiciones son “…de carácter obligatorio para la aplicación del contenido del artículo 9 inciso d) el Reglamento del Estatuto de Servicio Civil.” Según dicha resolución, la condena judicial, el despido o el resultado del estudio de vida y costumbres pueden traer aparejados un plazo de 3 a 10 años de inelegibilidad para el reclutamiento en el Servicio Civil. Si bien la redacción del inciso d) de artículo 9 citado es confusa, se entiende que el funcionario que haya sido destituido no podrá reingresar al régimen del Servicio Civil en un plazo mínimo de 3 años y máximo de 10 años, según los lineamientos de la Dirección General de Servicio Civil. En el caso concreto, consta que al amparado se le impuso una prohibición de ingreso por 15 años, pues las autoridades recurridas tomaron en cuenta hechos posteriores a la destitución del amparado para fundamentar su falta de idoneidad. Lo anterior implica que se declare con lugar el extremo y que la resolución número DG-150-2014 de las 11:00 horas del 29 de agosto de 2014 devenga nula únicamente en cuanto al plazo conferido, que deberá ser ajustado por la autoridad accionada, para que respete el máximo de 10 años establecido en el artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Las autoridades recurridas deberán tomar en cuenta las circunstancias que no fueron conocidas en este proceso, pero que pudieran incidir en el cómputo del plazo, como lo sería una orden judicial. La declaratoria realizada por este Tribunal no impide, sin embargo, que la Administración decida en el futuro sobre la idoneidad moral del petente para ingresar al régimen del Servicio Civil, con base en la normativa vigente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución número DG-150-2014 de las 11:00 horas del 29 de agosto de 2014 únicamente en cuanto al establecimiento de un plazo de inidoneidad temporal de 10 años, el cual deberá ser ajustado por la autoridad accionada conforme a los lineamientos explicados en la parte considerativa de este pronunciamiento dentro del plazo de siete días contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	CAMBIO DE GUARDIAS MÉDICAS DE PERMANENCIA A DISPONIBILIDADES MÉDICAS DE ESPECIALISTAS EN LA CCSS

Expediente:14-015796-0007-CO
Sentencia:018109-2014

Recurso de amparo contra Gerente Médica de la Caja Costarricense del Seguro Social, Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social. Alega el recurrente que la Dirección del Hospital de Grecia, mediante oficio HSFADG-133-2012, de 28 de febrero de 2012, comunicó la aprobación del cambio de guardias médicas de permanencia a disponibilidades médicas de especialistas; lo que ha implicado que la atención especializada directa y presencial haya pasado de una atención presencial de 24 horas, a la ausencia de médicos especialistas durante los períodos comprendidos entre las 16 horas de un día y las 07 horas del día siguiente. Refiere el estudio de 3 casos en pediatría con consecuencias graves por el tiempo transcurrido mientras se coordinaba con el especialista disponible. Considera que la medida adoptada ocasiona desatención de los servicios, e impide salvaguardar de manera adecuada la vida de los usuarios de los servicios médicos que se brindan en dicho Hospital; particularmente en la Sección de Sala de Partos. Solicita que se deje sin efecto el oficio HSFADG-133- 2012, en cuanto al cambio de guardias médicas de permanencia a disponibilidades médicas de especialistas, y se ordene a la Caja Costarricense de Seguro Social a adoptar las medidas necesarias para dotar y garantizar de forma inmediata la prestación de servicios médicos especializados de forma presencial las 24 horas del día. Se declara SIN LUGAR el recurso.-


	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	POR TANTO
	RESUMEN

	Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota. 
	PRESCRIPCIÓN EN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Expediente:14-015078-0007-CO
Sentencia:016197-2014 

Acción de Inconstitucionalidad contra el Código Procesal Contencioso Administrativo, por considerar que es un código que deja en indefensión a los ciudadanos a la hora de requerir un procedimiento administrativo contra los autos de con carácter de sentencia que se dicte en cuanto a las excepciones de prescripción. Resuelve la Sala que la acción resulta inadmisible por varios motivos, a saber, por falta de fundamentación de la acción, por inexistencia de asunto base pendiente de resolver, por no constituir medio razonable para amparar el derecho y en razón del objeto de impugnación. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota.

	Se rechaza de plano la acción.-
	APORTE MÍNIMO DEL RÉGIMEN DE INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE

Expediente:14-014799-0007-CO
Sentencia:16188-2014 

Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 18 inciso c) del Reglamento de invalidez, vejez y muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social.

La norma establece que para optar por una pensión del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, el fallecido debió haber cotizado en los últimos 24 meses al menos 12 cuotas. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto previo. En este caso, las accionantes manifiestan que “no se requiere de un caso previo, judicial o administrativo, en virtud de que poseemos un interés legítimo”. Al respecto, este Tribunal aprecia que las accionantes no se encuentran en ninguno de los supuestos del párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En el presente caso, no se está en presencia de la defensa de intereses difusos o colectivos, o de algún otro supuesto de excepción que pueda prescindir del asunto previo pendiente de resolver, en los términos expuestos supra. La Sala estima que la acción de inconstitucionalidad carece del requisito esencial de asunto base pendiente como medio razonable de amparar el derecho o interés que se considere lesionado. En consecuencia, la acción resulta inadmisible y lo procedente es su rechazo de plano.

	Se rechaza de plano la acción.-
	COMPENSACIÓN DE HORAS EXTRA EN MIGRACIÓN

Expediente:14-013955-0007-CO
Sentencia:016169-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 4 y 26 del Reglamento para la Autorización, Reconocimiento y Compensación del Tiempo Extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería. Decreto Ejecutivo No.33791G del 22-03-2007.

 Las normas permiten la compensación de horas extras laboradas por los funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública, cuando no es posible cancelarlas. Se rechaza de plano la acción por falta de agotamiento de la vía administrativa. La accionante alega que su legitimación deriva de un reclamo administrativo interpuesto ante la Municipalidad de Curridabat, por el acto de ejecución de cobro del impuesto de patente originado en el incido d) del artículo 14 del Decreto Legislativo N° 9185. Señala que dicho reclamo no ha sido resuelto, por lo que aplica el silencio negativo administrativo y el asunto se encontraría en fase de agotamiento de la vía.  En este sentido es oportuno indicar al accionante que esta Sala ha establecido que resulta posible fundar la acción en un reclamo administrativo, siempre y cuando la invocación de inconstitucionalidad a que hace referencia el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se haya efectuado dentro de la fase de agotamiento de la vía propiamente dicha, que como se ha indicado reiteradamente, inicia con y a partir del recurso de reposición o alzada, interpuestos contra el acto final. En este caso , ese recurso no ha sido interpuesto, por lo que para los efectos dichos, la fase de agotamiento no ha iniciado y la acción resultaría entonces, prematura.

	Se rechaza de plano parcialmente la acción, en cuanto al artículo 50 de la Constitución Política. Se ordena darle curso a la acción únicamente sobre posible violación al principio de reversa de ley. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y rechazan de plano la acción en todos sus extremos.-
	MORATORIA DE ACTIVIDADES DE TRANSFORMACIÓN TÉCNICA DE RESIDUOS SÓLIDOS ORDINARIOS

Expediente:14-013283-0007-CO
Sentencia:016162-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1 del Decreto Ejecutivo N° 38500-S-MINAE. El accionante estima que dicha norma, al no fijar una data para la moratoria, convierte el Decreto en uno de aquellos actos propios del abuso de poder por parte de la administración, violentándose el principio de legalidad. Asimismo que el suspender la transformación térmica de residuos sólidos, lejos de proteger el ambiente, es un obstáculo sin sentido alguno. Finalmente, que el Decreto hace diferencia donde la ley no lo hace, siendo lo correcto someter a fiscalización e investigación a las empresas o personas dedicadas a la transformación térmica de residuos, tal y como lo contempla la ley No 8839. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el derecho al ambiente sano y ecológicamente equilibrado, en donde se indica que las funciones de rectoría, control y fiscalización de la materia ambiental, le corresponden al Estado, a cargo de las diversas dependencias administrativas y en el caso del Decreto impugnado, este Tribunal aprecia que, en el fondo, no hay una colisión entre la norma impugnada y el artículo 50 de la Constitución Política, sino una discrepancia entre lo dispuesto en el Decreto impugnado y los argumentos del accionante sobre cuál es la mejor forma de proteger el ambiente y la salud de las personas. No le corresponde decidir a la Sala la bondad de una u otra forma de disponer de los desechos sólidos. El Ministerio de Ambiente y Energía y el Ministerio de Salud, en el decreto impugnado, en cumplimiento de lo dispuesto no sólo en el artículo 50 de la Constitución Política sino en la Ley para la Gestión Integral de Residuos, han tomado la iniciativa de revisar las posibles consecuencias que sobre la salud y el ambiente pueda tener la transformación térmica de desechos sólidos, para tomar las medidas del caso, sin que sea procedente para la Sala inmiscuirse en tales temas, de carácter eminentemente técnico, que están claramente fuera de su competencia. En consecuencia, la acción debe ser desestimada en cuanto a este extremo. b) Sin embargo, el accionante también alega que el “no fijar una data para la moratoria, convierte a este Decreto Ejecutivo en uno de aquellos actos propios del abuso de poder por parte de la administración, violentándose el principio de legalidad en una de sus más claras formar, en el tanto la moratoria no disponga de un plazo concreto, esta se desnaturaliza”.En virtud de la alegada posible infracción al principio de reserva de ley -artículo 11 de la Constitución Política- la mayoría del Tribunal considera que debe dársele curso a la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y rechazan la acción en todos sus extremos. Se rechaza de plano parcialmente la acción, en cuanto al artículo 50 de la Constitución Política. Se ordena darle curso a la acción únicamente sobre posible violación al principio de reversa de ley. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y rechazan de plano la acción en todos sus extremos.-

	Se rechaza de plano el recurso.
	TIMBRE DEL COLEGIO DE ABOGADOS

Expediente:14-011444-0007-CO
Sentencia:016161-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 108 del Decreto Ejecutivo No. 36562-JP. Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado.

La norma cuestionada señala que en procesos en el escrito inicial o de demanda y en el de contestación, en procesos civiles, comerciales y contencioso administrativos, se pagará el timbre conforme con su cuantía y la escala que establecen nueve incisos de la norma. El accionante considera que el pago del timbre del Colegio de Abogados, representa una limitación del acceso a la justicia. Se rechaza de plano la acción por falta de fundamentación y se citan los votos en donde la Sala analizó el tema: 968-01 y 759-04.

	Se rechaza de plano la acción.
	REGLAMENTO DE CONDOMINIO

Expediente:14-006852-0007-CO
Sentencia:016160-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento Condominal del Proyecto de la Empresa Pacífico Development Coco PDC Ltda y su asociada Pacifico Association Management Services (PAMS) Ltda. 

Se acusa que el reglamento cuestionada obliga a los condóminos ha construir las viviendas en un máximo de cuatro años, posteriores a la compra del lote adquirido, lo que consideran violatorio del derecho de propiedad. Se rechaza de plano la acción por falta de agotamiento de la vía administrativa.

	Por mayoría se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran inconstitucionales del Decreto Ejecutivo número 35148-MINAET "Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones", el artículo 13 por violación al principio de jerarquía de las fuentes; el artículo 117 en la frase "La no resolución de la solicitud dentro del término indicado, será considerada como silencio positivo." por aplicar la figura del silencio positivo en una materia en que no procede ; los artículos 10, 141, 192 y 204, por haberse omitido darle participación a las organizaciones interesadas . En lo demás, declaran sin lugar la acción por otras razones. El Magistrado Rueda salva el voto parcialmente, rechaza de plano la acción respecto de los artículos 3,12, 13, 41, 93, 117, 141, 182, 183,193 y 204 del Decreto impugnado, únicamente por falta de legitimación activa; asimismo, declara con lugar la acción respecto de los numerales 10 y 192 impugnados y da razones separadas para desestimar la acción respecto del ordinal 1. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-
	DEMOCRACIA PARTICIPATIVA

Expediente:11-013081-0007-CO
Sentencia:016158-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 35148-MINAET en su totalidad y específicamente los artículos ,3,10,12,13,117,182,183,192,193,141,204 y 41, que se denomina Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las entidades públicas del Sector de Telecomunicaciones. Publicado en La Gaceta número 72 del 15-4-2009.

Las normas se impugnan en cuanto dicho decreto contradice, como un todo, el principio constitucional del debido proceso -establecido en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política en relación con el 361 de la Ley General de la Administración Pública- y el derecho de participación de las organizaciones sociales en la elaboración de disposiciones normativas que afecten o puedan afectar sus intereses legítimos (democracia participativa recogida en el artículo 9 constitucional), por cuanto dicha normativa contiene artículos cuyo contenido se refiere directamente o por conexión a derechos fundamentales de tipo laboral y económico-social, como es el caso de los artículos 10, 141, 192 y 204 impugnados, de forma tal que deben satisfacerse algunos requisitos formales necesarios para que un reglamento pueda surgir válidamente a la vida jurídica y afecte situaciones, derechos y expectativas de tipo laboral, lo cual no sucedió. Sostiene que de acuerdo con el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, entendido como principio con rango constitucional, el Poder Ejecutivo debe conceder audiencia a las organizaciones sociales representativas de intereses corporativos sobre los proyectos de disposiciones generales que regulen asuntos de su interés, como en efecto sucede con los artículos impugnados, además de que el concepto constitucional de promoción y defensa de los intereses económico-sociales de los trabajadores es sumamente amplio y abarca aquellas situaciones que tienen relación con el futuro económico del ICE, con su funcionamiento y organización, así como aspectos de interés público, lo que obligaba también a realizar la consulta. Asimismo, considera que se está en presencia de una reserva de ley relativa a la creación de un régimen especial de contratación para el Instituto Costarricense de Electricidad y sus empresas, dado que ello incide directamente en la esfera de competencias constitucionales conferidas a órganos públicos -como lo es la Contraloría General de la República- y en los artículos 41, 182 y 83 del reglamento en cuestión se regulan aspectos relacionados en con el ejercicio de derechos fundamentales de ciudadanos, lo que afecta la seguridad jurídica. Por mayoría se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran inconstitucionales del Decreto Ejecutivo número 35148-MINAET "Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones", el artículo 13 por violación al principio de jerarquía de las fuentes; el artículo 117 en la frase "La no resolución de la solicitud dentro del término indicado, será considerada como silencio positivo." por aplicar la figura del silencio positivo en una materia en que no procede ; los artículos 10, 141, 192 y 204, por haberse omitido darle participación a las organizaciones interesadas . En lo demás, declaran sin lugar la acción por otras razones. El Magistrado Rueda salva el voto parcialmente, rechaza de plano la acción respecto de los artículos 3,12, 13, 41, 93, 117, 141, 182, 183,193 y 204 del Decreto impugnado, únicamente por falta de legitimación activa; asimismo, declara con lugar la acción respecto de los numerales 10 y 192 impugnados y da razones separadas para desestimar la acción respecto del ordinal 1. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Sentencia 2014 - 016510. Expediente 14-014237-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 211 de la Ley General de Aduanas. Se rechaza de plano la acción. 
	SANCIONES POR CONTRABANDO

Expediente:14-014237-0007-CO
Sentencia:016510-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 211 y 213 de la Ley General de Aduanas. Las normas disponen el monto de la multa en caso de contrabando cuando el valor de la mercancía exceda el monto de los 50 mil pesos centroamericanos. Se aduce que existe doble imposición de penas (multa y prisión), y que la multa contraviene el principio de proporcionalidad. En este caso, al no cumplir los requisitos mínimos la invocatoria de inconstitucionalidad de las normas en el asunto base, la acción no constituye un medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado, pues no basta con la existencia de un asunto base, sino que además, debe invocarse la inconstitucionalidad dentro de éste, a fin de establecer el carácter incidental de la acción, por lo que en consecuencia la acción resulta inadmisible.

	 Sentencia 2014 - 016522. Expediente 14-014853-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra impugna el artículo 58 de la Ley de Pensiones Alimentarias N.7654. Se rechaza por el fondo la acción.- 
	AUMENTO AUTOMÁTICO DE PENSIÓN ALIMENTARIA

Expediente:14-014853-0007-CO
Sentencia:016522-2014

Acción de inconstitucionalidad CONTRA el artículo 58 párrafo primero de la Ley de Pensiones Alimentarias N° 7654 del 19 de diciembre de 1996. El accionante alega que el artículo impugnado establece como categoría de obligado alimentario la de “alimentanteno asalariado”.Sin embargo, al fijar un parámetro objetivo para revalorizar automáticamente la cuota alimentaria todos los años, la norma recurre al porcentaje de incremento que recibe un trabajador asalariado del sector público como lo es el Auxiliar Administrativo Uno del Poder Judicial. El legislador, sin razón técnica aparente, recurrió a aplicar a este sector laboral, un ajuste automático de la cuota alimentaria basado en el incremento salarial para el sector público. Agrega el accionante, que no existe una relación intrínseca entre el objeto que la Ley N° 7337 regula y el fin que persigue la Ley de Pensiones Alimentarias al establecer el ajuste de los montos por costo de vida, de manera que el porcentaje o “fórmula matemática” aplicada por dicho Consejo para revalorizar la cuota alimentaria en materia de pensiones, genera una evidente y clara distorsión en relación con los otros obligados alimentarios asalariados, que lesiona entre otros, los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad. No obstante, señala la Sala que la constitucionalidad del artículo 58 referido, y de la norma conexa, el artículo 2° de la Ley 7337, fue analizada en la sentencia número 2003-15392. El análisis expuesto en esa sentencia se hizo teniendo presente la especial y trascendental naturaleza de la pensión alimentaria. Lo resuelto en aquella oportunidad, fue revisado recientemente en las sentencias: 016821-13 y 2526-14, en donde se indica que el legislador tiene discrecionalidad para escoger el parámetro que estime más conveniente para determinar el aumento automático de las pensiones alimentarias y que, en este caso, el Tribunal ha considerado que el escogido –salario base del Auxiliar Judicial I del Poder Judicial-, no viola los principios de razonabilidad, proporcionalidad y racionalidad, en tanto constituye un instrumento objetivo. Además, el obligado alimentario siempre tiene la posibilidad de solicitar revisión del monto de pensión que debe pagar. En virtud de lo expuesto, se impone remitir al accionante a las sentencias referidas. Se rechaza por el fondo la acción. 

	 Sentencia 2014 - 016536. Expediente 14-015393-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. WILLIAM GIOVANNI CHARPENTIER MORALES contra Se impugna el artículo 8 de la Ley 9069.. Se rechaza de plano la acción. 
	IMPUESTOS A FIDEICOMISOS

Expediente:2014-015393
Sentencia:016536-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 8 de la ley 9069, “Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria” –que modifica el artículo 662 del Código de Comercio-, en la medida que impone el pago de aranceles en transacciones que se efectúen entre las partes que han suscrito un fideicomiso, lo que estima violatorio de los principios de de igualdad, libertad de comercio y libre competencia. La acción resulta inadmisible por carecer de asunto base pendiente de resolver y en consecuencia el actor no cuenta con legitimación para accionar.

	 Sentencia 2014 - 016544. Expediente 14-015498-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. JOSE ALBERTO SALAZAR BENAVIDES contra ARTICULO 501 PÁRRAFO C) DEL CÓDIGO DE TRABAJO. Se rechaza por el fondo la acción. 
	APELACIÓN EN MATERIA LABORAL

Expediente:14-015498-0007-CO
Sentencia:016544-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso c) del artículo 501 del Código de Trabajo. La norma cuestionada dispone que una vez notificadas las sentencias o resoluciones allí indicadas a las partes, no se enviará el expediente al órgano judicial superior, sino hasta un día después del término indicado en el artículo 500 del mismo Código, que dispone que el recurso de apelación debe interponerse dentro de los tres días siguientes a la notificación de la resolución correspondiente, esto para permitir que los interesados que apelen tengan tiempo de razonar ante el mismo Tribunal de primera instancia los motivos de su inconformidad, por lo que indica el accionante, que es evidente que la admisión de la apelación está condicionada al hecho de que se expongan los agravios en el mismo escrito donde se plantea la apelación, y no posteriormente y de manera directa ante el órgano superior. En su criterio, esta previsión contraviene los principios de defensa en juicio, legalidad, proporcionalidad, razonabilidad, igualdad de trato, debido proceso, y justicia pronta y cumplida. La Sala ha tenido ya la oportunidad de pronunciarse sobre la conformidad constitucional de la norma que ahora se conoce, sin que existan motivos por los cuales considere una variación sobre el criterio vertido y reiterado sobre el particular. En efecto, mediante sentencias 2001-9579, 2001-13005, 2002-848, 2002-9705, y 2003-6587, determinó la Sala que el inciso c) del artículo 501 del Código de Trabajo y la jurisprudencia que así lo aplica son conformes con el Derecho de la Constitución, bajo la consideración de que si la expresión de agravios debe plantearse ante el Tribunal Superior o no, es un asunto de mera discrecionalidad y técnica legislativa, ya que el legislador está plenamente facultado para diseñar, dentro de cada rama general del Derecho procesal, procesos específicos que permitan adecuar la actividad jurisdiccional a la especialidad, de donde resulta que está plenamente facultado para modelar el sistema que estime conveniente para regular las reglas del recurso de apelación, siempre y cuando se garantice el debido proceso, infracción que no se estime se presenta con la norma cuestionada, por cuanto la misma ciertamente permite la formulación del recurso mismo, sin impedir en momento alguno el acceso a la justicia de segunda instancia. Así, el referir el proceso agrario a las normas procesales de carácter laboral y no de manera expresa a las procesales civiles –como extraña el accionante-, obedece igualmente al criterio del legislador en uso de esa potestad legislativa que le permite definir y modelar los procesos jurisdiccionales dentro del modelo de Estado democrático y social de Derecho, criterio a partir del cual resulta impropio aducir la inconformidad constitucional planteada por el accionante.  En consecuencia, siendo que en el caso bajo estudio ya la Sala ha definido que la norma impugnada dista de ser contraria al Derecho de la Constitucional, y sin que existan motivos para cambiar el reiterado criterio de esta Sala, lo que corresponde es rechazar por el fondo la acción, como en efecto se dispone. Se rechaza por el fondo la acción.

	 Sentencia 2014 - 016545. Expediente 14-015502-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. JORGE ORTIZ SANCHEZ, TUNATUN INTERNACIONAL DE COSTA RICA S.A. contra ARTICULO 591 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL. Se rechaza por el fondo la acción. 
	CASACIÓN EN MATERIA CIVIL

Expediente:14-015502-0007-CO
Sentencia:016545-2014

Acción de inconstitucionalidad contra de los artículos 591 y 165 del Código Procesal Civil. La presente acción se dirige contra los artículos 591 y 165 del Código Procesal Civil, en cuanto, de la aplicación conjunta de esas normas, no se admitió un recurso de casación formulado por el recurrente en contra de lo resuelto en un proceso ejecutivo hipotecario y se remita el asunto a la vía ordinaria, lo cual el accionante considera desproporcionado, irracional, gravoso y excesivo, con violación del derecho a la justicia. En este caso, el tema ha sido reiteradamente resuelto por el fondo por esta Sala y no hay variación de criterio ni elemento alguno que motivo hacerlo. En efecto, la Sala ha considerado en numerosas sentencias que el artículo 591 del Código Procesal Civil no es contrario a la Constitución y el hecho de que no se admita el recurso de casación en materia civil por razón de la cuantía o la clase de proceso no es discriminatorio ni desproporcionado. Se cita la sentencia: 6368-93. Independientemente de la desestimatoria por razones de fondo, que constituyen jurisprudencia vinculante erga omnes, publicada, aplicada y reconocida por tribunales y justiciables, la presente acción carece de asunto previo en que la invocación de inconstitucionalidad fuera medio razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado, según lo exigido en el artículo 75.1 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza por el fondo la acción.-

	Sentencia 2014 - 016556. Expediente 14-015583-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ALLAN FERNANDO RIVERA BENAVIDES contra LEY Nº 8758 "DESAFECTACIÓN DEL USO PUBLICO DE LA CALLE 13 BIS, DISTRITO 1, CANTÓN I, SAN JOSE". Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 14-012628-0007-CO se tramita ante esta Sala. 
	VETO PRESIDENCIAL. RESOLUCIÓN DE TRÁMITE

Expediente:2014-15583
Sentencia:16556-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la ley número 8758, “Desafectación del uso público de la calle 13 bis de San José” (mercado de artesanías). 

Aduce intereses difusos para su legitimación. Señala que el levantamiento del veto presidencial es inconstitucional, ya que tal levantamiento sólo es posible cuando el Plenario Legislativo no haya resuelto el informe de Comisión aprobando las objeciones del Ejecutivo o resellando el proyecto, y que en caso de omisión del Legislativo, opera el plazo cuatrienal establecido para los proyectos de ley. Menciona que la Comisión recomendó el resello, pero el mismo no fue confirmado, y el plazo de cuatro años alcanzó al proyecto, por lo que no procedía el levantamiento del veto. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 14-012628-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

	 Sentencia 2014 -016583. Expediente 13-009349-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 24 de la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos. No. 7779 del 30 de abril de 1998 y el Decreto Ejecutivo No. 35368-MAG-S-MINAET. Se declara sin lugar la acción. Los magistrados Armijo Sancho y Rueda Leal salvan el voto y declaran con lugar la acción, con todas sus consecuencias.- 
	QUEMAS AGRÍCOLAS CONTROLADAS

Expediente:13-009349-0007-CO
Sentencia:016583-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 24 de la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos. No. 7779 del 30 de abril de 1998 y el Decreto Ejecutivo No. 35368-MAG-S-MINAET

Señalan los accionantes que las quemas, de cualquier índole, producen la liberación de dioxinas, las cuales son contaminantes pertenecientes a la denominada "docena sucia", un grupo de productos químicos peligrosos pertenecientes al grupo de los contaminantes orgánicos persistentes (COP), una vez que han penetrado en el organismo, persisten en él durante mucho tiempo gracias a su estabilidad química y a su fijación al tejido graso, donde quedan almacenadas por un período que oscila entre 7 y 11 años. En el medio ambiente tienden a acumularse en la cadena alimentaria, cuanto más arriba se encuentre un animal en dicha cadena, mayor será su concentración de dioxinas.  Destacaron que la Asamblea Legislativa, por Ley No. 8538 de 23 de agosto de 2006, aprobó el Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes, por lo que existe una obligación vigente para el Estado costarricense, de disminuir la generación de compuestos tan nocivos para la salud humana, como son las dioxinas y furanos. Dentro de los compromisos asumidos por el Estado costarricense, figura realizar un inventario que cuantifique las fuentes de la contaminación con Componentes Orgánicos Persistentes. En el "Resumen Inventario de COPs" de la Dirección de Gestión de Calidad Ambiental del Ministerio de Ambiente y Energía, sobre la generación de Componentes Orgánicos Persistentes en Costa Rica, se demuestra que un 55 % de las Dioxinas y Furanos son producidos por las quemas a cielo abierto (quemas forestales y quemas agrícolas de cultivo de caña de azúcar, rastrojo de café, plásticos de tomate, residuos de piña y arroz, entre otros).  Subrayó que la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (Resolución SETENA SG - AJ - 478  de 8 de abril de 2008), el Contralor Ambiental del Ministerio del Ambiente y Energía (oficio No. CA - 2012 - 157  de 23 de octubre de 2012), se pronunciaron en contra de la autorización de las quemas controladas.  Se declara sin lugar la acción. Los magistrados Armijo Sancho y Rueda Leal salvan el voto y declaran con lugar la acción, con todas sus consecuencias. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Sentencia 2014 -016584. Expediente 14-006362-0007-CO. A las dieciséis horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo XIX 2 bis del Reglamento de Construcciones del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo. Reformado en sesión ordinaria No. 5970 del 06-12-2012. Se declara sin lugar la acción.
	INSTALACIÓN DE TORRES DE TELECOMUNICACIONES

Expediente:14-006362-0007-CO
Sentencia:016584-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo XIX.2 bis del Reglamento de Construcciones del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo. Reformado en sesión ordinaria No. 5970 del 06-12-2012. La norma cuestionada señala que la instalación ampliación o modificación de la red o infraestructura de telecomunicación se podrá ubicar en cualquier parte del territorio nacional y, para ello, deberá cumplir con parámetros técnicos de calidad y cobertura definidas por la SUTIL y estará a cargo de los operadores y proveedores de las telecomunicaciones debidamente acreditadas y habilitados para tal efecto, debiendo acudir a la Municipalidad respectiva para la obtención del uso del suelo conforme a las disposiciones técnicas del reglamento y la licencia de construcción. Considera el accionante que la norma lesiona el derecho al ambiente. La norma se impugna en cuanto permite la instalación, ampliación, o modificación de la red o infraestructura de telecomunicaciones en cualquier parte del territorio nacional, particularmente en parques nacionales o zonas protegidas, como lo es la zona de amortiguamiento del Parque Nacional Marino Las Baulas. Se declara sin lugar la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Sentencia 2014 - 016968. Expediente 14-016139-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 20 de la Ley de Protección al Trabajador, y el artículo 6 del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual. Se rechaza de plano la acción.-  
	RÉGIMEN DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS

Expediente:14-16139-0007-CO
Sentencia:16968-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 20 de la Ley de Protección al Trabajador, y el artículo 6 del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual.

Se cuestionan las normas, en la medida que impiden girar en un solo tracto el total del monto acumulado en el régimen obligatorio de pensiones complementarias, violentado con ello el principio de igualdad y el derecho de propiedad. En el presente caso, según se deriva del estudio de los documentos aportados por el actor, y a diferencia de lo que él alega, la Sala aprecia que la gestión que planteó no sirve en aras de agotar la vía administrativa y, por ende, el accionante no está legitimado para plantear esta acción de inconstitucionalidad, por inexistencia del asunto base. Se rechaza de plano la acción.

	Sentencia 2014 - 016937. Expediente 14-015561-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY NO. 8758 "Desafectación DEL USO PUBLICO DE LA CALLE 13 BIS, DISTRITO 1, CANTÓN I, SAN JOSE". Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no se resuelta la que bajo expediente 14-012628-0007-CO se tramita ante esta Sala.  
	VETO PRESIDENCIAL


Expediente:14-15561-0007-CO
Sentencia:016939-2014 

Acción de inconstitucionalidad contra la ley número 8758, “Desafectación del uso público de la calle 13 bis de San José” (mercado de artesanías). 

Aduce intereses difusos para su legitimación. Señala que el levantamiento del veto presidencial es inconstitucional, ya que tal levantamiento sólo es posible cuando el Plenario Legislativo no haya resuelto el informe de Comisión aprobando las objeciones del Ejecutivo o resellando el proyecto, y que en caso de omisión del Legislativo, opera el plazo cuatrienal establecido para los proyectos de ley. Menciona que la Comisión recomendó el resello, pero el mismo no fue confirmado, y el plazo de cuatro años alcanzó al proyecto, por lo que no procedía el levantamiento del veto. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no se resuelta la que bajo expediente 14-012628-0007-CO se tramita ante esta Sala.  

	Sentencia 2014 - 016934. Expediente 14-015480-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra DECRETO EJECUTIVO Nº 13032-P-SPPS DEL 15 DE OCTUBRE DE 1981 PUBLICADO EN LA GACETA Nº 205 DEL 27 DE OCTUBRE DE 1981, CÓDIGO DE ÉTICA, ARTICULO 140. Se rechaza de plano la acción.-  
	SANCIONES EN COLEGIO DE MÉDICOS

Expediente:14-15480-0007-CO
Sentencia:016934-2014 

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto número 13032-P-SPPS y el artículo 140 del Código de Ética del Colegio de Médicos.

Las normas catalogan las faltas por las que puede sancionarse a un agremiado en dicho Colegio profesional. Estima que se trata de una norma abierta, al no definir de manera concreta qué se entiende por falta grave, violentado así, en criterio del accionante, los principios de razonabilidad, proporcionalidad, debido proceso, tipicidad, imparcialidad e imputación. En este caso, pese a que fue prevenido el promovente no aportó la certificación solicitada, ni aparece en la documentación que ha sido aportada por el accionante; de ahí que se concluye que el actor no está legitimado para promover este proceso, por inexistencia del asunto base. Se rechaza de plano la acción.

	Sentencia 2014 - 016930. Expediente 14-015343-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTICULO 39 DE LA LEY 8508, ARTICULO 175 DE LA LEY 6227 Y ARTICULO 198 DE LA LEY 6227. Se rechaza de plano la acción.-  
	CADUCIDAD DE UN AÑO DE LOS DERECHOS LABORALES EN EMPLEO PÚBLICO

Expediente:14-015343-0007-CO
Sentencia:016930-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 39 de la Ley 8508 (Código Procesal Contencioso-Administrativo)  y 175 de la Ley 6227 (Ley General de la Administración Pública).

Se acusa que las normas cuestionadas hacen caducar en un año los derechos laborales del empleo público y considera que se debería aplicar la prescripción prevista en el artículo 198 de la Ley No. 6227. En este caso, la acción resulta inadmisible por inexistencia de asunto previo. Se rechaza de plano la acción.-  

	Sentencia 2014 - 016919. Expediente 14-013600-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra Artículo 4 párrafo 2), artículo 10 párrafo 1) de la Ley de la Defensoría de los Habitantes. No.7 31967 y el artículo 85 inciso g) del Reglamento Legislativo. Se rechaza de plano la acción.  
	NOMBRAMIENTO DE DEFENSOR DE LOS HABITANTES


Expediente:14-013433-0007-CO
Sentencia:016919-2014


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4 párrafo 2), artículo 10 párrafo 1) de la Ley de la Defensoría de los Habitantes. No.7 31967
-Artículo 85 inciso g) del Reglamento Legislativo. 

Se acusa que se nombra Defensor de los Habitantes sin una terna del Servicio Civil, pues se nombramiento que se hace a través de una terna que saca una comisión legislativa no es lo legalmente establecido. 

	Sentencia 2014 - 016917. Expediente 14-012099-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 7 del Estatuto de la Asociación Fondo de Mutualidad de Empleados de la CCSS. Por improcedente, se declara no ha lugar a la gestión planteada. El magistrado Rueda Leal pone nota.  
	REQUISITOS DE INGRESO AL FONDO DE MUTUALIDAD DE LA CCSS

Expediente:14-012099-0007-CO
Sentencia:16917-2014

Recurso de revocatoria contra sentencia 13766-14, dictada en la acción de inconstitucionalidad contra el artículo 7 del Estatuto de la Asociación Fondo de Mutualidad de Empleados de Caja Costarricense del Seguro Social. Es funcionario de la CCSS y no se le permite asociarse al Fondo por tener más de 45 años, en donde se rechazó de plano el recurso porque en este caso se incumple el referido requisito de forma, y sin que resulte procedente prevenir subsanar el mismo. El magistrado Rueda Leal y la magistrada Hernández López salvan el voto. En esta nueva gestión se indica que la sentencia cuestionada fue debidamente clara en indicar al accionante los motivos por los cuales se rechazó de plano la misma, y tomando en consideración que el primer párrafo del artículo 11 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional establece la inexistencia de recursos contra las sentencias de esta Sala, lo que corresponde es declarar sin lugar la gestión interpuesta por ser abiertamente improcedente. Por improcedente, se declara no ha lugar a la gestión planteada. El magistrado Rueda Leal pone nota.  

	Sentencia 2014 - 016916. Expediente 14-009531-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULOS 509 Y 510 DEL CÓDIGO DE TRABAJO EN RELACIÓN CON EL PROCEDIMIENTO PARA EL JUZGAMIENTO DE LAS FALTAS COMETIDAS CONTRA LAS LEYES DE TRABAJO O DE PREVISIÓN SOCIAL. Se rechaza de plano la acción, por inadmisible en cuanto al artículo 509 y por el fondo, en cuanto al artículo 510, ambos del Código de Trabajo.-  
	EXIGENCIA DE APROBACIÓN PREVIA PARA LA TERMINACIÓN DE LOS CONTRATOS DE TRABAJO EN CONFLICTOS COLECTIVOS

Expediente:14-009531-0007-CO
Sentencia:016916-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 509 y 510 del Código de Trabajo. La acción se dirige contra los artículos 509 y 510 del Código de Trabajo; el accionante considera inconstitucional que, el primero, disponga que en los conflictos colectivos de trabajo se establezca una sanción de arresto para la parte del conflicto que tome represalias y, el segundo, exija la aprobación del juez para la terminación de contratos laborales. En cuanto al artículo 509 del Código de trabajo el caso carece de asunto previo. En cuanto al artículo 510 del Código de Trabajo, sobre la  exigencia de la aprobación previa de la terminación de los contratos laborales por parte del Juez de Trabajo, a partir del momento en que se plantea el conflicto colectivo, se trata de un acto de autorización cautelar tendente a garantizar los fines del procedimiento conciliatorio y en perfecta conformidad con las normas de la Constitución Política para evitar despidos discriminatorios durante el procedimiento. El reconocimiento constitucional de un régimen de libre despido en el ámbito de las relaciones laborales privadas en las cuales el empleador, por su sola voluntad, puede, en definitiva, poner fin a la relación de trabajo, aun cuando no exista justa causa para el despido, caso en que el patrono debe pagar una indemnización especial (art. 63), no es obstáculo para que el legislador adopte reglas de protección especial como la aquí impugnada. La realidad ha puesto en evidencia que ciertas los trabajadores en situaciones de conflicto son más vulnerables frente a prácticas discriminatorias y, por ello, su despido se somete a ese régimen de autorización judicial. En consecuencia, procede rechazar por el fondo este extremo pues no hay mérito alguno para considerar que la norma, por su texto literal, ni por su interpretación o aplicación por parte de la jurisdicción laboral, sea disconforme con la Constitución. Se rechaza de plano la acción, por inadmisible en cuanto al artículo 509 y por el fondo, en cuanto al artículo 510, ambos del Código de Trabajo.-

	Sentencia 2014 - 016976. Expediente 14-007517-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 36 Inciso D ) Sub - Inciso V ) De La Ley 9028 Ley General De Control De Tabaco Y Sus Efectivos Nocivos En La Salud. Se declara SIN lugar la acción. Magistrado Rueda salva el voto y declara con lugar la acción.-
	SANCIONES POR PUBLICIDAD CON BASE EN LA LEY GENERAL DE CONTROL DEL TABACO

Expediente:14-007517-0007-CO
Sentencia:016976-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 36 inciso d) sub-inciso v) de la Ley 9028. Ley General de Control de Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud. 

El accionante asegura que la multa dispuesta por el numeral cuestionado es desproporcionada e irrazonable, pues el monto es igual para todo tipo de negocio (diez salarios base), sin importar el tamaño ni la capacidad de generar ingresos. Agrega que la disposición contraviene el principio de igualdad, pues solamente establece una sola sanción, una multa fija, sin distinción alguna respecto del infractor, ya que todos los comerciantes no tienen la misma actividad económica, similares ingresos o espacio de trabajo. Detalla que no es lo mismo tener siete cajas registradoras con cajetillas de cigarros, que solamente una en un pequeño lugar; el impacto de la publicidad no es igual. Subraya que el artículo en cuestión no toma en cuenta la capacidad económica del administrado, dado que se estipula la misma multa tanto para pulperías como supermercados, e inclusive, cadenas internacionales de supermercados y tabacaleras.   Insiste en que se fija una misma sanción para todas las personas que incurran en la infracción, cuando la realidad es que cada falta se comete en circunstancias diferentes.   Alega que la normativa irrespeta el principio de legalidad penal, el cual exige que las normas que tipifican las acciones reprochables se acuñen en tipos  en los que se señalen de forma expresa todas las circunstancias indispensables para que los ciudadanos puedan establecer de forma indubitable, cuáles son las conductas que, en caso de ser cometidas, conllevan una sanción. Explica que la norma no unificó el significado del término "publicidad" ni tampoco definió el ente encargado de calificar en forma científica el nivel de publicidad que un negocio podría apoyar o dar al producto; ni el reglamento ni la Ley facilitan un medio infalible ni medios de prueba para poder concluir fehacientemente que el administrado esté facilitando, apoyando, favoreciendo o incrementando la publicidad ya existente en el producto. Resolución de las diez horas y cuarenta y tres minutos del treinta de junio del dos mil catorce. Se declara SIN lugar la acción. Magistrado Rueda salva el voto y declara con lugar la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Sentencia 2014 - 016915. Expediente 14-005714-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra SE IMPUGNA ARTÍCULO 15, INCISO A DE LA LEY Nº 7245 DEL 24 DE JULIO DE 1991 DE IMPUESTOS MUNICIPALES DE SANTA ANA. Se rechaza por el fondo la acción. El magistrado Rueda Leal salva el voto, y rechaza de plano la acción.  
	PAGO DE PATENTE POR PARTE DE ESTABLECIMIENTOS FINANCIEROS ESTATALES

Expediente:14-005714-0007-CO
Sentencia:016915-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso a) del artículo 15 de la Ley número 7245, Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Santa Ana. Si bien el accionante carece de legitimación procesal para interponer esta acción, resultan de particular interés las siguientes apreciaciones. Aduce el accionante que la norma cuestionada exonera del pago de patente municipal a los bancos estatales y a las mutuales de ahorro y préstamo, lo que en su criterio genera una vulneración del principio de igualdad en el sostenimiento de las cargas públicas. Sin embargo, la norma contenida en el inciso a) del artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Santa Ana, claramente señala que a ese tipo de entidades se les impondrá el pago de un monto que se determinará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la misma ley, y que, en todo caso, debe regirse según las definiciones que señala el mismo inciso a) del artículo 15, a razón de cuatro colones sobre cada mil colones, tomando como base los ingresos por intereses brutos o comisiones percibidos por esas entidades durante el año anterior, estableciéndose un mínimo de mil colones trimestrales. En otras palabras, la norma impugnada dista de señalar una exención absoluta; por el contrario, define un cobro determinado que debe aplicarse a este tipo de entidades financieras, de donde resulta impropio aducir que los bancos y mutuales se encuentran plena y absolutamente exentas de cualquier pago, y a partir de ahí derivar la inconstitucionalidad aducida por el accionante. Dicho de otro modo, se presenta una falta de correspondencia entre el objeto de esta acción y el contenido de la norma impugnada, ya el accionante parte de una premisa de exención absoluta que dista de estar presente en la norma impugnada, de donde deviene igualmente la inadmisibilidad de la acción. Por otra parte, es claro que definir si a estas entidades debe imponérseles un pago sobre la base de un monto fijo, o determinable según ciertas variables claramente establecidas, es competencia propia de la actividad legislativa, es decir, que le corresponde al legislador en el ejercicio de las potestades y facultades constitucionalmente otorgadas, determinar el tipo y modalidad de tributos, tasas o cargas que debe reconocerse a los gobiernos locales o al gobierno central como contraprestación, aporte o sostenimiento de las cargas públicas, sin que por esta sola circunstancia pueda prefigurarse la inconstitucionalidad planteada. En este sentido, bajo las consideraciones dadas por el accionante, el inciso a) del artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales dista de ser inconstitucional. En consecuencia, siendo que en el caso bajo estudio el accionante carece de legitimación para la interposición de esta acción, que existe falta de correspondencia entre el objeto de la acción y el contenido de la norma impugnada, y que la norma cuestionada carece del vicio de inconstitucionalidad en los términos aducidos, lo que corresponde es rechazar por el fondo la acción, como en efecto se dispone. Se rechaza por el fondo la acción. El magistrado Rueda Leal salva el voto, y rechaza de plano la acción.

	Sentencia 2014 - 016914. Expediente 13-014446-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra Jurisprudencia del Consejo de Transporte Público, respecto del Transitorio II inciso c) de la Ley 8955. Se rechaza de plano la acción. El magistrado Rueda Leal da razones separadas.-  
	JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA SOBRE EL COBRO DEL PORCENTAJE DE PERMISOS DE TAXI

Expediente:13-014446-0007-CO
Sentencia:016914-2014

Acción de inconstitucionalidad contra  la Jurisprudencia del Consejo de Transporte Público, respecto del Transitorio II inciso c) de la Ley 8955

La jurisprudencia cuestionada señala que el porcentaje del 30% para el otorgamiento de permisos del servicio especial estable de taxis se debe calcular a nivel nacional y no a nivel de Bases de Operación. Lo anterior, se considera violatorio de la libertad de empresa, del equilibrio financiero de la concesión y del principio de coherencia de las fuentes normativas. Señala la Sala, que la presente acción es improcedente por su objeto: se trata de criterios administrativos que no constituyen jurisprudencia administrativa en sentido estricto, siempre susceptibles de ser revisados en la vía jurisdiccional; a lo cual se añade, como se ha dicho, que la acción se fundamenta en vicios de legalidad que la Asociación accionante presenta como problemas constitucionales que no son tales. Se rechaza de plano la acción. El magistrado Rueda Leal da razones separadas.-  

	Sentencia 2014 - 016932. Expediente 14-015401-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. CONSULTA LEGISLATIVA en lo referente a Expediente Nº 19025 "Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Cuba.. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto denominado "Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Cuba" (expediente legislativo No. 19.025), no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales.  
	ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE COSTA RICA Y CUBA

Expediente:14-015401-0007-CO
Sentencia:016932-2014

Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad referente al proyecto denominado “Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Cuba”,que se tramita en el expediente legislativo No. 19.025. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Objeto y admisibilidad de la consulta. b) Sobre el procedimiento legislativo. Ausencia de vicios sustanciales. c)  En cuanto a la suscripción del acuerdo consultado. d) Sobre el trámite legislativo. e) Sobre la inclusión de una cláusula interpretativa al proyecto de ley. e) Contenido y constitucionalidad del acuerdo marco de cooperación entre los gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Cuba. Luego de analizado el contenido del Acuerdo Marco de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Cuba, este Tribunal Constitucional estima que el mismo no violenta, de modo alguno, los preceptos, valores y principios fundamentales del Derecho de la Constitución. Nótese, que el acuerdo bajo estudio, lejos de quebrantar nuestra Norma Fundamental, se ajusta plenamente a la misma, específicamente a lo dispuesto, entre otros, en los ordinales 50, párrafo primero y 89, al buscar fortalecer las relaciones, así como el desarrollo de diversas áreas de interés común, a través de la promoción de cooperación científica, técnica y económica entre ambas partes, ajustándose, a su vez, en todo momento, a lo señalado en cada uno de los respectivos ordenamientos jurídicos. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto denominado “Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Cuba”(expediente legislativo No. 19.025), no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales.

	Sentencia 2014 - 016956. Expediente 14-015967-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. CONSULTA LEGISLATIVA referente a CONSULTA LEGISLATIVA, expediente legislativo 16.657, "Ley de desafectación zona fronteriza Costa Rica-Panamá". Acumúlese esta consulta a la que se tramita ante esta Sala en expediente número 14-015151-0007-CO.  
	CONSULTA SOBRE LA DESAFECTACIÓN Y TITULACIÓN DE LA ZONA FRONTERIZA CON PANAMÁ

Expediente:14-015967-0007-CO
Sentencia:016956-2014 


Consulta Facultativa referente al proyecto “Ley que regula la desafectación y titulación de la zona fronteriza entre la República de Costa Rica y la República de Panamá”, expediente legislativo número 16.657, en la medida que el proyecto desafecta terrenos que se encuentran en áreas protegidas que pertenecen al patrimonio natural del Estado, terrenos forestales y territorios indígenas, concediendo derecho a sus ocupantes actuales y saliendo esos bienes del dominio estatal. Acumúlese esta consulta a la que se tramita ante esta Sala en expediente número 14-015151-0007-CO.  

	Sentencia 2014 - 017233. Expediente 14-015400-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. CONSULTA LEGISLATIVA en lo referente a EXPEDIENTE Nº 18514 "APROBACIÓN DE LAS ENMIENDAS AL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL RELATIVAS AL CRIMEN Y AGRESIÓN Y AL ARTÍCULO 8”. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley denominado "APROBACIÓN DE LAS ENMIENDAS AL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL RELATIVAS AL CRIMEN DE AGRESIÓN Y AL ARTÍCULO 8", expediente legislativo Nº 18.514, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Comuníquese. 
	ENMIENDAS AL ESTATUTO E ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

Expediente:14-015400-0007-CO
Sentencia:017233-2014

Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad formulada por el Directorio de la Asamblea Legislativa, referida al proyecto de ley tramitado en el expediente legislativo Nº 18.514, denominado “APROBACIÓN DE LAS ENMIENDAS AL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL RELATIVAS AL CRIMEN DE AGRESIÓN Y AL ARTÍCULO 8”. Lo primero que procede, a efectos de evacuar la presente consulta, es verificar los trámites legislativos seguidos en el sub lite, en concordancia con lo que señalan los artículos 98 y 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, al disponer que la consulta deberá hacerse después de aprobado el proyecto en primer debate y antes de la aprobación definitiva y que, al evacuarla, la Sala dictaminará sobre cualesquiera aspectos o motivos que estime relevantes desde el punto de vista constitucional, pero en forma vinculante solo en lo que se refiere a los trámites procedimentales. Se analizan: a) Generalidades del proyecto de ley sometido a consulta. b) La tramitación del expediente Nº 18.514 en la Asamblea Legislativa. c) Sobre el fondo. Se cita el voto 9685-00 y se indica que en tanto el proyecto de ley apuntala las competencias de la Corte Penal Internacional y potencia el juzgamiento y la sanción de crímenes graves –en particular el crimen de agresión- resulta plenamente conforme con la Constitución Política. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley denominado “APROBACIÓN DE LAS ENMIENDAS AL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL RELATIVAS AL CRIMEN DE AGRESIÓN Y AL ARTÍCULO 8”, expediente legislativo Nº 18.514, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Comuníquese.

	Sentencia 2014 - 017362. Expediente 14-015150-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE LICENCIAS E INCAPACIDADES PARA BENEFICIOS DEL SEGURO DE SALUD ARTÍCULO 8 ASEGURADOS VOLUNTARIOS. Se rechaza por el fondo la acción.-
	NO SE PAGA EL SUBSIDIO A LAS PERSONAS QUE CUENTAN CON SEGURO VOLUNTARIO

Expediente:14-015150-0007-CO
Sentencias:017362-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 8º del Reglamento para el Otorgamiento de Licencias e Incapacidades a los Beneficiarios del Seguro de Salud. Según la actora, la disposición impugnada es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución, particularmente los derechos protegidos en los artículos 33 de la Constitución Política y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en cuanto impide a los asegurados voluntarios obtener el subsidio por incapacidad, a diferencia de los trabajadores independientes, quienes sí pueden obtener el beneficio. Sobre el tema se cita la sentencia 11856 de las 11:36 horas del 18 de julio del 2014, recientemente analizó la conformidad a la Constitución Política de la negativa de las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el sentido de reconocer a los asegurados voluntarios el subsidio por incapacidad, y determinó que esta situación no lesiona el derecho protegido en el artículo 33 constitucional, con sustento en el siguiente orden de consideraciones, pues consideró Sala que en el presente caso resulta claro que el recurrente no puede pretender un trato igual al de las personas que se incapaciten bajo otros regímenes de solidaridad social puesto que es perfectamente conforme al derecho de la Constitución el tratar jurídicamente de modo diverso situaciones que, en los aspectos relevantes, sean distintas. Los asegurados beneficiarios del régimen del que participa el recurrente, son población económicamente no activa por lo cual resulta perfectamente razonable y legítima la diferenciación que el ordenamiento jurídico hace pues las condiciones o circunstancias son desiguales, dado que las personas que pertenecen al Régimen de Seguro Obligatorio no poseen las mismas características que los pertenecientes al Régimen de Seguro Voluntario. Partiendo, pues, de las consideraciones esbozadas en la sentencia transcrita, en el sentido que no cabe equiparar la situación de los asegurados voluntarios con respecto a las personas que se incapacitan bajo los otros regímenes de la seguridad social y, por ende, no se viola el derecho protegido en el artículo 33 constitucional, con la negativa de reconocer a los asegurados voluntarios el subsidio por incapacidad, lo procedente es el rechazo por el fondo de la acción. Se rechaza por el fondo la acción.- (Se cambia el criterio respecto de la sentencia 2571-00)

	Sentencia 2014 - 017363. Expediente 14-015235-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el DECRETO EJECUTIVO Nº 36042 "NORMAS DE ACREDITACIÓN DE LA DISCAPACIDAD PARA EL ACCESO A PROGRAMAS SELECTIVOS Y DE SALUD". Se rechaza de plano la acción.  
	NORMAS DE ACREDITACIÓN DE LA DISCAPACIDAD PARA EL ACCESO A PROGRAMAS SELECTIVOS Y DE SALUD

Expediente:14-015235-0007-CO
Sentencia:17363-2014 

Acción de Inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo N°36042 “Normas de Acreditación de la Discapacidad para el acceso a Programas Selectivos y de Salud”. Considera la parte accionada que con el Decreto se violenta la autonomía y gobierno de los seguros de la Caja Costarricense del Seguro Social. principal”.El recurrente, en el asunto base, en ningún momento cuestiona la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social -artículo 73 de la Constitución Política-, sino la violación a varios derechos fundamentales de la amparada, contenidos en los artículos 11, 33, 39 y 41 de la Constitución Política y en varios instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos. Así las cosas, la acción no constituye un medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado en el asunto base, por lo que la acción resulta inadmisible. Se rechaza de plano la acción.

	Sentencia 2014 - 017366. Expediente 14-015583-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY Nº 8758 "DESAFECTACIÓN DEL USO PÚBLICO DE LA CALLE 13 BIS, DISTRITO 1, CANTÓN I, SAN JOSÉ". Se acumula la presente acción de inconstitucionalidad a la que se tramita bajo expediente número 14-012628-0007-CO y se tiene por ampliación de la misma.- 
	VETO PRESIDENCIAL

Expediente:14-15583-0007-CO
Sentencia:17366-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la ley número 8758, “Desafectación del uso público de la calle 13 bis de San José” (mercado de artesanías). 

Aduce intereses difusos para su legitimación. Señala que el levantamiento del veto presidencial es inconstitucional, ya que tal levantamiento sólo es posible cuando el Plenario Legislativo no haya resuelto el informe de Comisión aprobando las objeciones del Ejecutivo o resellando el proyecto, y que en caso de omisión del Legislativo, opera el plazo cuatrienal establecido para los proyectos de ley. Menciona que la Comisión recomendó el resello, pero el mismo no fue confirmado, y el plazo de cuatro años alcanzó al proyecto, por lo que no procedía el levantamiento del veto. Se acumula la presente acción de inconstitucionalidad a la que se tramita bajo expediente número 14-012628-0007-CO y se tiene por ampliación de la misma.-

	 Sentencia 2014 - 017368. Expediente 14-015729-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el ARTÍCULO 16.2.2. INCISO D), Y ARTÍCULO 16.2.4 DEL PLAN REGULADOR DE ESCAZÚ. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Rueda Leal y Estrada Navas ponen nota.- 
	PLAN REGULADOR DE ESCAZÚ

Expediente:14-015729-0007-CO
Sentencia:017368-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 16.2.2 inciso d) y 16.2.4 del Plan Regulador de Escazú, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 24 de 3 de febrero de 2005. Según el actor, las disposiciones impugnadas son ilegítimas y lesionan el Derecho de la Constitución, en cuanto despojan al titular del inmueble afectado por esas normas de todos los atributos del dominio, a contrapelo de lo dispuesto en el artículo 4º del Tratado entre Alemania y Costa Rica sobre “Fomento y Recíproca Protección de Inversiones”,aprobado mediante la Ley No. 7695 de 3 de octubre de 1997, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 213 de 5 de noviembre de 1997, según el cual las limitaciones al derecho de propiedad deben provenir de normas con rango de ley, no así de origen reglamentario como lo constituyen las normas cuestionadas. En la sentencia No. 2013-03822 de las 09:05 hrs. de 22 de marzo de 2013, y a propósito de otra acción planteada por el mismo actor, recientemente analizó la conformidad con la Constitución Política de los artículos 16.2.2 inciso d) y 16.2.4 del Plan Regulador de Escazú, y determinó que esas disposiciones no son inconstitucionales. En efecto, en dicha sentencia se consideró que las normas cuestionadas constituyen restricciones legítimas del derecho de propiedad, en la medida en que no despojan a los inmuebles afectados de todos los atributos del dominio. Asimismo, reclama el actor que las disposiciones del Plan Regulador de Escazú lesionan el artículo 4º del Tratado entre Alemania y Costa Rica sobre “Fomento y Recíproca Protección de Inversiones”,aprobado mediante la Ley No. 7695 de 3 de octubre de 1997; no obstante, la Sala no aprecia ninguna incompatibilidad entre las disposiciones del Plan Regulador del Cantón de Escazú y el Tratado aludido, teniendo en consideración que las limitaciones al derecho de propiedad que se establecen en ese instrumento de orden reglamentario encuentran fundamento en las disposiciones de la Ley de Planificación Urbana (#4240 del 15 de noviembre de 1968, reformada por Leyes #6575 de 27 de abril de 1981 y #6595 de 6 de agosto de ese mismo año), la cual reconoce la competencia de las corporaciones municipales para planificar el desarrollo urbano dentro de los límites de su territorio, todo lo cual dentro del marco de la protección de los intereses y servicios locales a que esa referencia la Constitución Política en su artículo 169. Con sustento en lo expuesto, también se debe denegar la acción en lo que respecta a este extremo. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Rueda Leal y Estrada Navas ponen nota.-

	Sentencia 2014 - 017383. Expediente 14-016140-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra REGLAMENTO PARA LA MATRÍCULA DE LA EMISIÓN DE PLACAS METÁLICAS Y EL DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN ADICIONAL PARA LA CIRCULACIÓN DE LOS VEHÍCULOS POR LAS VÍAS PÚBLICAS TERRESTRES. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota 
	REGLAMENTO DE ASIGNACIÓN DE PLACAS

Expediente:14-016140-0007-CO
Sentencia:17383-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para la asignación de matrícula, la emisión de placas metálicas y el documento de identificación adicional para la circulación de los vehículos automotores por las vías públicas terrestres. Se cuestionan las normas en la medida que considera el accionante establecen un tributo vía reglamentaria. En este caso, se observa que la gestión informal presentada por el accionante carece totalmente de requisitos esenciales de admisibilidad, por lo que no constituye una acción de inconstitucionalidad propiamente dicha. Bajo tales circunstancias, resulta inútil practicar la prevención a que hace referencia el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, toda vez, que ello implicaría obligar al accionante a rehacer por completo la acción, por lo que es más razonable rechazar de plano la acción, para que si a bien lo tiene el promovente formule una nueva acción en cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 73 a 79 de la Ley que rige esta Jurisdicción. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota

	Sentencia 2014 - 017386. Expediente 14-016274-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY 7858 Y LA DIRECTRIZ 012-MTSS-2014 PARA SU APLICACIÓN E IMPLEMENTACIÓN. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 14-014556-0007-CO se tramita ante esta Sala. 
	TOPE DE PENSIONES 

Expediente:14-16274-0007-CO
Sentencia:17386-2014

Acción de inconstitucionalidad contra  la ley 7858 y la directriz ministerial No. 012-MTSS-2014. Las normas disponen el tope a las pensiones con cargo al presupuesto nacional. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 14-014556-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	Sentencia 2014 - 017387. Expediente 14-016275-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULO 648 PÁRRAFO FINAL DEL CÓDIGO DE COMERCIO. Se rechaza de plano la acción.
	POSIBILIDAD DE NOTARIOS PARA HACER REMATES

Expediente:14-16275-0007-CO
Sentencia:17387-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo final del artículo 648 del Código de Comercio. Se acusa que este artículo posibilita para que el notario sea comisionado por el fiduciario para publicar avisos de remate y, realizar los procedimientos del remate. Considera la Sala que la acción resulta inadmisible en razón del objeto de impugnación y por no constituir medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado.

	 Sentencia 2014 - 017388. Expediente 14-016317-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el ARTÍCULO 83 INCISO D) DEL CÓDIGO DE DEBERES JURÍDICOS, MORALES Y ÉTICOS DEL PROFESIONAL EN DERECHO. Se rechaza de plano la acción.- 
	SANCIONES EN EL COLEGIO DE ABOGADOS

Expediente:14-16317-0007-CO
Sentencia:17388-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 83.d del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Se acusa que las normas cuestionadas permiten a la Junta Directiva del Colegio de Abogados actuar en dos instancias, lo que considera violatorio de lo dispuesto en el artículo 42 constitucional. La norma establece que el cobro excesivo de honorarios. En este caso, podrá la Junta Directiva imponer al abogado o abogada el extremo mínimo de la sanción establecida para las faltas graves y prevenirle que devuelva el  exceso de honorarios cobrados, bajo apercibimiento que se incrementará la sanción impuesta, pudiéndose llegar al extremo de establecer una sanción por faltas graves. La acción es inadmisible por falta de requisitos; sin embargo, se indica que esta Sala ha considerado reiteradamente que el artículo 83 inciso d) aquí impugnado es conforme con la Constitución y que su aplicación no es violatoria de los derechos fundamentales. (Se cita la sentencia 10397-06). Se rechaza de plano la acción.

	Sentencia 2014 - 017410. Expediente 14-000625-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra JURISPRUDENCIA REITERADA SOBRE EL DERECHO AL INTÉRPRETE EN EL PROCESO PENAL Y EL DERECHO A LA ASISTENCIA JUDICIAL. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. 
	JURISPRUDENCIA SOBRE EL DERECHO A TRADUCTOR EN PROCESO PENAL Y ASISTENCIA CONSULAR

Expediente:14-000625-0007-CO
Sentencia:017410-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, con relación al derecho a contar con un traductor y el derecho a la asistencia consular. En cuanto al primero, impugna la jurisprudencia contenida en las sentencias 1229-2011, 215-2008, 1014-2006 y 474-2009; en cuanto al segundo, la contenida en las sentencias 1067-2010, 1330-2010 y 1054-2011.

El accionante considera que la jurisprudencia impugnada viola lo dispuesto en los artículos 8.2 inciso a) de la Convención Americana de Derechos Humanos, 3 inciso f) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 36.1. inciso b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, porque aplica e interpreta en forma relativa el derecho a contar con un traductor dentro del proceso penal, al trasladar al imputado la obligación de solicitarlo, relativizando así la necesidad de que comprenda bien el idioma en el que se juzga, cuando se trata de un deber del Estado proporcionarlo y ofrecer ese derecho e informarlo, sin restricción alguna, en el proceso penal. De modo similar, argumenta que el derecho de asistencia consular, para ser tutelado en el proceso penal, no requiere solicitud previa del imputado o su defensor. Esos derechos no pueden ser interpretados en forma contraria a lo dispuesto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y demás organismos internacionales. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Sentencia 2014 - 017411. Expediente 12-007781-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y un minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULO 10 DE LA LEY 8837 "CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN DE LA SENTENCIA". Se adiciona la resolución número 2014-013820 de las 16:00 horas del 20 de agosto del 2014, a efectos de que se entienda lo siguiente: 1) La inconstitucionalidad del artículo 10 de la Ley de creación del recurso de apelación de la sentencia lo es únicamente respecto de la derogatoria del artículo 466 bis del Código Procesal Penal, no así en cuanto al resto de normas que dicho artículo 10 derogó. 2) Se dimensionan los efectos de la sentencia de fondo para que el artículo 466 bis del Código Procesal Penal (originalmente el artículo 451 bis) entre a tener vigencia nuevamente a partir de la fecha en que se resolvió esta acción, es decir, a partir del 20 de agosto del 2014. De forma tal que, los recursos de casación planteados en el supuesto de la norma, que ya hubieran sido resueltos al 20 de agosto del 2014 quedan incólumes, pero los recursos de casación planteados en el supuesto de la norma, que no estuviesen resueltos al 20 de agosto del 2014 (es decir, estuviesen pendientes de resolución), quedarían sin efecto en virtud de la prohibición que revive (con la nueva entrada en vigencia del artículo 466 bis del Código Procesal Penal) al ser declarada inconstitucional la norma que la derogó. Publíquese esta aclaración en el Diario Oficial y reséñese en el Boletín Judicial. Los Magistrados Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto y reiteran su pronunciamiento desestimatorio en la sentencia No. 2014-013820.
	POSIBILIDAD DE IMPUGNAR REITERACIÓN DE ABSOLUCIÓN DEL IMPUTADO EN JUICIO DE REENVÍO

Expediente:12-007781-0007-CO
Sentencia:013820-2014. Se adiciona por sentencia:17411-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley de creación del recurso de apelación de la sentencia. No. 8837 y otras reformas al régimen de imputación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal, mediante la cual se derogó el artículo 466 bis del Código Procesal Penal vigente. La reforma deroga la prohibición de que el Ministerio Público, el querellante y el actor civil, formulen recurso de casación contra la sentencia que se produzca en el juicio de reenvío que reitere la absolución del imputado dispuesta en el primer juicio, lo que a juicio del accionante lesiona entre otros, el principio de progresividad de los derechos del imputado. Se declara con lugar la acción.  En consecuencia, se declara inconstitucional el artículo 10 de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal de 3 de mayo de 2010. En consecuencia,  se restituye el artículo 466 bis del Código Procesal Penal (originalmente el artículo 451 bis del Código Procesal Penal).   Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial.  Notifíquese.  Los Magistrados Rueda Leal, Salazar Alvarado y Picado Brenes salvan el voto y declaran sin lugar la acción de inconstitucionalidad en todos los extremos. SENTENCIA EN REDACCIÓN

Por sentencia 17411-14 se dispone lo siguiente: Se adiciona la resolución número 2014-013820 de las 16:00 horas del 20 de agosto del 2014, a efectos de que se entienda lo siguiente: 1) La inconstitucionalidad del artículo 10 de la Ley de creación del recurso de apelación de la sentencia lo es únicamente respecto de la derogatoria del artículo 466 bis del Código Procesal Penal, no así en cuanto al resto de normas que dicho artículo 10 derogó.   2) Se dimensionan los efectos de la sentencia de fondo para que el artículo 466 bis del Código Procesal Penal (originalmente el artículo 451 bis) entre a tener vigencia nuevamente a partir de la fecha en que se resolvió esta acción, es decir, a partir del 20 de agosto del 2014. De forma tal que, los recursos de casación planteados en el supuesto de la norma, que ya hubieran sido resueltos al 20 de agosto del 2014 quedan incólumes, pero los recursos de casación planteados en el supuesto de la norma, que no estuviesen resueltos al 20 de agosto del 2014 (es decir, estuviesen pendientes de resolución), quedarían sin efecto en virtud de la prohibición que revive (con la nueva entrada en vigencia del artículo 466 bis del Código Procesal Penal) al ser declarada inconstitucional la norma que la derogó. Publíquese esta aclaración en el Diario Oficial y reséñese en el Boletín Judicial. Los Magistrados Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto y reiteran su pronunciamiento desestimatorio en la sentencia No. 2014-013820. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Sentencia 2014 - 017187. Expediente 14-014643-0007-CO. A las once horas con treinta y dos minutos. Consulta legislativa. Directorio De La Asamblea Legislativa, Henry Manuel Mora Jimenez, Jorge Rodriguez Araya, Luis Vasquez Castro en lo referente a Exp 17.150 Reforma Constitucional Del Articulo 1 Para Establecer Carácter Multiétnico Y Pluricultural de Costa Rica. Se evacua la consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad sobre el proyecto denominado "Reforma Constitucional del artículo 1 para establecer el Carácter Multiétnico y Pluricultural de Costa Rica", según el expediente legislativo número 17.150, en el sentido que su trámite no resulta inconstitucional. El Magistrado Rueda Leal da razones separadas respecto de los plazos establecidos en el artículo 195 inciso 2) de la Constitución Política. Los magistrados Salazar Alvarado y Salazar Murillo, salvan parcialmente el voto y declaran inconstitucional el trámite legislativo seguido en esta consulta por violación al artículo 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. 
	CARÁCTER MULTIÉTNICO Y PLURICULTURAL DE COSTA RICA

Expediente:14-014643-0007-CO
Sentencia:017187-2014

-Aprobación de la «Reforma Constitucional del artículo 1º para establecer el Carácter Multiétnico y Pluricultural de Costa Rica», que se tramita en el expediente legislativo número 17.150. Se evacua la consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad sobre el proyecto denominado "Reforma Constitucional del artículo 1 para establecer el Carácter Multiétnico y Pluricultural de Costa Rica", según el expediente legislativo número 17.150, en el sentido que su trámite no resulta inconstitucional. El Magistrado Rueda Leal  da razones separadas respecto de los plazos establecidos en el artículo 195 inciso 2) de la Constitución Política. Los magistrados Salazar Alvarado y Salazar Murillo, salvan parcialmente el voto y declaran inconstitucional el trámite legislativo seguido en esta consulta por violación al artículo 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN FIRMAS

	Sentencia 2014 - 017833. Expediente 11-008342-0007-CO. A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de inconstitucionalidad contra ARTÍCULO 26 DE LA LEY 7476 LEY CONTRA EL HOSTIGAMIENTO SEXUAL EN EL EMPLEO Y LA DOCENCIA, PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, siempre y cuando se interprete que la sanción administrativa de pérdida de credencial impuesta por el Tribunal Supremo de Elecciones puede ser objeto de fiscalización ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa conforme al artículo 49 Constitucional. Los Magistrados Armijo y Cruz declaran sin lugar por razones diferentes y no hacen una interpretación conforme. La Magistrada Hernández salva el voto y declara parcialmente con lugar la acción. El Magistrado Jinesta pone nota.
	SANCIONES PARA PERSONAS ELECTAS POPULARMENTE

Expediente:11-008342-0007-CO
Sentencia:017833-2014

Acción de inconstitucionalidad contra ARTÍCULO 26 DE LA LEY 7476 LEY CONTRA EL HOSTIGAMIENTO SEXUAL EN EL EMPLEO Y LA DOCENCIA, PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. 

Como primer aspecto, aduce el accionante que el artículo 26 de la Ley de Hostigamiento establece un procedimiento que no otorga las garantías suficientes que conforman el debido proceso establecido en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política y 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en tanto se otorga la competencia para conocer de las denuncias por acoso sexual al Concejo Municipal, un órgano de naturaleza política que no reúne los requisitos de imparcialidad para que investigue, determine el tipo de sanción que corresponde aplicar y sancione a los alcaldes con las consecuencias previstas, que van desde una amonestación a una cancelación de las credenciales.  La competencia sancionatoria que el artículo 26 inciso b) de la Ley de Hostigamiento otorga al Concejo Municipal abre la posibilidad de utilizar este tipo de denuncias para destituir alcaldes, no para sancionar los supuestos hechos denunciados, sino como represalia por los conflictos políticos que cotidianamente ocurren en el seno de una Municipalidad.  Como segundo aspecto se alega la violación al derecho de defensa. Como tercer alegato se señala la violación al derecho a recurrir el fallo sancionatorio.  La norma impugnada no prevé la posibilidad de recurrir la decisión que tome el Concejo y, mucho menos, la decisión que tome el Tribunal Supremo de Elecciones, si ésta se refiere a pérdida de credenciales.  Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, siempre y cuando se interprete que la sanción administrativa de pérdida de credencial impuesta por el Tribunal Supremo de Elecciones puede ser objeto de fiscalización ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa conforme al artículo 49 Constitucional. Los Magistrados Armijo y Cruz declaran sin lugar por razones diferentes y no hacen una interpretación conforme. La Magistrada Hernández salva el voto y declara parcialmente con lugar la acción. El Magistrado Jinesta pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	Sentencia 2014 - 017769. Expediente 14-011534-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULOS 14, 15 Y 16 DE LA LEY 9023, LEY DE IMPUESTOS MUNICIPALES DEL CANTÓN CENTRAL DE HEREDIA. Se rechaza de plano la acción en cuanto a la impugnación del artículo 16 de la Ley 9023. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción. 
	IMPUESTOS DE LA MUNICIPALIDAD DE HEREDIA

Expediente:14-011534-0007-CO
Sentencia:017769-2014

Acción de inconstitucionalidad contra LOS ARTÍCULOS 14, 15 Y 16 DE LA LEY 9023, LEY DE IMPUESTOS MUNICIPALES DEL CANTÓN CENTRAL DE HEREDIA. El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad de los artículos 14, 15 y 16 de la Ley 9023, Ley de Impuestos Municipales del Cantón Central de Heredia, específicamente, impugna el primer párrafo del artículo 14 que indica: “Se establece como factores determinantes de la imposición, los ingresos brutos anuales que perciban las personas físicas o jurídicas obligadas al cumplimiento de la prestación tributaria, durante el periodo fiscal anterior al año que se grava…”. Asimismo, impugna la frase del artículo 15 que establece: “Porcentaje aplicable a los ingresos brutos. Los ingresos brutos anuales producto de la actividad realizada determinarán el monto del impuesto anual de patente…”;y finalmente, cuestiona la el párrafo del artículo 16 que indica que: “Porcentaje aplicable a contribuyentes del régimen simplificado. Para los contribuyentes del régimen simplificado, el cálculo anterior corresponderá a un cero coma tres por ciento (0,3%) del valor de las compras anuales, producto que dividido entre cuatro determinará el impuesto trimestral por pagar y se tomará como parámetro la declaración de impuesto presentada en tributación, de la cual deberá adjuntar copia al Municipio. A juicio del accionante, las normas resultan inconstitucionales en el tanto toman como base de imposición del tributo para la patente comercial, el total del ingreso bruto anual o el valor de las compras anuales, sin tomar en cuenta los gastos o costos de operación del negocio y las ganancias reales, por lo que considera que los parámetros utilizados son desproporcionados, irrazonables, confiscatorios, y contrarios a lo dispuesto en los artículos 18, 28, 40, 42, 45, 46 y 50 de la Constitución Política. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre la impugnación del artículo 16 de la Ley 9023, se considera inadmisible por no constituir medio razonable para amparar el derecho. b) Sobre la impugnación de los artículos 14 y 15 de la Ley 9023, se cita el voto 2001-12993. Ahora bien, para el caso que nos ocupa, los precedentes citados son plenamente aplicables, toda vez, que lo impugnado por el accionante en este caso, es precisamente, el método de cálculo del impuesto de patente municipal con base en los ingresos brutos y no en los ingresos netos o ganancias reales. Por lo que tal como lo ha indicado esta Sala en otras oportunidades, ese método no es inconstitucional, ya que lo que se grava es el ejercicio de una actividad lucrativa en el Cantón, independientemente, de que ésta produzca o no ganancias. Aunado a ello, el cálculo con base en los ingresos brutos no genera desigualdad porque a todos los munícipes se les calcula el monto del impuesto con base en el mismo criterio, por lo que la diferencia depende no de la ley, sino del ingreso de cada patentado en el caso concreto. En consecuencia, al no existir motivo para variar el criterio reiterado por esta Sala, se impone rechazar por el fondo la acción en cuanto a este extremo. Se rechaza de plano la acción en cuanto a la impugnación del artículo 16 de la Ley 9023. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción.

	Sentencia 2014 - 017771. Expediente 14-013433-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LA FRASE “CON PLANO CATASTRADO” QUE CONTIENE EL ARTÍCULO 129 DEL CÓDIGO NOTARIAL, LEY NO. 7764 DEL 17 DE ABRIL DE 1998. Se rechaza de plano la acción. 
	LIQUIDACIÓN DE SOCIEDADES MERCANTILES

Expediente:14-013433-0007-CO
Sentencia:017771-2014


Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 129 de la Ley 7764. Código Notarial, la frase que dice “con plano catastrado”. 

La norma establece la competencia material de los notarios y señala expresamente: “Los notarios públicos podrán tramitar la liquidación de sociedades mercantiles cuando la disolución haya sido por acuerdo unánime de los socios, sucesiones testamentarias y ab intestato, adopciones, localizaciones de derechos indivisos sobre fincas con plano catastrado, informaciones de perpetua memoria, divisiones de cosas comunes, de forma material o mediante la venta pública, distribución del precio, deslindes y amojonamientos y consignaciones de pago por sumas de dinero…”  Considera el accionante que la frase lesiona los artículos 33 y 56 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base.

	Sentencia 2014 - 017772. Expediente 14-015561-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY NO. 8758 "DESAFECTACIÓN DEL USO PÚBLICO DE LA CALLE 13 BIS, DISTRITO 1, CANTÓN I, SAN JOSÉ". Se anula la sentencia Nº 2014-16937 de las 14:30 horas del 15 de octubre del 2014. Acumúlese esta acción a la que se tramita en el expediente Nº 14-012628-0007-CO y téngase como ampliación de la misma. 
	VETO PRESIDENCIAL


Expediente:2014-15561
Sentencia:017772-2014 

Acción de inconstitucionalidad contra la ley número 8758, “Desafectación del uso público de la calle 13 bis de San José” (mercado de artesanías). 

Aduce intereses difusos para su legitimación. Señala que el levantamiento del veto presidencial es inconstitucional, ya que tal levantamiento sólo es posible cuando el Plenario Legislativo no haya resuelto el informe de Comisión aprobando las objeciones del Ejecutivo o resellando el proyecto, y que en caso de omisión del Legislativo, opera el plazo cuatrienal establecido para los proyectos de ley. Menciona que la Comisión recomendó el resello, pero el mismo no fue confirmado, y el plazo de cuatro años alcanzó al proyecto, por lo que no procedía el levantamiento del veto. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no se resuelta la que bajo expediente 14-012628-0007-CO se tramita ante esta Sala.   Se anula la sentencia Nº 2014-16937 de las 14:30 horas del 15 de octubre del 2014. Acumúlese esta acción a la que se tramita en el expediente Nº 14-012628-0007-CO y téngase como ampliación de la misma.

	Sentencia 2014 - 017778. Expediente 14-016255-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULOS 973 Y 977 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. Se rechaza de plano la acción. Nota del Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López.- 
	DERECHO AL OLVIDO

Expediente:14-016255-0007-CO
Sentencia:017778-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 973 y 977 del Código de Comercio. 

Las normas regulan lo relativo a la prescripción en cuanto dan al acreedor el derecho de persecución indefinido por una deuda. Solicita que se declaren inconstitucionales la frases “en ningún caso” y “es preciso que la parte interesada la oponga” del artículo 973 y el 977 total. Se rechaza de plano la acción por falta de requisitos y se indica que no procede prevenir. Nota del Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López.-

	Sentencia 2014 - 017811. Expediente 14-016795-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULO 25 DE LA LEY DE PENSIONES ALIMENTARIAS. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Rueda Leal y Cruz Castro salvan el voto y consideran inconstitucional la frase: siempre que la parte actora haya gestionado el cobro en forma reiterada del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. La Magistrada Hernández López salva el voto, y también estima inconstitucional la frase citada del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, aunque por razones diferentes. Los Magistrados Jinesta Lobo y Castillo Víquez ponen nota.- 
	EL DEBER DE GESTIONAR MES A MES ORDEN DE APREMIO EN PENSIONES ALIMENTARIAS

Expediente:14-016795-0007-CO
Sentencia:017811-2014

Acción de inconstitucionalidad contra EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY DE PENSIONES ALIMENTARIAS. El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, específicamente, la frase “siempre que la parte actora haya gestionado el cobro en forma reiterada”.Alega que la frase de la norma que se cuestiona violenta el principio de razonabilidad, por lo que limita el ejercicio pleno de acceso a la justicia de su representada la cual es madre de la menor de edad en condición de vulnerabilidad, por lo que es evidente y manifiesta la inconstitucionalidad de la frase “en forma reiterada” del artículo 25 cuestionado. Afirma que la ley no es necesaria, por el contrario violenta el principio de economía procesal, congestionando los despachos judiciales, pues considera una pérdida de tiempo y recursos públicos, obliga a firmar reiteradamente, creando una ficción por cuanto no hay certeza de que se logre apremiar al deudor. Por otra parte, es una carga procesal para la parte más débil, precisamente, por su condición de vulnerabilidad y dependencia, de no existir dicha frase se evitaría estar en forma desgastante, recordándole al juez que conserve el derecho. Alega que la disposición no es proporcional, porque limita la comunicación del obligado con la madre y su hija, promoviendo el ocultamiento por temor a una captura. En este caso se indica que en reiteradas oportunidades, la mayoría de esta Sala se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de la frase “en forma reiterada” contenida en el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, oportunidades en las que ha sostenido que la frase no resulta inconstitucional, se citan las sentencias: 000895-12, 16272-2006, 9251-2012, 2931-2013 y 7540-2014. Tal como se desprende de las sentencias parcialmente transcritas, la medida del apremio corporal es una excepción a la regla contenida en los artículos 38 y 39 de la Constitución Política, que está autorizado como uno de los mecanismos para tutelar el derecho de los alimentos y de esa forma garantizar la protección a la familia y al interés superior del menor, contenido en el artículo 51 constitucional. Sin embargo, como el apremio constituye una restricción a la libertad personal del deudor alimentario, también merece tutela especial, por lo que debe operar en determinados casos y bajo ciertos requisitos. En ese sentido, aunque el apremio se encuentre autorizado por ley, no opera de oficio, pues se requiere que sea el interesado o beneficiario, quien lo gestione, además, para su dictado deben analizarse las circunstancias de cada caso, por lo que debe constatarse la existencia de la deuda alimentaria actual (mes actual y meses anteriores) y no sobre los meses venideros, sobre los que aún no se tiene certeza de la deuda. Además, resulta razonable exigir al beneficiario, que gestione mes a mes el apremio para conservar sus derechos, pues la exigibilidad de la deuda se produce de manera mensual y no por adelantado, por ende el apremio debe gestionarse de la misma manera, para que se acredite el interés del acreedor alimentario y su necesidad de alimentos, y de esta manera también proteger la libertad personal del beneficiario. Se trata entonces de un equilibrio, en el que por una parte, se pretende proteger el derecho de alimentos del beneficiario a través del apremio, pero por otro lado, es necesario brindar protección a la libertad personal del obligado alimentario. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Rueda Leal y Cruz Castro salvan el voto y consideran inconstitucional la frase: “siempre que la parte actora haya gestionado el cobro en forma reiterada” del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. La Magistrada Hernández López salva el voto, y también estima inconstitucional la frase citada del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, aunque por razones diferentes. Los Magistrados Jinesta Lobo y Castillo Víquez ponen nota.-

	Sentencia 2014 - 017816. Expediente 14-016842-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LOS ARTÍCULOS 37 Y 38 DE LA LEY GENERAL DEL SERVICIO NACIONAL DE SALUD ANIMAL, LEY NO. 8495, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL LA GACETA NO. 93 DEL 16 DE MAYO DE 2006. Se impugna el artículo 37 de la ley 8495. Se rechaza por el fondo la acción.- 
	FUNCIONES DE POLICIA DE SENASA

Expediente:14-016842-0007-CO
Sentencia:017816-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 37 y 38 de la Ley General del Servicio Nacional de Salud Animal, Ley No. 8495, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 93 de 16 de mayo de 2006. Según los actores, las disposiciones impugnadas son ilegítimas y lesionan el Derecho de la Constitución, en cuanto autorizan a los funcionarios del Servicio Nacional de Salud Animal a ordenar y ejecutar las medidas sanitarias necesarias, en materia de la aplicación de medicamentos veterinarios, el sacrificio de los animales afectados, los sospechosos de estarlo o los que han estado en contacto con ellos; la retención, el decomiso, la desinsectación, la desinfección, la devolución al país de origen, cuarentena, desnaturalización, destrucción de productos, subproductos y derivados de origen animal; así como el material genético y biotecnológico sometido a tecnologías de ingeniería genética y otros, así como para realizar inspecciones o visitas, y aplicar las medidas sanitarias que se consideren adecuadas dentro de la propiedad privada o pública, en caso de que las mercancías pongan en riesgo la salud pública veterinaria o la salud animal, lo que constituye un allanamiento sin orden de un Juez de la República, en detrimento de los derechos protegidos en los artículos 11, 23, 33 y 39 de la Constitución Política, que garantizan la inviolabilidad del domicilio, así como el derecho de defensa y al debido proceso. Al respecto, la Sala Constitucional, al resolver un recurso de amparo contra el Servicio Nacional de Salud Animal (SENASA), y el Ministerio de Agricultura y Ganadería, por medio de la sentencia No. 2009-02593 de las 12:42 hrs. de 17 de febrero de 2009, consideró que las disposiciones impugnadas, en cuanto facultan a los servidores del SENASA a realizar las conductas descritas, no son inconstitucionales, habida cuenta que en la ponderación de derechos entre, por un lado, la inviolabilidad del domicilio y el derecho de propiedad privada y, por otra, el interés público, el derecho a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pero, sobre todo, el derecho a la salud pública de la población, prevalecen éstos últimos. Partiendo, pues, de las consideraciones esbozadas en la sentencia, la Sala Constitucional no aprecia ninguna inconstitucionalidad en el ejercicio de las potestades de policía sanitaria que el ordenamiento jurídico le asigna, mediante las normas impugnadas, a los servidores del Servicio Nacional de Salud Animal, todo lo cual tiene por objeto la protección urgente y efectiva del derecho a la salud de la población, que puede verse inquietada por la tenencia de “animales afectados”,así como de sus productos derivados, lo que sin duda alguna justifica el contenido de esas disposiciones. Ninguna situación ilegítima se aprecia en esta sentencia que viole o amenace el Derecho de la Constitución, razón por la cual lo que procede es el rechazo por el fondo de la acción.

	Sentencia 2014 - 017807. Expediente 14-016709-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. CONSULTA JUDICIAL en lo referente a CONSULTA CIRCULAR Nº 5-2014 INSTITUTO NACIONAL DE CRIMINOLOGÍA. No ha lugar a evacuar la consulta. 
	SE EXCLUYE LOS DELITOS DE TRÁFICO DE DROGAS DE LAS VALORACIONES EXTRAORDINARIAS EN EL INSTITUTO NACIONAL DE CRIMINOLOGÍA

Expediente:14-016709-0007-CO
Sentencia:017807-2014

Consulta Judicial referente a la circular 5-2014 del Instituto Nacional de Criminología. 

La circular cuestionada excluye a los delitos de tráfico de drogas de las valoraciones extraordinarias. La consulta no cumple los requisitos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Tampoco manifiesta si tiene “…dudas fundadas' sobre la constitucionalidad de la norma, acto, conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar…” ni aporta alegatos razonables y ponderados sobre los motivos de duda en cuanto a la constitucionalidad de la circular. En este sentido, la gestión, pues el escrito no se puede denominar de otra forma, denota desconocimiento absoluto por parte de la Juez consultante sobre las disposiciones de la Ley de la Jurisdicción Constitucional sobre la materia. No ha lugar a evacuar la consulta.

	Sentencia 2014 - 017413. Expediente 14-013883-0007-CO. A las nueve horas con veinte minutos. Consulta legislativa en lo referente al artículo 2 párrafo primero del Proyecto de ley Proclamación de la paz como derecho humano. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el proyecto de "Proclamación de la Paz como Derecho Humano y de Costa Rica como país neutral", expediente legislativo número 17.944, no contiene vicios de constitucionalidad por el fondo. Notifíquese.
	PROCLAMACIÓN DE LA PAZ COMO DERECHO HUMANO Y DE COSTA RICA COMO PAÍS NEUTRAL

Expediente:14-013883-0007-CO
Sentencia:017413-2014

Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad respecto del proyecto de "Proclamación de la Paz como Derecho Humano y de Costa Rica como país neutral", expediente legislativo número 17.944. La reforma que se consulta establece: “Artículo 1. Costa Rica es una república democrática, libre e independiente. Artículo 2.-La paz es un derecho humano fundamental. El Estado promoverá, defenderá y garantizará la paz por todos los medios posibles y mediante la aplicación de su neutralidad activa en los conflictos entre Estados e internamente en los países, según lo que dispongan los tratados internacionales, sus principios y propósitos, y la ley. Costa Rica es neutral ante todos los conflictos armados internacionales y ante todos los conflictos armados dentro de otros Estados, de conformidad con lo que disponen esta ley y el derecho internacional. Se prohíbe la instalación, en territorio nacional, de cualquier industria para la fabricación de armas de guerra. El Estado incluirá, por medio del Consejo Superior de Educación Pública, en sus programas de educación, principalmente preescolar, primaria y secundaria, contenidos curriculares que propugnen y cimienten la cultura de paz; para ello, se apoyará en el Instituto Costarricense de la Neutralidad, la Paz y la Democracia, así como en la Universidad para la Paz, entidad afiliada a la Organización de las Naciones Unidas, con sede principal en nuestro país, para que con esas instituciones se alienten los estudios de paz en los centros educativos y se contribuya con todo ello al establecimiento de una cultura de paz en la sociedad costarricense. Rige a partir de su publicación. Los gestionantes consultan a la Sala el texto que se encuentra resaltado en negrita. Se requiere la opinión de esta Sala, en la modalidad del control de constitucionalidad a priori, toda vez que se alega que el proyecto de Ley denominado “Ley de Proclamación de la Paz como Derecho Humano y de Costa Rica como País Neutral” quebranta el artículo 12 de la Constitución Política y principalmente el numeral 43.2 de la Carta de las Naciones Unidas, en el sentido de que nuestro país no queda eximido de la responsabilidad de establecer un ejército, y la Constitución Política lo permite por medio del convenio continental o defensa nacional. La proclamación de la neutralidad contradice los artículos 4, 25, 41 y 42 del cuerpo normativo señalado. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) La Sala debe reconocer que existe una gran carga política en la toma de esta decisión nacional, que se traduce en el proyecto de ley para la “Proclamación de la Paz como Derecho Humano y de Costa Rica como País Neutral”. La declaratoria de neutralidad no implica renunciar al recurso de la fuerza como último mecanismo de defensa de la soberanía nacional frente a la agresión de otro Estado, pero sería un instrumento que puede servir a un alto propósito en la conducción de la política en las relaciones internacionales frente a terceros, ético en todo el sentido de la palabra, y con él un blindaje para que el Poder Ejecutivo no se aparte, como se tuvo que analizar en la sentencia No. 2004-09992. b) Sobre el derecho fundamental a la paz, se cita la sentencia 14193-08, que evidencia que el derecho a la paz tiene en el sistema costarricense un reconocimiento normativo que se deriva, no solo del texto de la Constitución Política, sino de los Tratados Internacionales ratificados por nuestro país, un reconocimiento jurisprudencial derivado de las sentencias emitidas por la Sala Constitucional; y sobre todo un reconocimiento social, conforme al sentir y el actuar de los propios costarricenses. c) Sobre la neutralidad en el sistema de las Naciones Unidas. d) Sobre el caso concreto de nuestro país.  e) Otras violaciones a las disposiciones relativas a la Organización de Estados Americanos y el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca. Es claro para esta Sala, bajo el contexto regional que debe desenvolverse nuestro país, y en uno mayor, como es el de las Naciones Unidas, de que no existiría la obligación de asumir un compromiso de tal envergadura, sino concurrieren varias circunstancias: la autorización del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y, se insiste, en la contextualización de nuestro país con su política exterior a partir de 1983, que sería incompatible con el empleo de la fuerza. Véase que este último no es un recurso jurídico automático que vincula a los Estados organizados bajo el sistema del TIAR, porque las partes prevén el requerimiento del consentimiento del Estado de aportar sus fuerzas armadas para ejercer medidas correctivas sobre un Estado americano o extracontinental que haya infringido el derecho a la paz. Por otra parte, es claro, y sostenido en el tiempo, la aquiescencia de nuestra política exterior imperante sin reserva alguna de ningún otro Miembro Parte del TIAR y de la OEA, pues el presidente de la República al hacer la proclamación, la comunica al mundo y a todas las representaciones diplomáticas en el país. Así, los diferentes Estados con las que nuestro Estado sostiene relaciones internacionales, y más allá, conocen el Estatuto de Neutralidad, y más bien, corresponde a aquellos el manifestarse sobre esa declaración, la cual ahora cuenta con características vinculantes para nuestro Estado y, que más bien podría serle reclamadas por otros Estados por actuar en contra de esta. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el proyecto de Proclamación de la Paz como Derecho Humano y de Costa Rica como país neutral, expediente legislativo número 17.944, no contiene vicios de constitucionalidad por el fondo. Notifíquese. El magistrado Cruz pone nota.-

	Sentencia 2014 - 017412. Expediente 14-014024-0007-CO. A las nueve horas. Consulta legislativa sobre Expediente Legislativo Nº 18332. Se evacua la consulta facultativa formulada, en el sentido de que es inconstitucional, por vicio de procedimiento, el acto que delegó el expediente legislativo número 18332 "Modificación del Artículo 3 de la Ley Orgánica de la Caja Costarricense del Seguro Social, ley número 17 del 22 de octubre de 1943 y sus reformas", para ser tramitado por una Comisión con Potestad Legislativa Plena. Igualmente, también constituye un vicio de procedimiento, las actuaciones de la Comisión con Potestad Legislativa Plena, dirigidas a modificar el texto del proyecto recién mencionado y eliminar así la necesidad de una votación calificada para su aprobación. Comuníquese esta decisión a la Asamblea Legislativa.  
	INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN ENTRE LA CCSS Y EL MINISTERIO DE HACIENDA

Expediente:14-014024-0007-CO
Sentencia:017412-2014

Consulta Legislativa referente a la modificación del artículo 3 de la Ley Orgánica de la CCSS, expediente legislativo número 18.332. 
La norma propuesta faculta a intercambiar información y documentación entre la Caja y el Ministerio de Hacienda, para determinar que los ingresos reportados coinciden con la realidad. Aduce los Diputados consultantes que existe duda de sobre la constitucionalidad de delegar el conocimiento y aprobación de este proyecto en una Comisión Legislativa Plena, ya que los artículos 24 y 124 de la Constitución definen que este tipo de proyectos requiere mayoría calificada; además, dudan de si es constitucionalmente válido que mediante una moción conocida por dicha Comisión, se elimine la parte del proyecto que requiere de aquella mayoría calificada. Mencionan que el Departamento de Servicios Técnicos adujo que la delegación es inconstitucional, en cuanto define una excepción al principio de inviolabilidad de documentos privados, y para ello se requiere de mayoría calificada, y así ha sido reconocido por la jurisprudencia de la Sala Constitucional. Se evacua la consulta facultativa formulada, en el sentido de que es inconstitucional, por vicio de procedimiento, el acto que delegó el expediente legislativo número 18332 "Modificación del Artículo 3 de la Ley Orgánica de la Caja Costarricense del Seguro Social, ley número 17 del 22 de octubre de 1943 y sus reformas", para ser tramitado por una Comisión con Potestad Legislativa Plena. Igualmente, también constituye un vicio de procedimiento, las actuaciones de la Comisión con Potestad Legislativa Plena, dirigidas a modificar el texto del proyecto recién mencionado y eliminar así la necesidad de una votación calificada para su aprobación. Comuníquese esta decisión a la Asamblea Legislativa.   ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN FIRMAS.


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Actas%20años%20anteriores.htm]

	· Estadísticas mensuales por tema




ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL 
OCTUBRE 2014
Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de OCTUBRE 2014. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

OCTUBRE  2014

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

OCTUBRE 2014

	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Facultativas
	
	

	Consultas Legislativas
	6
	0,31%

	Consultas Judiciales
	1
	0,05%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	42
	2,15%

	Hábeas Corpus
	169
	8,64%

	Recursos de Amparo
	1738
	88,85%

	Total
	1956
	100,00%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

OCTUBRE 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

OCTUBRE  2014

	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	407
	24,94%

	Con Lugar Parcial
	54
	3,31%

	Sin Lugar
	493
	30,21%

	Rechazo de Plano
	615
	37,68%

	Rechazo por el Fondo
	63
	3,86%

	Total 
	1632
	100,00%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

OCTUBRE 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA


	Trabajo
	216
	13,24%

	Salud
	284
	17,40%

	Pronta Resolución
	155
	9,50%

	Petición
	83
	5,09%

	Penitenciario
	79
	4,84%

	Educación
	78
	4,78%

	Penal
	69
	4,23%

	Pensión
	67
	4,11%

	Información
	62
	3,80%

	Servicios Públicos
	55
	3,37%

	Poder Ejecutivo
	46
	2,82%

	Pensiones Alimentarias
	44
	2,70%

	Propiedad
	40
	2,45%

	Municipalidad
	37
	2,27%

	Poder Judicial
	34
	2,08%

	Tránsito
	32
	1,96%

	Ambiente
	29
	1,78%

	Asociación
	24
	1,47%

	Seguridad Social
	22
	1,35%

	Seguros
	22
	1,35%

	Bancario
	22
	1,35%

	Minorías
	19
	1,16%

	Familia
	19
	1,16%

	Comercio
	16
	0,98%

	Sujeto de Derecho Privado
	12
	0,74%

	Migración
	10
	0,61%

	Contratos o Licitaciones
	8
	0,49%

	Notariado
	7
	0,43%

	Intimidad
	6
	0,37%

	Financiero
	6
	0,37%

	Electoral
	5
	0,31%

	Tributario
	5
	0,31%

	Amparo contra Norma
	5
	0,31%

	Libertad de Expresión y Prensa
	5
	0,31%

	Libertad de Tránsito
	4
	0,25%

	Colegios Profesionales
	3
	0,18%

	Asamblea Legislativa
	1
	0,06%

	Tramite
	1
	0,06%

	Total
	1632
	100,00%


Cuadro N°4: Este cuadro presenta los asuntos votados por tema y por resultado o término. 

	CUADRO No.4

ASUNTOS VOTADOS POR  TEMA Y POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

OCTUBRE 2014

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	 
	

	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados
	

	OCTUBRE  2014
	

	 
	

	Por Tema
	 

	 
	 

	Ambiente
	29

	 
	 

	Con Lugar
	7

	Con Lugar Parcial
	6

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	11

	 
	 

	Amparo contra norma
	5

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	2

	 
	 

	Asamblea legislativa
	1

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	 

	 
	 

	Asociación
	24

	 
	 

	Con Lugar
	4

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	4

	 
	 

	Bancario
	22

	 
	 

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	17

	Sin Lugar
	3

	 
	 

	Colegios profesionales
	3

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	 

	 
	 

	Comercio
	16

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	6

	 
	 

	Contratos o Licitaciones
	8

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	3

	 
	 

	Educación
	78

	 
	 

	Con Lugar
	37

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	14

	Sin Lugar
	24

	 
	 

	Electoral
	5

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	1

	 
	 

	Familia
	19

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	9

	 
	 

	Financiero
	6

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	1

	 
	 

	Información
	62

	 
	 

	Con Lugar
	17

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	12

	Rechazo de Plano
	7

	Sin Lugar
	23

	 
	 

	Intimidad
	6

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	1

	 
	 

	Libertad de expresión y prensa
	5

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	4

	 
	 

	Libertad de Tránsito
	4

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	1

	 
	 

	Migración
	10

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	8

	 
	 

	Minorías
	19

	 
	 

	Con Lugar
	7

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	6

	 
	 

	Municipalidad
	37

	 
	 

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	26

	Sin Lugar
	7

	 
	 

	Notariado
	7

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	1

	 
	 

	Penal
	69

	 
	 

	Con Lugar
	11

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	38

	 
	 

	Penitenciario
	79

	 
	 

	Con Lugar
	13

	Con Lugar Parcial
	6

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	44

	 
	 

	Pensión
	65

	 
	 

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	50

	Sin Lugar
	9

	 
	 

	Pensiones alimentarias
	43

	 
	 

	Con Lugar
	8

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	13

	Sin Lugar
	20

	 
	 

	Petición
	83

	 
	 

	Con Lugar
	38

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	18

	Sin Lugar
	23

	 
	 

	Poder ejecutivo
	46

	 
	 

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	32

	Sin Lugar
	11

	 
	 

	Poder judicial
	33

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	4

	Rechazo de Plano
	24

	Sin Lugar
	5

	 
	 

	Pronta resolución
	155

	 
	 

	Con Lugar
	34

	Con Lugar Parcial
	5

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	87

	Sin Lugar
	27

	 
	 

	Propiedad
	40

	 
	 

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	4

	Rechazo de Plano
	26

	Sin Lugar
	8

	 
	 

	Salud
	284

	 
	 

	Con Lugar
	167

	Con Lugar Parcial
	7

	Rechazo por el Fondo
	5

	Rechazo de Plano
	21

	Sin Lugar
	84

	 
	 

	Seguridad social
	22

	 
	 

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	11

	Sin Lugar
	6

	 
	 

	Seguros
	22

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	14

	Sin Lugar
	7

	 
	 

	Servicios públicos
	55

	 
	 

	Con Lugar
	8

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	23

	Sin Lugar
	20

	 
	 

	Sujeto de derecho privado
	12

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	11

	Sin Lugar
	 

	 
	 

	Trabajo
	215

	 
	 

	Con Lugar
	35

	Con Lugar Parcial
	8

	Rechazo por el Fondo
	8

	Rechazo de Plano
	96

	Sin Lugar
	68

	 
	 

	Tramite
	1

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	 

	 
	 

	Tránsito
	32

	 
	 

	Con Lugar
	7

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	17

	Sin Lugar
	7

	 
	 

	Tributario
	5

	 
	 

	Con Lugar
	 

	Con Lugar Parcial
	 

	Rechazo por el Fondo
	 

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	1


	CUADRO No.5

Cuadro N°5: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 
ASUNTOS VOTADOS POR  ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	OCTUBRE  2014

	

	Por área del Estado involucrada

	 
	 
	 

	 
	 
	 

	Autónomas
	233
	14,28%

	Caja Costarricense del Seguro Social
	381
	23,35%

	Contraloría General de la República
	1
	0,06%

	Colegios Profesionales
	9
	0,55%

	Defensoría de los habitantes
	1
	0,06%

	Municipalidad
	157
	9,62%

	País
	
	0,00%

	Poder Ejecutivo
	550
	33,70%

	Poder Judicial
	177
	10,85%

	Poder Legislativo
	3
	0,18%

	Privado
	97
	5,94%

	Procuraduría General de la República
	0
	0,00%

	Tribunal Supremo de Elecciones
	5
	0,31%

	Varios
	0
	0,00%

	No aplica
	1
	0,06%

	No indica
	17
	1,04%

	Total
	1632
	100,00%


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 

328

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]

	· Actualización del Proyecto Constitución




Artículo 12 de la Constitución Política

“…La proclamación de la neutralidad de un Estado es un acto jurídico con proyecciones internacionales determinadas, depende, en mucho, del momento histórico en que la decisión se adopta, lo que permite afirmar que está sujeta a algunas circunstancias para que se considere procedente, en un momento dado, pero que no puede serlo en otro. Como bien parece sugerir los consultantes, no es un concepto jurídico acabado en su totalidad, porque, en términos generales, depende de la época que sea permanente como se desprende del proyecto de ley; la neutralidad es un recurso al cual, normalmente, los países avasallados por grandes potencias, o con fuerzas armadas muy modestas recurren para evitar ser arrastrados hacia conflictos que perjudican sus propios intereses, como la de sus habitantes. Al adoptar un estado neutralizado frente a los conflictos que se suceden entre los Estados circunvecinos, regionales o globales, pero que ejercen gran influencia sobre él, al país neutral le interesa sobremanera mantenerse alejado de cualquiera de las contiendas (especialmente si son bélicas). En el fondo, la finalidad que proyecta el Estado neutralizado es mantenerse equidistante de las partes en confrontación, lo que pretende, a su vez, inmunizarse de las relaciones malsanas con otros Estados que son potencias. Por otra parte, la Sala debe reconocer que existe una gran carga política en la toma de esta decisión nacional, que se traduce en el proyecto de ley para la “Proclamación de la Paz como Derecho Humano y de Costa Rica como País Neutral”. La declaratoria de neutralidad no implica renunciar al recurso de la fuerza como último mecanismo de defensa de la soberanía nacional frente a la agresión de otro Estado, pero sería un instrumento que puede servir a un alto propósito en la conducción de la política en las relaciones internacionales frente a terceros, ético en todo el sentido de la palabra, y con él un blindaje para que el Poder Ejecutivo no se aparte…” Sentencia 17413-2014

ARTÍCULO 22 DE LA CP

“…Se ha reconocido que los oficiales de la Policía pueden disponer medidas para restringir temporalmente el acceso o paso por determinados lugares por razones de seguridad y orden que así lo aconsejen, a fin de evitar que se susciten conflictos, lo cual está enmarcado dentro del poder de policía que le asiste al Estado costarricense. En el caso concreto que plantea el recurrente, con la realización de la carrera Anna Ross en días pasados, así como en cualquier otro caso relacionado con alguna carrera organizada de similar forma, si éstas cuentan con la debida organización y permisos correspondientes, se hace indispensable la intervención de las autoridades administrativas a fin de verificar que la situación se encuentra bajo control y no exista inseguridad que pueda conducir a un daño mayor.  Partiendo de lo anterior, no estima esta Sala que en el caso bajo estudio se haya producido la violación alegada a la libertad de tránsito del recurrente, toda vez que la actuación de la Policía pretendió salvaguardar la seguridad de las personas que transitan por la localidad en la que se llevó a cabo la carrera…” Sentencia 17293-14
ARTÍCULO 30 DE LA CP

“…Este Tribunal ha defendido que la información será pública en tanto medie un interés público en ella, sea por motivos de transparencia, fiscalización, ejercicio de controles, participación ciudadana u otros. La determinación de si existe un interés público debe ser realizada caso por caso y, siempre, haciendo una ponderación de los intereses en juego. En particular, el derecho de acceso a la información pública debe conjugarse adecuadamente con el derecho a la intimidad que asiste a las personas…Lo anterior no debe interpretarse en el sentido de que la Administración deba exigir al petente una justificación de su interés en la información o aclarar si gestiona como ciudadano o estudiante, como en el sub examine dispuso la Asamblea de Facultad de Derecho según el informe bajo juramento del Decano recurrido, pues toda persona tiene derecho a acceder a la información pública sin necesidad de demostrar un particular interés en ella, como lo ha dispuesto tanto esta Sala (resolución número 2014-4037 de las 11:02 horas del 21 de marzo de 2014), como la Corte Interamericana de Derechos Humanos (caso Claude Reyes y otros v. Chile)….” Sentencia 17432-14 

ARTÍCULO 33 DE LA CP

“…El recurrente señala que, en su criterio, al ostentar la condición de asegurado voluntario le corresponde el pago al subsidio según la normativa aplicable al caso y que negarle tal pago lo coloca en franca desigualdad de trato frente a otros asegurados incapacitados a quienes sí se les paga el subsidio. La negativa del pago reclamado encuentra sustento normativo expreso en el articulado de la reglamentación vigente, según la redacción introducida por las más recientes reformas de que fue objeto, como alegan las autoridades recurridas. Considera esta Sala que en el presente caso resulta claro que el recurrente no puede pretender un trato igual al de las personas que se incapaciten bajo otros regímenes de solidaridad social puesto que es perfectamente conforme al derecho de la Constitución el tratar jurídicamente de modo diverso situaciones que, en los aspectos relevantes, sean distintas. Los asegurados beneficiarios del régimen del que participa el recurrente, son población económicamente no activa por lo cual resulta perfectamente razonable y legítima la diferenciación que el ordenamiento jurídico hace pues las condiciones o circunstancias son desiguales, dado que las personas que pertenecen al Régimen de Seguro Obligatorio no poseen las mismas características que los pertenecientes al Régimen de Seguro Voluntario. Así las cosas, este Tribunal acredita que no existe violación alguna al principio de igualdad, dado que este principio no tiene el carácter absoluto que el recurrente pretende; la igualdad no concede propiamente un derecho a ser equiparado a cualquier individuo sin distinción de circunstancias, sino que más bien permite exigir que no se hagan diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, no pudiendo en consecuencia pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales..” Sentencias: 11856-14 y 17362-14

“…es de mérito indicar que con anterioridad, esta Sala ha considerado que no contraviene el derecho a la igualdad de las personas con derecho a tratos preferenciales, restringir ese uso a cuestiones eminentemente personales. Por ejemplo, en la sentencia No. 2010-15450 de las 12:17 horas del 17 de setiembre del 2010, que también cita la autoridad recurrida, donde se indicó lo siguiente: “…IV.- Ahora bien, puede vincularse con la jurisprudencia y normativa anteriormente citados el derecho de las personas con discapacidad a recibir un trato preferencial, en los diferentes servicios de atención abiertos al público y que implican disponer un determinado orden de atención de los usuarios, tal y como se hace también con las mujeres embarazadas y los adultos mayores, en consideración a un eventual estado de vulnerabilidad física mayor, que el común de los usuarios. No obstante cabría preguntarse, frente a un ejemplo concreto, como el que suscita este caso, si ese trato diferenciado –preferencial– es irrestricto. Considera la Sala que si, ante casos particulares, se determina que, la forma en que la persona con discapacidad emplea su derecho de atención preferencial, trastorna la atención general del público que requiere del servicio, es válido que el encargado de su organización implemente restricciones razonables a tal atención. En el presente asunto, la determinación que se adoptó fue la de atenderle preferentemente para sus gestiones personales y bajo el orden de atención regular en cuanto a trámites de terceros. No se observa que con ello se cause discriminación al actor o que se le coloque en posición desventajosa frente al resto de los usuarios de la sucursal, sino que, simplemente, deberá atenerse al orden común de atención…” (criterio reiterado, entre otras, en la sentencia No. 2010-018561 de las 14:48 hrs del 9 de noviembre del 2010)…” Sentencia 16070-14

“…La normativa citada no establece un trato desigual, pues conmina al cumplimiento de iguales requisitos a ambos sexos. Más bien, ha sido la aplicación arbitraria de la autoridad recurrida, la que ha cercenado los derechos del amparado, pues no estamos ante el supuesto de una di​fe​ren​cia​ción “ra​zo​na​ble y ob​je​ti​va”, si​no de un tra​ta​mien​to e​vi​den​te​men​te in​jus​ti​fi​ca​do, in​fun​da​do y des​pro​por​cio​na​do, pro​duc​to de con​di​cio​na​mien​tos so​cia​les, cul​tu​ra​les, e​co​nó​mi​cos y po​lí​ti​cos que deberían estar su​pe​ra​dos, lo que re​sul​ta le​si​vo pa​ra la dig​ni​dad hu​ma​na en lo par​ti​cu​lar, co​mo de​re​cho sub​je​ti​vo po​si​ti​vo con​cre​to a la i​gual​dad, y pa​ra la u​ni​dad fa​mi​liar co​mo de​re​cho so​cial ob​je​ti​vo, des​de el mo​men​to en que es​ta​ble​ce u​na res​tric​ción o​dio​sa que a​ten​ta, por dis​cri​mi​na​ción, con​tra el e​qui​li​brio ju​rí​di​co y es​pi​ri​tual de la fa​mi​lia, tam​bién tu​te​la​do por la Cons​ti​tu​ción y  por el or​de​na​mien​to in​ter​na​cio​nal y por e​llo pa​tri​mo​nio sub​je​ti​vo del ofen​di​do. En el sub examine, solicitar tal requisito solo porque un hombre se dedicará a los oficios del hogar y no una mujer, es un argumento de carácter sexista y discriminatorio en perjuicio del sexo masculino, e incluso del femenino, pues reafirma el rol social que se le sigue endilgando únicamente a las mujeres, fundamentado en estereotipos genéricos que han promovido un sistema social no equitativo…”Sentencia 17014-14

ARTÍCULO 59 DE LA CP

“...La norma del artículo 155, del Código de Trabajo, recoge dos principios básicos; por un lado, reconoce al patrono o sus representantes el poder directivo para señalar la época en que el trabajador gozará de sus vacaciones, margen de discrecionalidad que se orienta a salvaguardar la continuidad y eficiencia de la empresa; y por el otro, le impone el deber de hacer aquella indicación dentro de las quince semanas siguientes al día que el trabajador adquiere el derecho. Es obvio que el trabajador tiene derecho a que se le indique, dentro de ese plazo, cuándo o en qué momento gozará del descanso, pero también es claro que el patrono, sea público o privado, tiene la obligación de velar por el cumplimiento de este derecho humano (Cfr. Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales o "Protocolo de San Salvador", aprobado por Ley #7907 de 3 de septiembre de 1999, Gaceta #190 de 30 de septiembre, artículo 7, inciso h]). Ahora bien, la finalidad de las vacaciones es el reposo, el descanso obligatorio continuo durante varios días, tiempo durante el cual el trabajador se libera de su obligación de estar a disposición del patrono, con goce de la contraprestación económica o salarial. La naturaleza jurídica misma de las vacaciones remuneradas, impone al empleador la obligación de darlas, por una parte, y por otra, de permitir al trabajador alejarse del trabajo, pero también implican para éste la obligación de abstenerse de trabajar…”Sentencia 16621-14

ARTÍCULO 63 DE LA CP

“…la exigencia de la aprobación previa de la terminación de los contratos laborales por parte del Juez de Trabajo, a partir del momento en que se plantea el conflicto colectivo, se trata de un acto de autorización cautelar tendente a garantizar los fines del procedimiento conciliatorio y en perfecta conformidad con las normas de la Constitución Política para evitar despidos discriminatorios durante el procedimiento. El reconocimiento constitucional de un régimen de libre despido en el ámbito de las relaciones laborales privadas en las cuales el empleador, por su sola voluntad, puede, en definitiva, poner fin a la relación de trabajo, aun cuando no exista justa causa para el despido, caso en que el patrono debe pagar una indemnización especial (art. 63), no es obstáculo para que el legislador adopte reglas de protección especial como la aquí impugnada. La realidad ha puesto en evidencia que ciertas los trabajadores en situaciones de conflicto son más vulnerables frente a prácticas discriminatorias y, por ello, su despido se somete a ese régimen de autorización judicial. En consecuencia, procede rechazar por el fondo este extremo pues no hay mérito alguno para considerar que la norma, por su texto literal, ni por su interpretación o aplicación por parte de la jurisdicción laboral, sea disconforme con la Constitución…” Sentencia 16916-14

ARTÍCULO 73 DE LA CP

“…El recurrente señala que, en su criterio, al ostentar la condición de asegurado voluntario le corresponde el pago al subsidio según la normativa aplicable al caso y que negarle tal pago lo coloca en franca desigualdad de trato frente a otros asegurados incapacitados a quienes sí se les paga el subsidio. La negativa del pago reclamado encuentra sustento normativo expreso en el articulado de la reglamentación vigente, según la redacción introducida por las más recientes reformas de que fue objeto, como alegan las autoridades recurridas. Considera esta Sala que en el presente caso resulta claro que el recurrente no puede pretender un trato igual al de las personas que se incapaciten bajo otros regímenes de solidaridad social puesto que es perfectamente conforme al derecho de la Constitución el tratar jurídicamente de modo diverso situaciones que, en los aspectos relevantes, sean distintas. Los asegurados beneficiarios del régimen del que participa el recurrente, son población económicamente no activa por lo cual resulta perfectamente razonable y legítima la diferenciación que el ordenamiento jurídico hace pues las condiciones o circunstancias son desiguales, dado que las personas que pertenecen al Régimen de Seguro Obligatorio no poseen las mismas características que los pertenecientes al Régimen de Seguro Voluntario. Así las cosas, este Tribunal acredita que no existe violación alguna al principio de igualdad, dado que este principio no tiene el carácter absoluto que el recurrente pretende; la igualdad no concede propiamente un derecho a ser equiparado a cualquier individuo sin distinción de circunstancias, sino que más bien permite exigir que no se hagan diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, no pudiendo en consecuencia pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales..” Sentencias: 11856-14 y 17362-14

ARTÍCULO 192 DE LA CP

“…cuando se trata de personas que van a servir intereses públicos, es admisible que se endurezcan las exigencias y se exija el cumplimiento de un determinado bagaje de deberes éticos y morales, por lo que resulta correcto fijar como parte de las condiciones para el ejercicio del cargo. Así, la citada norma determina una inidoneidad temporal a los funcionarios públicos que fueron despedidos de su puesto sin responsabilidad patronal y su único fin es proteger a la Administración Pública en relación con la aptitud moral de las personas que en algún momento infringieron la normativa del Estatuto de Servicio Civil, por lo que quedan condicionados a determinado plazo los futuros nombramientos bajo ese régimen. Ahora bien, no existe controversia alguna en que dicha norma establezca un mínimo de tres años para que el ex funcionario público sea habilitado para poder acceder de nuevo a la carrera administrativa. Sin embargo, la posibilidad de extender tal plazo a uno mayor, sin que para ello existan elementos objetivos que sirvan de referencia, constituye una actuación que es contraria al principio de la seguridad jurídica debido que no se garantiza que el reingreso al servicio civil se hará según los parámetros establecidos oportunamente, por lo que dicha amplitud con que está redactada, puede permitir que una persona sea excluida de un cargo en el Servicio Civil incluso ad infinitud. En adición, la Administración no puede mediante disposiciones de carácter general establecer una inhabilitación de carácter indefinida. Precisamente, debido a tales motivos, por voto número 2012-000267 de las 15:34 horas del 11 de enero de 2012, esta Sala le impuso al Poder Ejecutivo en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de tal sentencia, proceder a subsanar la omisión allí contenida, con la finalidad de que estableciera los límites al plazo que la Administración debe aplicar para autorizar el reingreso al Servicio Civil, a aquellos funcionarios que hayan sido destituidos de algún puesto dentro del Régimen del Servicio Civil. En adición a este requerimiento de fijar un plazo máximo, en ese voto, se estableció que los antecedentes laborales o de vida valorados en las investigaciones o informaciones de vida realizadas por la Administración, en los que se sustenten las razones de ineligibilidad por inidoneidad, no deben datar de más allá de 10 años. En consecuencia, resulta fundado que se establezca un plazo de inhabilitación para el reingreso al Servicio Civil de aquel servidor público despedido sin responsabilidad estatal. Tómese en cuenta que no se trata de una sanción adicional al despido, sino la regulación de las consecuencias jurídicas de un hecho, con lo que el Estado se protege de conductas irregulares que minan la subordinación que todo servidor debe al Estado como patrono, y al ordenamiento, de manera que al constatarse una falta por la que se debió aplicar el poder sancionatorio, como medio para exigir el cumplimiento exacto de los deberes de la función pública o el rompimiento de la relación de servicio según las causales existentes, ello deberá formar parte de los requisitos de reingreso al servicio civil. No obstante, el plazo mayor de tal tipo de requerimiento debe estar fijo…” Sentencia 17205-14

“…En el caso concreto, consta que al amparado se le impuso una prohibición de ingreso por 15 años, pues las autoridades recurridas tomaron en cuenta hechos posteriores a la destitución del amparado para fundamentar su falta de idoneidad. Lo anterior implica que se declare con lugar el extremo y que la resolución número DG-150-2014 de las 11:00 horas del 29 de agosto de 2014 devenga nula únicamente en cuanto al plazo conferido, que deberá ser ajustado por la autoridad accionada, para que respete el máximo de 10 años establecido en el artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Las autoridades recurridas deberán tomar en cuenta las circunstancias que no fueron conocidas en este proceso, pero que pudieran incidir en el cómputo del plazo, como lo sería una orden judicial. La declaratoria realizada por este Tribunal no impide, sin embargo, que la Administración decida en el futuro sobre la idoneidad moral del petente para ingresar al régimen del Servicio Civil, con base en la normativa vigente…” Sentencia 17912-14
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Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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